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La revuelta de octubre en Chile: 


una introducción 


Carlos Peña y Patricio Silva 


A partir de la restauración democrática en 1990, Chile ha sido considerado como 
uno de los países más exitosos de América Latina. Y existen razones para ello. 
En las últimas tres décadas, el país se caracterizó, en efecto, por poseer un fuerte 
crecimiento económico, un alto grado de estabilidad política y un espectacular 
descenso de los índices de pobreza. De esta manera, diversas entidades 
internacionales han identificado a Chile como el principal candidato a 
convertirse en el primer país desarrollado de América Latina. El progreso 
experimentado por el país está en dramático contraste con el resto de la región 
latinoamericana, la que en las últimas décadas se ha visto envuelta en una 
permanente convulsión política y social, y caído en recurrentes crisis 
económicas. 


Si se mira el país desde una perspectiva histórica más amplia, se puede 
comprobar rápidamente que Chile siempre constituyó una suerte de excepción en 
el contexto latinoamericano. Si bien las revueltas y los cambios constitucionales 
no son raros en América Latina —una región fecunda en la escritura de textos 
constitucionales—, Chile fue tradicionalmente una excepción entre sus vecinos 
del continente. El país consolidó y racionalizó el Estado en la primera mitad del 
xix, mucho antes que el resto de la región. Además, fue capaz de crear durante el 
siglo xix una democracia restringida pero estable, que se extendió hasta la 
segunda mitad del siglo xx, llegando a constituir una de las más antiguas del 
mundo. Incluso la dictadura de Pinochet fue una excepción. Si bien fue una de 
las más represivas, logró impulsar un proyecto modernizador que la diferenció 
del simple caudillismo o de la asonada propia de la región —y la distanció del 
simple corporativismo militar. Entrado el siglo xxi y una vez recuperada la 
democracia, esa excepción chilena pareció consolidarse. En apenas tres décadas 


alcanzó alta estabilidad democrática, gracias a gobiernos de centroizquierda que 
gobernaron durante 24 años —logrando reducir paulatinamente los resabios de la 
dictadura— y gobiernos de derecha que, no obstante haber adherido a la 
administración de Pinochet, tomaron cierta distancia del legado autoritario. El 
resultado fue un importante cambio en las condiciones materiales de existencia 
de la sociedad chilena: se redujo la pobreza, desde más de un 50 por ciento que 
poseía a inicios de la década del 90, a menos de un 10 por ciento; se universalizó 
la educación superior; se incrementó la movilidad intergeneracional; se 
expandieron los grupos medios a cerca del 60 por ciento de la población; se 
alcanzó el más alto nivel de desarrollo humano de la región; y como 
consecuencia de todo ello, Chile pareció asomarse a lo que las agencias 
internacionales suelen llamar desarrollo. 


No resulta extraño, entonces, que a principios de octubre de 2019, el Presidente 
Sebastián Piñera afirmara con innegable orgullo y satisfacción que Chile 
representaba un verdadero “oasis” de estabilidad política y vitalidad económica 
en la región. 


Parecía haber razones para ello. A fines de agosto de 2019, Piñera participaba en 
la cumbre del G7 en Biarritz, como invitado de honor del presidente francés, 
Emmanuel Macron. Esto era una clara expresión del prestigio internacional que 
Chile y la economía del país gozaban entre los líderes del mundo desarrollado. 
Además, Chile se preparaba para acoger dos importantes y prestigiosas cumbres 
internacionales antes de fin de año. A mediados de noviembre se iba a celebrar 
en Santiago la Cumbre del Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico 
(apec). Se esperaban más de siete mil delegados de 27 países asiáticos y 
latinoamericanos. Entre los líderes que habían confirmado su presencia se 
encontraban Vladimir Putin, Donald Trump y Xi Jinping. A su vez, a principios 
de diciembre de 2019 Chile iba a ser sede de la Cumbre sobre el Cambio 
Climático de las Naciones Unidas (cop25), a la cual asistirian más de 25 mil 
delegados de todo el mundo. Ambas cumbres habrían significado la coronación 
simbólica de Piñera en la esfera internacional y la consolidación del 
neoliberalismo en el país. 


Nada parecía indicar que Chile estaba a punto de sufrir la peor crisis 
sociopolítica que ha vivido desde la ruptura democrática de 1973. Tan solo unas 
semanas después de que el Presidente caracterizara a Chile como un oasis en la 
región, todo se precipitó. El anuncio de un aumento en el precio del pasaje del 
metro de Santiago —30 pesos— desató el viernes 18 de octubre una ola sin 


precedentes de violentas protestas antigubernamentales en la capital —20 
estaciones del metro fueron incendiadas, mientras que otras 41 estaciones 
resultaron gravemente dañadas— y en otras ciudades del país. Con el paso de las 
semanas, las protestas se fueron radicalizando cada vez más, adquiriendo un 
carácter que algunos observadores consideraron netamente insurreccional, 
política y culturalmente hablando. Los manifestantes pasaron a exigir la renuncia 
de Piñera y el fin del neoliberalismo y de la Constitución de 1980, entre muchas 
otras demandas. A partir de entonces, las calles de Santiago se llenaron de 
grafitis de la más diversa índole, los cuales mostraban que la revuelta era más 
profunda que una protesta de los usuarios del tren subterráneo. Había en las 
pintadas de las calles signos claros de una protesta muy heterogénea, que reunía 
a minorías tradicionalmente excluidas, como las indígenas; movimientos 
feministas; minorías sexuales, identidades culturales de índole generacional; 
reivindicaciones de clase; y reclamos de las generaciones más adultas por un 
mejor sistema de pensiones y de salud, además de una educación igualitaria de 
calidad. El movimiento careció de orgánica propia o de orientación ideológica, y 
se ejecutó al margen del sistema de partidos. Fue como si de pronto, y en forma 
espontánea, diversos sectores de la sociedad enarbolaran cada uno un malestar 
diferente y salieran a la calle. 


Este insospechado levantamiento general obtuvo el pleno apoyo de los partidos 
políticos de izquierda y de una amplia variedad de movimientos sociales. Las 
protestas persistieron por varios meses. A menudo, las manifestaciones irían 
acompañadas de violentos disturbios y saqueos de supermercados, centros 
comerciales, farmacias y todo tipo de comercios. El gobierno respondió con el 
uso de la fuerza, desplegando la policía antidisturbios y más tarde se vería 
obligado a declarar estado de sitio y a movilizar personal militar en las calles de 
las principales ciudades. Las fuerzas de seguridad se vieron claramente 
sobrepasadas por el masivo y violento carácter de las protestas, y sobre todo por 
su persistencia en el tiempo. Tras el levantamiento del 18 de octubre y el 
deterioro inmediato de la situación política y de seguridad en el país, ambos 
encuentros internacionales fueron finalmente cancelados. Así, desde el 18 de 
octubre de 2019 hasta el inicio de la pandemia del coronavirus en Chile, en 
marzo de 2020, Chile se encontró en un estado de permanente convulsión 
política-social que, con matices, aún continúa. 


Hoy la mayoría de los chilenos y analistas políticos se siguen preguntando cuáles 
han sido las principales causas de la convulsión sociopolítica que ha afectado al 
país desde octubre de 2019. La primera explicación que surgió inmediatamente 


tras los sucesos del 18 de octubre, y que se popularizó instantáneamente en la 
prensa internacional, fue que el principal catalizador de la explosión 
sociopolítica sería la gran desigualdad social existente en el país. También hubo 
interpretaciones en las que se subrayó la responsabilidad que le cabría al 
Presidente Sebastián Piñera, al haber creado expectativas demasiado altas entre 
la población durante las elecciones presidenciales que lo llevaron por segunda 
vez al poder y al declarar, dos días después de las primeras protestas, que el país 
se encontraba en guerra. Durante la contienda electoral, Piñera había prometido 
recuperar los altos niveles de crecimiento económico que el país había 
experimentado en el pasado reciente. Sin embargo, en el transcurso de 2019 se 
hizo evidente que, aunque la economía estaba mostrando visibles mejoras, el 
ritmo de la reactivación era mucho menor de lo esperado. Otros vieron en la 
convulsión de octubre una acción política coordinada organizada por el Partido 
Comunista, organizaciones anarquistas y una serie de grupos de extrema 
izquierda, para forzar la cancelación de las dos cumbres mundiales en Chile. 
Ambos eventos fueron vistos por las fuerzas de izquierda chilenas como la 
coronación de Piñera en la escena internacional y una prueba de la plena 
participación de Chile en un proceso de globalización que dichos sectores 
condenaban abiertamente. En la misma línea, algunos acusaron a Cuba y 
Venezuela de haber estado involucrados en la organización del levantamiento del 
18 de octubre y los disturbios posteriores. Según esta visión, esto correspondió a 
una acción concertada contra Piñera después de que asumiera una posición de 
liderazgo en América Latina en la condena al régimen de Maduro y por apoyar 
abiertamente a la oposición venezolana. 


Hasta ahora, se han publicado más de una docena de libros sobre la rebelión de 
octubre de 2019 y sus posibles causas. Sin embargo, la mayoría de esas 
publicaciones fueron escritas a solo semanas o meses después de los sucesos de 
octubre, al calor de esa tensa coyuntura político-social. Fueron escritas sobre 
todo por periodistas y figuras políticas que, por regla general, han adoptado una 
abierta postura político-ideológica. La mayoría de dichos ensayos fueron escritos 
en señal de apoyo y de justificación de la rebelión, sumándose a la exigencia de 
poner fin a lo que se ha llamado “el modelo neoliberal” en el país. 


Este libro pretende abordar la rebelión de octubre y la posterior crisis 
socioeconómica, política e institucional que afecta al país desde una perspectiva 
académica más matizada. Todas las contribuciones recogidas en este volumen 
siguen un enfoque analítico de carácter sociológico e institucional. Los autores 
destacan una serie de paradojas generadas por el rápido proceso de 


modernización económica y transformación social experimentado por el país en 
los últimos 40 años. Varios de los trabajos reunidos en estas páginas señalan que, 
de cierta manera, el modelo neoliberal en Chile ha sido víctima de su propio 
éxito. Un elemento común en todos los aportes es el objetivo de explicar el 
surgimiento de un creciente “malestar” o profundo descontento que afecta hoy a 
importantes sectores de la sociedad chilena. Si bien todos los autores concuerdan 
en que la rebelión de octubre fue el resultado de un sinnúmero de factores, cada 
uno de ellos se enfoca en un elemento en particular que a su juicio fue 
trascendental en la gestación de la revuelta. 


Independientemente de la pregunta sobre qué factores fueron decisivos para que 
se desatara, lo que está claro es que los manifestantes que a partir de entonces se 
tomaron las calles del país identificaban al llamado “neoliberalismo” como el 
principal responsable de los problemas que afectaban al país. De hecho, la 
mayoría de las consignas proclamadas por las multitudes en las calles y la 
mayoría de los textos de las pancartas de protesta, exigían terminar con el 
sistema neoliberal. 


Este libro enseña cómo el logro de un acelerado desarrollo económico y social 
en un país puede activar procesos políticos fuertemente desestabilizadores. Sobre 
todo, cuando las autoridades democráticas no son capaces de canalizar 
adecuadamente las altísimas expectativas que existen entre la población para 
mejorar aún más sus condiciones de vida. 


En el capítulo 1, Carlos Peña evalúa las causas del actual malestar social en 
Chile, centrándose en la acelerada mejora en las condiciones de vida y 
materiales experimentadas por los chilenos en las últimas tres décadas. Desde la 
restauración democrática en 1990, Chile ha modernizado y expandido con éxito 
su economía, mientras que los niveles de vida y los niveles de bienestar de toda 
su población se convirtieron en los más altos de América Latina. El capítulo 
examina tres conjuntos de factores que pueden estar en el fondo de la actual ola 
de malestar e insatisfacción que afecta a una parte importante de la sociedad 
chilena. Para empezar, presta atención a la relación existente entre los disturbios 
actuales y los cambios radicales en la vida material de millones de chilenos que 
ha llevado a la llamada paradoja del bienestar. El segundo conjunto de factores 
está relacionado con una serie de agravios culturales que están asociados con los 
cambios generacionales. Finalmente, el capítulo explora importantes divisiones 
surgidas en el ámbito político y en las fuentes de legitimidad de instituciones 
clave, como el gobierno, el parlamento, el sistema judicial y la policía. Todos 


estos se examinan en el contexto de la diferenciación y de la individuación 
funcionales crecientes que ocurren en una sociedad de modernización rápida. 


En el capítulo 2, Patricio Silva analiza la rebelión de octubre de 2019 desde una 
perspectiva histórica de largo aliento. El golpe de septiembre de 1973 y el 
régimen de Pinochet (1973-1990) dejaron profundas heridas en la sociedad 
chilena, heridas que aún no están totalmente cicatrizadas. La toma del poder por 
los militares marcó el colapso de la democracia chilena de larga data. Le 
siguieron años de represión y la instauración de una economía de libre mercado 
extremo, que sin duda habría sido muy difícil implementar —dado el costo 
humano— en un régimen democrático. Pinochet también introdujo profundas 
reformas legales, incluida la promulgación de la Constitución de 1980. Tanto el 
neoliberalismo como la Constitución de 1980 sobrevivieron al final de la era 
Pinochet y han sido un foco permanente de impugnación por parte de la 
izquierda chilena. Este capítulo analiza la actual convulsión sociopolítica en el 
país desde una perspectiva histórica, que se inicia a comienzos de la década del 
70. La actual rebelión es considerada como la culminación de un largo período 
de —de 40 años—, en el que la izquierda chilena llevó a cabo una lucha por 
contrarrestar los efectos del modelo económico neoliberal y la Constitución de 
1980. Las constantes referencias a Allende, Pinochet, la Constitución y el 
neoliberalismo en las calles desde el levantamiento de octubre de 2019 son, 
según el autor, una viva expresión del peso que tienen los acontecimientos del 
período 1970-1990 en la actual crisis sociopolítica en Chile. 


José Joaquín Brunner analiza en el capítulo 3 la alta expectativa creada por la 
expansión de la educación en el país y la posterior desilusión experimentada por 
los jóvenes. La protesta social chilena que estalló en octubre de 2019 tiene una 
identidad sociológica distintiva: su carácter juvenil, el alto nivel educativo de sus 
participantes y la presencia igualitaria de mujeres. Se aparta de la composición 
tradicional de la protesta, que en el pasado estuvo dominada por trabajadores 
urbanos pobres, hombres adultos que generalmente poseían bajos niveles de 
educación. La nueva composición social de la protesta refleja la intensa 
modernización económica, social, política y cultural de la sociedad chilena 
durante las últimas tres décadas (1990-2019). Este proceso dio lugar a una 
generación que, nacida alrededor de 1990, fue el actor principal de una 
expansión histórica de las oportunidades educativas que cristalizó en la 
educación secundaria completa, para seguir con la educación superior. La tesis 
explorada en este capítulo sostiene que en los últimos años esta generación, con 
sus altas expectativas económicas y sociales, se vio afectada por un fuerte 


sentimiento de frustración. La promesa de ingresar a un nuevo segmento social, 
de formar parte de una clase media meritocrática, no se ha cumplido. Esta 
insatisfacción, típica de una generación desilusionada, llevó a un 
comportamiento colectivo de rebeldía que significa un rechazo al objetivo 
cultural de la sociedad del éxito individual y de la educación para lograr ese fin. 


En el capítulo 4, Rossana Castiglioni indaga en la precariedad y el descontento 
de la nueva clase media chilena, que no ha experimentado los frutos de las 
políticas sociales implementadas por el Estado. Castiglioni sostiene que la 
reducción de la pobreza trajo consigo una expansión concomitante de personas 
de ingresos medios muy precarios, que gastan más de lo que ganan, están muy 
endeudadas y experimentan incertidumbre sobre su futuro y sus oportunidades. 
Debido a que la protección social generalmente está dirigida en función de los 
recursos, este grupo no califica para recibir la mayoría de los beneficios de 
bienestar, incluso si sus ingresos son insuficientes, el empleo es de baja calidad y 
deben pagar por una atención médica costosa. Aunque apoyan la democracia 
como un tipo de régimen, no están satisfechos con su desempeño, por lo que 
recurren a la protesta para expresar su descontento. En un contexto en el que los 
actores políticos y las instituciones que gozan de bajos niveles de legitimidad 
han sido, en gran medida, incapaces de abordar los agravios heterogéneos de las 
personas de ingresos medios, las tensiones se acumularon y finalmente 
condujeron a la explosión social. 


Claudio Fuentes, por su parte, se pregunta en el capítulo 5 cómo Chile está 
tratando de encontrar una salida institucional a la crisis que explotó en octubre 
de 2019. De hecho, en este estudio Fuentes analiza el intento de resolver la 
agitación social y política generada por el levantamiento social al iniciar un 
proceso constituyente que aspira a cambiar la Constitución de 1980. Este fue uno 
de los principales resultados que produjo un acuerdo general suscrito por el 
Parlamento a finales de noviembre de 2019, como último intento de encontrar 
una salida institucional a la crisis. Durante muchos años, las encuestas mostraron 
consistentemente que las principales preocupaciones y demandas de la población 
chilena se centraron en temas materiales, como mejores pensiones, educación, 
salud y empleos. La idea de cambiar la Constitución no estaba entre las 
principales preocupaciones de los ciudadanos. Sorprendentemente, en el 
plebiscito de octubre de 2020, alrededor del 80 por ciento del electorado apoyó 
la idea de reemplazar la Constitución a través de una Convención electa formada 
por ciudadanos. ¿Qué explica eso? Este capítulo propone una triple explicación, 
basada en los siguientes factores: la progresiva “constitucionalización” de las 


demandas ciudadanas, el impulso dado a esta cuestión por parte de la comunidad 
académica e intelectual, y las propias decisiones del sistema político, que 
abrieron oportunidades para un debate constitucional. Por lo tanto, el momento 
constituyente actual no puede considerarse como el resultado estricto de la 
rebelión de octubre; sí sería, en cambio, producto de tendencias de mediano 
plazo. 


La rebelión de octubre ha sido atribuida por muchos actores a un anhelo 
irresuelto de cambio constitucional, al que las élites políticas y sociales se 
habrían resistido porfiadamente. Sin embargo, un análisis más cuidadoso y 
pormenorizado del caso chileno, como el que este libro intenta, muestra algo 
diferente. Los procesos sociales son fruto de múltiples factores que, si bien 
suelen ser catalizados por un único acontecimiento, este último nunca constituye 
la causa única del fenómeno. Es probable que para un observador europeo sea 
atractivo y sencillo atribuir todo lo que ha ocurrido a una rebelión del pueblo 
chileno para “cambiar la Constitución de Pinochet” o rechazar sin más el modelo 
que Chile ha adoptado en las últimas cuatro décadas. Pero aferrarse a ese punto 
de vista es de un simplismo flagrante que cualquier análisis, como el que este 
libro emprende, acaba desechando. 


Este libro, que reúne trabajos de algunos de los más relevantes académicos 
chilenos, indaga en las causas y factores que podrían haber contribuido al 
fenómeno que se acaba de describir. Como se verá, cada uno de ellos ayuda a 
complejizar la comprensión del fenómeno: los malestares propios de una 
modernización acelerada; las herencias de un pasado político traumático; el 
desengaño de una generación a la que la educación superior inoculó grandes 
expectativas; el alto endeudamiento y la fragilidad experimentada por los grupos 
medios; la crisis del sistema político y los clivajes que lo han caracterizado, 
serían los factores que se confabularon, por decirlo así, para desatar el fenómeno 
del que se ocupa este volumen. Cada uno de los autores no presume, desde 
luego, dilucidar la incógnita que está tras este fenómeno; pero confía en que las 
ideas que vierte en su trabajo ayuden a hacer más complejo un debate que, sin 
duda, seguirá tomando cuerpo en los próximos años. Animarlo es uno de los 
objetivos de este volumen que recoge un curso conjunto dictado por sus autores 
a inicios de 2021 sobre la rebelión de octubre a estudiantes de posgrado de la 
Universidad de Leiden y la Universidad Diego Portales. 


CAPÍTULO 1 
El malestar en la modernización: 


el caso chileno 


Carlos Peña 


Introducción 


A fines de 2019, Chile, uno de los países más prósperos de la región 
latinoamericana, se preparaba para acoger la conferencia del Foro de 
Cooperación Económica Asia-Pacífico (apec) y la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático (cop25), que reuniría a casi 30 jefes de 
Estado. Apenas dos años antes, la derecha había ganado el poder por segunda 
vez en una década, algo que no había ocurrido en la historia política chilena 
durante todo el siglo xx. El Presidente Piñera en esos mismos días calificó a 
Chile como un Oasis en América Latina y se preparaba para ejercer una fuerte 
influencia en la región. 


No faltaban razones para que el Presidente describiera así al país. En un 
continente marcado por la debilidad institucional, Chile había vivido un largo 
período de estabilidad democrática y un rápido proceso de modernización. Entre 
1990 y 2019 aumentó su producto per cápita de 4.511 a 25.974 dólares (a precios 
internacionales, Banco Mundial, 2020), mientras que entre 1990 y el año 2015 el 
pib se cuadruplicó en términos reales (pnud, 2017: 361). La encuesta Casen 
mostraba que la pobreza había disminuido, en tres décadas, desde casi un 50 por 
ciento a menos de 10 por ciento, y entre el año 2006 y el 2017 desde 29.1 a 8.6 
por ciento (Ministerio de Desarrollo Social y Familia, 2019: 14). Entre el año 
2002 y el 2017, el ingreso per cápita del 10% más pobre creció en un 145% real 


(pnud, 2017: 19). La desigualdad se redujo de 054 a 045, según el índice Gini. 
Otras investigaciones mostraban que si se la medía por cohortes, la desigualdad 
de ingresos disminuía aún más. Si se comparaban los datos de las encuestas 
Casen de los años 1992-2003, con la serie entre el año 2000 y 2013, el índice 
Gini había caído 26 puntos (Sapelli, 2016: 48, 49). Junto a lo anterior, el gasto en 
salud y educación se multiplicó casi por tres y se expandió el consumo, siendo 
Chile uno de los países donde proliferan los centros comerciales. Finalmente, se 
masificó la educación superior hasta el punto de hacerse universal (los 
estudiantes de ese nivel rondan ya el millón) y se creó un amplio estrato de 
grupos medios, que asciende a más del 60% de la población. En fin, otro informe 
del pnud, consistente con todos esos datos, situaba a Chile entre los países con 
alto o muy alto desarrollo humano (pnud, 2019: 344). 


¿Qué pudo haber pasado para que un país que parecía estar en el umbral del 
desarrollo se transformara, de pronto, casi de la noche a la mañana, en una 
sociedad con un ambiente caldeado, violencia callejera y malestar permanente? 


Las líneas que siguen intentan dilucidar ese problema. Por supuesto, sería un 
simplismo atribuir el malestar que experimenta la sociedad chilena a un solo 
factor, como por ejemplo la desigualdad o el rechazo a la Constitución aprobada 
en una dictadura que acabó hace 30 años. Ese tipo de argumentos, si bien se 
esgrimen con frecuencia en el debate, reconstruyendo normativamente los 
acontecimientos (Dancy, 2000), suelen ser argucias retóricas inspiradas por la 
competencia política más que por el afán de comprender el fenómeno. También 
se incurriría en un simplismo si se sugiere que lo que ocurrió en Chile se debe a 
factores puramente idiosincrásicos, ajenos del todo a otras experiencias. 


La hipótesis que guía las líneas que siguen es que cualquier análisis de lo 
ocurrido en Chile ha de tener en cuenta factores generales asociados a los 
procesos de modernización y, al mismo tiempo, factores singulares propios de la 
trayectoria histórica reciente de Chile. El análisis debe considerar, como telón de 
fondo, el que tal vez sea el fenómeno más relevante del Chile contemporáneo: el 
gigantesco y rápido cambio que el país experimentó en sus condiciones 
materiales de existencia. Ese fenómeno que, en consonancia con el lenguaje de 
las ciencias sociales, podemos llamar modernización, ha transformado la cultura, 
modificado el clivaje de la política, creado una distancia generacional que ha 
dado origen a múltiples reivindicaciones de índole cultural y dejado pendientes 
algunas cuestiones que en sociedades dinámicas se hacen urgentes, como la 
distribución del riesgo de la enfermedad y la vejez. A ello ha de sumarse, 


argumentan las líneas que siguen, otros fenómenos que son propios de las 
sociedades modernas y que explican el malestar que siempre parece 
acompañarlas. Las causas son, así, muy variadas. Y una forma de asomarse a 
ellas consiste en distinguir entre la universalidad y la singularidad. La 
singularidad histórica son las particulares características de la sociedad en un 
tiempo y lugar determinados; la universalidad alude a los elementos estructurales 
que están a la base del fenómeno. Todas las sociedades que experimentan 
procesos de modernización comparten unos mismos rasgos básicos, por 
llamarlos así, estructurales. La vida se vuelve cada vez más individual, el 
bienestar material y el consumo se incrementan, los diversos aspectos de la vida 
social se diferencian cada vez más, la cultura se seculariza. Pero cada uno de 
esos aspectos estructurales adquiere, a la luz de la singularidad histórica de cada 
sociedad, rasgos particulares. Esa distinción puede ayudar a comprender, 
siquiera en parte, la situación chilena. En ella se expresan los rasgos universales 
de la modernización, pero se los modula de acuerdo con las características de su 
propia trayectoria. Distinguir entre ambas dimensiones puede ser útil para 
comprender algunas particularidades del Chile contemporáneo. 


Los aspectos universales del malestar 


Al revisar la literatura clásica, se advierte con relativa facilidad que hay un 
conjunto de fenómenos que acompañan, como una sombra, los procesos de 
modernización, este fenómeno de cambio radical en las condiciones materiales 
de la existencia. No es este, desde luego, el lugar para examinarlos 
pormenorizadamente (algo así nos alejaría del examen específico del caso de 
Chile), pero un vistazo general podrá contribuir a evitar la creencia de que el 
malestar chileno es un fenómeno puramente idiosincrásico. 


La sociedad moderna, según se puede constatar en la amplia literatura que la 
describe, se encuentra atravesada por fenómenos que configuran lo que, hasta 
cierto punto, puede ser identificado como la incomodidad que la caracteriza. 
Desde luego, hay en ella una cierta escisión, un cierto doblez cultural que han 
subrayado desde George Simmel a Daniel Bell (Simmel, 2000: 55 y ss; Simmel, 
1991; Bell, 1996: 17-41). La modernización supone una extrema racionalización 
y tecnificación de la vida; pero al mismo tiempo subsiste en ella un impulso 


hacia la autenticidad, el ideal cultural de que cada vida humana puede 
autoeditarse y ser fiel a sí misma. Es como si en la modernidad coexistieran el 
ideal cartesiano de una vida altamente racionalizada y planificada, por una parte, 
y un impulso hacia la espontaneidad del yo por la otra. Esta escisión puede 
rastrearse muy temprano en la obra de autores como Rousseau y el conjunto del 
romanticismo (Cfr. Starobinski, 1971: 36 y ss). Se trata de un fenómeno que, 
como se ha descrito en la literatura, se acentúa fuertemente en el mercado y la 
economía monetaria, que permiten una alta interacción pero con mínimo gasto 
comunicativo (Luhmann, 2017). Aquí parece radicar uno de los motivos de la 
frialdad del vínculo social que hiere o irrita a las nuevas generaciones. Como 
veremos un poco más adelante, es probable que este fenómeno y sus 
dimensiones contribuyan a lo que llamaremos la anomia generacional y confiera 
el matiz de lucha cultural que en buena medida posee la protesta chilena. Así 
pues, lo que enseña esa larga literatura es que el sujeto moderno vive de alguna 
forma escindido, sometido a la extrema racionalización de la vida y el 
intercambio que le provee bienestar material, pero sospechando una y otra vez 
que el precio que paga es demasiado alto. Los individuos modernos vivirían en 
medio de esa escisión, transitando entre el yo que cultivan y la identidad que 
eligen, y un mundo cada vez más atrapado en la impersonalidad de la técnica, lo 
cual parece ser la única forma de contar con el bienestar que anhelan. 


El otro fenómeno que caracteriza lo moderno es lo que la sociología denomina 
diferenciación funcional, que consiste en que la sociedad pierde su centro y se 
difumina en múltiples subsistemas, cada uno con su específico código de 
comunicación. El fenómeno fue advertido muy tempranamente por Durkheim, 
con su famosa paradoja de la división del trabajo y, desarrollado en la literatura 
contemporánea por autores como Niklas Luhmann (y antes de él Parsons, 2021: 
137 y ss). En términos generales, el fenómeno consiste en que la vida se hace 
cada vez más interdependiente; pero, a la vez, los vínculos sociales se adelgazan 
y debilitan. Las personas se necesitan cada vez más unas a otras, pero cada vez 
más reconocen menos la existencia de un mundo en común. Si a fines del siglo 
xix era fácil representarse la sociedad como una pirámide en cuya cúspide estaba 
el Estado y el poder político que la conducía y, hasta cierto punto, modelaba, ello 
en condiciones modernas ya no es posible. La diferenciación autonomiza a los 
subsistemas que, al perder el centro, se hacen indóciles al gobierno deliberado 
(Luhmann, 1990: 122 y ss; Luhmann, 2007: 589 y ss). Es lo que ocurre, sobra 
decirlo, con la economía globalizada frente a la cual los Estados nacionales son 
relativamente impotentes. Hay aquí, como veremos, la semilla de lo que se ha 
llamado crisis de representación o de legitimidad de la política. 


Y a ello se agrega, todavía, la transformación del tiempo. En las sociedades que 
se modernizan el futuro adquiere más importancia que el pasado. Como observa 
Peter Sloterdijk, las sociedades se vuelven cinéticas: el movimiento parece 
regularlo todo, porque se trata de sociedades encerradas, por decirlo así, en un 
tiempo futuro cuyas facciones se desconocen (Sloterdijk, 2020). El tiempo se 
vuelve entonces performativo, se experimenta a través del movimiento y el 
cambio. Si las sociedades más tradicionales, como ocurría con la chilena, 
poseían una autocomprensión anclada en el pasado, ello hoy se debilita y las 
cadenas de la temporalidad se rompen (Giddens, 1990). 


Estos factores parecen estar presentes en todas las sociedades que se modernizan 
desde el siglo xvii en adelante, hasta llegar a nuestros días. ¿Están presentes en 
Chile? Es posible conjeturar que sí. La protesta no fue simplemente una revuelta 
reivindicativa o de clase, animada por propósitos normativos de justicia; posee 
rasgos culturales que indican que la anima un malestar que es también cultural y 
de largo plazo. Pero, desde luego, no basta con identificar estos factores para 
explicar una situación de malestar como el del Chile contemporáneo. Como 
veíamos al inicio, una situación social es el fruto de un puñado de factores 
universales (los que ya examinamos) y una situación singular que es propia de la 
sociedad de que se trata. ¿Qué factores, podemos preguntarnos ahora, permiten 
explicar la fisonomía y la irrupción del malestar en Chile? 


Las singularidades del malestar en Chile 


Como se observó al inicio, no es posible explicar lo que ocurre en Chile sin 
atender al que quizá sea el fenómeno más relevante de los últimos 50 años: el 
cambio en las condiciones materiales de la existencia de los chilenos y chilenas. 


La sociedad chilena ha experimentado mejoras en sus oportunidades materiales 
que una generación atrás parecían inimaginables. La memoria familiar de 
millones de chilenos guarda el recuerdo de un pasado proletario frente a un 
presente de acceso relativo al consumo. Los chilenos y chilenas viven hoy día 
mejor y son más iguales entre sí que antes, especialmente si se atiende a los 


indicadores habituales (acceso al consumo, mejora del ingreso, expansión 
educativa, etcétera). Sin embargo, lo que mostraban los estudios cualitativos, y la 
experiencia hizo poco a poco evidente, es que la vivencia del día a día, la 
experiencia vivida por las personas, abrigaba crecientes síntomas de malestar 
(pnud, 2017). 


¿A qué se debía ese malestar, ese descontento que parece acompañar con porfía y 
con rabia la mejora material? Si se atiende al debate que en los días posteriores a 
octubre de 2019 se produjo, el fenómeno tendría su origen fundamentalmente en 
la desigualdad. La sociedad chilena, dijeron con fruición e insistencia diversos 
académicos, figuras públicas y comentaristas de televisión, habría sido como un 
globo que, inflado con el aire de la desigualdad, de pronto estalló. Otras 
explicaciones reconstruyeron el malestar de manera estrictamente normativa, 
como una demanda de cambio constitucional. Hubo quienes subrayaron una 
cierta ilegitimidad de las élites y las instituciones. En fin, otros estudios llamaron 
la atención acerca del hecho de que la modernización, entendida como la 
racionalización mercantil de la vida, no había logrado permear la subjetividad de 
las personas, las que no eran capaces de reconocerse en aquella. 


Todas esas explicaciones, o la mayor parte de ellas, subrayaban un cierto fracaso 
de la modernización emprendida en las tres últimas décadas (con ánimo más 
polémico que estrictamente descriptivo, a esa modernización se la identificó 
como sinónimo del modelo neoliberal). Pero, como se sugerirá en lo que sigue, 
hay razones para pensar que el malestar de la sociedad chilena puede ser visto 
también como el producto de la modernización, como el resultado de procesos 
que la propia modernización material inevitablemente desata. Por supuesto esos 
procesos pueden ser objeto de evaluación moral o política, que es lo que 
frecuentemente ha ocurrido en Chile, o reconstruidos retrospectivamente como 
un rechazo normativo o político; pero también pueden ser objeto de un análisis 
social, puramente descriptivo, que es lo que se hará de inmediato recurriendo a 
la literatura. 


La paradoja del bienestar y la mayor vivencia de la desigualdad 


En su estudio El Antiguo Régimen y la Revolución, Alexis de Tocqueville, uno 


de los observadores más agudos de los inicios de la sociedad moderna, anotó que 
la revolución sobrevino porque a los franceses el yugo les pareció insoportable 
“cuando en realidad era menos pesado” (Tocqueville, 2008: 36). Se le puede 
llamar la paradoja de Tocqueville: cuando el bienestar material crece, las 
expectativas se modifican y lo que ayer parecía razonable se vuelve ahora 
insoportable. En efecto, cuando el bienestar mejora, las expectativas cambian y 
entonces lo que antes se sobrellevaba con la naturalidad de la respiración, 
principia a ser inaceptable. La paradoja tiene varias versiones y el doctor 
Johnson, según atestigua Boswell, lo advirtió muy tempranamente. Según 
consignó Boswell, el Dr. Johnson solía decir que “la vida es un progreso de 
carencia en carencia, no de disfrute en disfrute” (Boswell, 2007: 607). Lo que 
Johnson quería decir es que la vida humana, cuando evoluciona y crece, 
transforma sus apetencias o, para decirlo en términos más sociológicos, sus 
expectativas. Marx habría estado de acuerdo con el Dr. Johnson: cuando las 
condiciones materiales de la existencia cambian, se produce también un 
formidable cambio en la esfera de la cultura, puesto que, como gustaba él decir, 
los hombres solo se proponen problemas que está a su alcance resolver. En el 
Manifiesto comunista, y luego de exaltar el poder transformador de la 
modernización capitalista, Marx señala que, una vez que eso ocurre, los hombres 
se ven forzados a considerar sus condiciones de existencia y sus relaciones 
recíprocas con desilusión. 


El fenómeno —que podría llamarse el síndrome del Dr. Johnson— consistiría en 
que la modernización material cambió las expectativas de la gente, de manera 
que hoy viviriamos una situación exactamente inversa a la que, en los años 70, 
diagnosticó Aníbal Pinto. En un famoso artículo, Pinto sostuvo que el problema 
de Chile consistía en que contaba con un sistema político que alentaba las 
expectativas, pero con un sistema económico que era incapaz de satisfacerlas 
(Pinto, 1970). Pues bien, puede sostenerse que en el año 2019, antes que la 
pandemia lo desordenara todo, Chile estaba en medio de una inconsistencia 
similar, solo que invertida: con un sistema económico que expande el consumo y 
contribuye a borrar los signos externos de estatus, pero con instituciones y reglas 
que no se condicen con los supuestos que subyacen a ese mismo sistema 
económico. Para decirlo en términos hegelianos, la sociedad chilena no estaría a 
la altura de su realidad. Por detrás de la sociedad moderna y de sus 
contradicciones, pensó Hegel, había un patrón normativo, la igualdad entre ellos, 
que pugnaba por salir. Pues bien, algo semejante parece estar ocurriendo en 
Chile: la modernización capitalista generalizó los patrones normativos por los 
que hoy día se juzgan sus instituciones, y las personas, entonces, quieren poner a 


la sociedad chilena a la altura de su realidad. Existe, para decirlo en términos 
más sencillos, como consecuencia de la modernización capitalista, una cultura 
inspirada en la fantasía meritocrática —conforme a ella la sociedad más justa es 
la que distribuye en proporción al esfuerzo personal—, aunque la sociedad, en 
muchos aspectos, se resiste a serlo. ¿No es esa, acaso, la razón que alienta las 
quejas respecto del sistema educativo: que es más sensible a la cuna de las 
personas que al esfuerzo que cada una de ellas hace? ¿No es la misma razón que 
subyace en las quejas contra los sistemas de crédito, que timan a las personas 
impidiendo que su esfuerzo valga la pena? 


En el siglo xx, la paradoja a la que se acaba de aludir fue explicada en términos 
un poco más técnicos, pero la idea subyacente es exactamente la misma. Una de 
esas explicaciones pertenece a Fred Hirsch y deriva del concepto de bienes 
posicionales. Este tipo de bienes —v. gr. los certificados educacionales— tienen 
una función de utilidad que es inversa al número que los posee. Un título 
profesional es uno de esos bienes: el bienestar que provee a las personas es 
mayor en tanto menos sean quienes lo posean. Esto explicaría que la 
masificación de los bienes y del consumo, que es propia de las sociedades 
modernas —desde bienes estatutarios como el automóvil a otros simbólicos 
como los títulos universitarios—, en vez de satisfacción desate frustraciones 
(Hirsch, 2005). Pierre Bourdieu detectó en este fenómeno lo que llamó efecto de 
histéresis (una palabra de origen griego que significa llegar atrasado). Lo que 
ocurriría, explicó, es que las masas históricamente excluidas esperan encontrar 
en los bienes como la educación el aura de prestigio y alta renta que poseían 
cuando ellos los miraban a distancia, pero ahora que acceden es solo para 
comprobar que esa aura que los transformaba en verdaderos sucedáneos de 
títulos de nobleza ha desaparecido y se ha esfumado como consecuencia de la 
masividad en su acceso (Bourdieu, 2000: 140). El resultado es que, a pesar de 
que el acceso es mayor, se experimenta con gran frustración. 


El psicoanálisis provee también algunas explicaciones. El capitalismo —y lo que 
Chile ha vivido es una modernización capitalista— organiza el goce o el disfrute 
en derredor del consumo y de la mercancía, pero el objeto a (como llaman los 
psicoanalistas al objeto que cataliza el deseo) se parece al “kínder sorpresa”, ese 
premio que traían los chocolates, que consistía en un pequeño obsequio, un 
mensaje, un pequeño objeto de plástico, dentro de un gran vacío. El deseo en 
cuyo derredor se organiza la vida social es así una promesa permanentemente 
diferida (la mala noticia es que ello sería propio de cualquier formación social 
(Zizek, 2003: 145 y ss). La expansión permanente del consumo (la posibilidad 


de comprar más “kínder sorpresa”, con la esperanza de que el próximo contendrá 
el premio anhelado) es una forma de restañar la desigualdad, como lo es la 
promesa de movilidad de un sistema educativo meritocrático, pero si el consumo 
deja de expandirse o el sistema educativo no provee una estructura que haga 
estimable el mérito, la herida de la desigualdad comienza a sangrar. Algo de eso 
empezó a ocurrir en Chile. 


Relacionada con la paradoja del bienestar, se encuentra la mayor vivencia de la 
desigualdad. Entre los varios factores que podrían explicar el fenómeno del 
incremento en la vivencia de la desigualdad, a pesar de su disminución relativa, 
se encuentra el que ha identificado Amartya Sen bajo el concepto de objetividad 
posicional. 


Habitualmente pensamos que la objetividad es una cualidad de los juicios cuya 
validez o valor de verdad es independiente de la posición y características de 
quien los emite. Pero parece obvio que, para la formación de nuestras creencias 
y la justificación de acciones, la objetividad es posicionalmente dependiente 
(Sen, 2009: 157). Un grupo de personas puede compartir un puñado de creencias 
derivadas de su posición, aunque un escrutinio desde varias posiciones (trans- 
positional assessment) les mostraría que son erróneas (Sen, 1993: 130). Sen ha 
sugerido entonces que la objetividad posicional es equivalente a lo que Marx 
llamaba una “ilusión objetiva”. 


La forma de legitimar la desigualdad 


Otro factor que, sin duda, ha contribuido al fenómeno del malestar creciente, lo 
constituye el fracaso relativo en la forma de legitimar la desigualdad. Como 
subraya Max Weber: es propio de los seres humanos felices creer que tienen 
derecho a la felicidad y que los infelices merecen la situación que experimentan 
(Weber, 2002: 393). De ahí que la legitimación de la desigualdad sea uno de los 
aspectos clave de la vida social. 


Todas las sociedades poseen una distribución desigual del prestigio, el poder y la 
riqueza, y por eso el tema de la estratificación es uno de los temas favoritos de la 
sociología. La pregunta sociológica que cabe entonces formular no es tanto si es 
desigual o no y en qué medida (esta es una pregunta importante, pero de índole 


moral), sino de qué forma, a través de qué mecanismos, generalizando qué 
fantasías, logra legitimar la desigualdad. 


Como se sabe, las ciencias sociales desde muy antiguo han empleado el 
concepto de ideología para aludir a la envoltura fantasmática con la que 
representamos la realidad. Desde las visiones cósmicas con que se representa el 
sistema de castas en la India, a la idea meritocrática que caricaturizó Michael 
Young (Young, 1958), todas las sociedades cuentan con un relato para explicar 
las diferencias. Si bien el marxismo creyó ver en esas estructuras una falsa 
conciencia de la que sería posible, alguna vez, despojarnos, lo más probable es 
que ello forme parte de la cultura, de esas múltiples formas con que cuentan los 
seres humanos para acomodarse en medio de la realidad. Las sociedades, 
pudiéramos decir, citando a T.S. Eliot, tienen ideologías porque “nadie puede 
soportar tanta realidad”. La realidad social llega hasta nosotros envuelta en 
ciertas estructuras fantasmáticas que la legitiman y permiten aceptarla. Pues 
bien, la modernización capitalista, o el capitalismo en general, se legitima 
mediante la promesa de la expansión permanente del consumo y a través de la 
idea de que los recursos serán distribuidos en proporción al esfuerzo que se haga 
para obtenerlos y el talento que se exhiba. En el caso de Chile, ambos 
mecanismos legitimadores experimentaron severos tropiezos. La reforma 
educativa, que es una de las maneras más eficaces de legitimar las desigualdades 
(Marshall, 1965: 76 y ss), nunca logró configurar un sistema meritocrático o que 
fuera plausiblemente meritocrático, y el consumo se detuvo, defraudando así una 
de las promesas que el gobierno de derecha —que había accedido al poder 
menos de dos años antes de la revuelta— había formulado. En otras palabras, el 
principio legitimador de la modernización, la fantasía que la envuelve, se rasgó y 
al mirar por el hueco que quedó no se vio nada más que pura contingencia, lo 
que alentó el auge de la voluntad que desde octubre de 2019 hemos presenciado. 


La anomia y la cuestión generacional 


La palabra anomia designa, en términos generales, una especie de lapsus en la 
regulación normativa de la conducta. En la obra de Durkheim, quien acuñó el 
concepto, ese fenómeno puede designar tanto a un desorden individual como 
social (Lockwood, 2000: 69). Para aludir a la dimensión social de ese fenómeno, 


este autor emplea la expresión “desclasificación”. Todas las sociedades, sugiere, 
clasifican las posiciones y las tareas sociales asignándoles una cierta oportunidad 
de recursos a los que pueden legítimamente aspirar (Durkheim, 2005: 210). Sin 
embargo, cuando ocurren transformaciones “demasiado súbitas (ya sea por crisis 
dolorosas o cambios felices)”, se produce una desclasificación y sobreviene un 
tiempo de desorganización inevitable: 


Hace falta tiempo para que la conciencia pública reclasifique a los hombres y las 
cosas. Hasta que las fuerzas sociales liberadas no vuelvan a encontrar su 
equilibrio, el valor permanece indeterminado y, por consiguiente, toda 
reglamentación será defectuosa durante algún tiempo. Ya no se sabe lo que es 
posible y lo que no, lo que es justo o injusto, qué reivindicaciones y esperanzas 
son legítimas y cuáles no. Por consiguiente, se aspira a todo. (Durkheim, 2005: 
213) 


No es difícil apreciar que en el caso chileno —en la rápida modernización que el 
país experimentó— se produjo la desclasificación que Durkheim describe. Pero 
la anomia no solo posee, como se acaba de recordar, una dimensión social, sino 
que también posee una dimensión a nivel de la conducta de las personas. Esta 
última se traduce en una falta de orientación normativa. 


La modernización suele producir un debilitamiento de las más inmediatas 
agencias de socialización, como la familia, la iglesia o el barrio. Cuando ello 
ocurre, y algo de esto ha acaecido sin duda en Chile, las orientaciones 
normativas de la acción decaen y los individuos se quedan a solas con su 
subjetividad. El fenómeno fue descrito por Arnold Gehlen, a propósito del lugar 
de las instituciones en la condición humana. Vale la pena recordar su idea central 
para entender lo que la sociología describió como anomia. Este autor sugirió que 
el animal humano se caracterizaba por lo que llamó un exceso pulsional. Al no 
poseer una conducta biológicamente pautada, el hombre o la mujer requieren 
descargar ese exceso pulsional, reprimir su subjetividad, ahorrar esfuerzo 
mediante la rutinización de su conducta y, de esa forma, estabilizar la 
interacción. Este conjunto de funciones lo realizan las instituciones (Gehlen, 
1988: 56). Así entendidas, las instituciones no tienen por función regular 
externamente la conducta, sino que donde ellas existen, y funcionan, la conducta 


resulta también configurada desde dentro. Las formas de experimentar el mundo, 
los valores que se persiguen, las emociones y las acciones voluntarias son 
también moldeadas por instituciones. Los seres humanos comercian, trabajan, 
mandan u obedecen, rezan y establecen relaciones afectivas, aunque suene 
sorprendente, al interior de una institución: el mercado, la familia, el sistema 
político, la iglesia. Sin instituciones, se vive en permanente alteración, sin 
posibilidad alguna de ensimismarse (Ortega y Gasset, 2006: 527). 


Así, cuando las instituciones se debilitan, cuando la sociedad, en los términos de 
Durkheim se desclasifica —lo que habría ocurrido en Chile como consecuencia 
de la rápida modernización—, aparece lo que puede ser descrito como un brote 
pulsional, algo que la literatura sobre revueltas y fenómenos de masas ha 
descrito desde antiguo. Pero, como se verá de inmediato, la única forma de 
describir este tipo de procesos no es la anomia. A contar de los años 80, hay una 
amplia literatura que se pregunta cuáles son los factores que en las sociedades 
contemporáneas desatan la protesta y le confieren el peculiar cariz que exhibe. Y 
casi toda ella describe lo que puede ser denominado como una especie de 
contradicción cultural de la que sería muestra el rasgo variopinto de la protesta. 


La dimensión cultural de la protesta 


Basta dar un vistazo a las calles de Santiago o haber presenciado incluso a la 
distancia las manifestaciones, para advertir en ellas dos rasgos que saltan a la 
vista: no hay en ellas ni orgánica que las conduzca, ni programa ideológico que 
las oriente. Existe, en cambio, una amplia gama de demandas que parecen 
indicar, más que una necesidad reivindicativa —más que indicar algo de lo que 
se ha sido despojado—, el deseo extendido de configurar el mundo. La 
gigantesca marcha que congregó a más de un millón de personas en Santiago — 
inmediatamente luego de los acontecimientos de octubre— mostró cuán 
variopinta fue en sus orígenes la protesta que por momentos pareció, más que 
una masa, una muchedumbre de individuos y de grupos. Y en medio de ella 
sobresalían demandas inmateriales, el anhelo de reconocimiento, la política de la 
identidad y el deseo de reconfigurar socialmente el sentido de la propia vida. 


¿A qué se debe ese movimiento de intenso deseo de configurar la cultura? La 


literatura provee una pista. A contar de los años 80 se llamó la atención acerca 
del hecho de que los movimientos sociales en el capitalismo comenzaban a 
adquirir un cariz cultural que los alejaba de la mera reivindicación de clase que 
auguraba el marxismo más clásico, o del mero reclamo de intereses que se 
intentó explicar a través de la lógica de la acción colectiva. Jiirgen Habermas, 
por ejemplo, observó que estos conflictos no surgen en el ámbito de la 
reproducción material, no son canalizados en el sistema de partidos y tampoco se 
los morigera por compensaciones propias del sistema. En cambio, surgen en las 
áreas de la reproducción cultural o la integración social. El problema sería 
relativo a las “gramáticas de las formas de vida” y aparecería en las costuras que 
atan el sistema social, altamente abstracto, y la esfera de significados del mundo 
de la vida. Vale la pena citar lo que observó: 


Una práctica alternativa se opone a la instrumentalización de las profesiones 
orientadas al lucro; a la movilidad del trabajo que depende del mercado; a la 
extensión de la competencia y el rendimiento hacia la escuela. Esa práctica es 
también dirigida contra el proceso por el cual los servicios, relaciones y tiempo 
son transformados en valores monetarios, contra la definición consumista de los 
estilos de vida. (...) La disolución siquiera parcial de los roles de empleados y 
consumidores, de clientes y ciudadanos, debería, de acuerdo con las 
concepciones de algunos teóricos, abrir el camino para contra-instituciones 
desarrolladas desde el interior del mundo de la vida para limitar así la dinámica 
del sistema económico y administrativo. (Habermas, 1981: 36, 37) 


Esa lucha por la gramática de las formas de vida, como la denominó Habermas, 
permitiría comprender el componente emocional que poseen los nuevos 
movimientos sociales. La dramatización de la protesta, las performances que 
transforman a la ciudadanía en una audiencia —fenómenos que en Santiago es 
posible observar— no serían solo recursos estratégicos, sino que expresarían los 
valores y los elementos no discursivos que subyacen a las culturas emergentes 
(Flam y King, 2005). 


La disponibilidad de recursos de las sociedades que experimentan la 
modernización invitaría a los individuos a realizar todo su potencial, pero al 
mismo tiempo comprendería una multiplicidad de organizaciones abstractas que 


regulan y controlan casi todos los aspectos de la vida de los individuos. Alberto 
Melucci ha descrito a los integrantes de los nuevos movimientos como 
“nómades del presente”, puesto que sus medios organizacionales y sus prácticas 
no son medios sino fines en sí mismos. La observación de Melucci es 
especialmente significativa cuando se atiende al hecho de que muchos de estos 
movimientos —salvo por el empleo de una cierta imaginería que Marx advirtió 
en el Dieciocho Brumario— poseen una obvia desconexión con el pasado; hay 
en ellos una especie de ruptura en la cadena de la temporalidad (Melucci, 1989). 
Autores como Alain Touraine (1985, 1994) o Daniel Bell (1976) llamaron la 
atención acerca del mismo fenómeno. En el capitalismo moderno existiría una 
escisión o contradicción cultural, un estímulo a la espontaneidad del yo, a la 
autoedición de la propia vida y, a su vez, una exigencia de racionalidad técnica 
para hacer posible el bienestar. Touraine detectó en todo este fenómeno una 
conciencia de historicidad que el capitalismo moderno, por su propia estructura, 
no puede satisfacer. Daniel Bell, por su parte, llamó a esto una contradicción 
cultural, que se habría manifestado muy tempranamente en el modernismo como 
movimiento estético. La sospecha de que por debajo de un mundo racionalizado 
y técnico late una realidad que pugna por salir y que lo desmiente. 


Fredric Jameson, en sus estudios sobre la cultura contemporánea, sugirió, 
siguiendo una idea de Jacques Lacan, que lo anterior era una ruptura en la 
cadena de significantes. Como es sabido, para Saussure, a quien Lacan sigue, el 
significado no proviene de una relación entre el significante con la realidad que 
significa, sino que deriva de la relación de un significante con otros. Cuando esa 
cadena se rompe, el sentido desaparece. Pues bien, los jóvenes parecen 
experimentar “una ruptura de la cadena significante”, no logran hoy unificar el 
presente, el pasado y el futuro en una misma experiencia. La ruptura de la 
temporalidad libera al presente de todas las significaciones de que es portador y, 
así liberado, el presente se vuelve intenso, cercano a la “experiencia alucinadora 
de la euforia” (Jameson, 1991: IID. 


En la literatura nacional es posible observar diagnósticos semejantes. Martuccelli 
y Araujo (2012) han sugerido en sus investigaciones que la modernización y la 
aparición de sistemas abstractos se experimentan como una imposición distante 
que no produce sentido: 


Cualquiera que sea la fuerza del neoliberalismo en tanto que ideología de los 


principales actores políticos (y de los grupos dirigentes), ella está muy lejos de 
definir el contenido efectivo de la conciencia política e histórica de la mayoría de 
los chilenos. (Martuccelli y Araujo, 2012: I, 71) 


La investigación de Martuccelli y Araujo sigue de cerca una hipótesis formulada, 
en el cambio de siglo, por Manuel Antonio Garretón. En ese momento se 
advierte, dijo Garretón, un proceso hasta cierto punto contradictorio en el que se 
entrelaza la modernización racionalizadora y capitalista, centrada en el modelo 
de sociedad industrial de Estado nacional, con el surgimiento de pertenencias 
locales y comunitarias que tienden a exacerbar la subjetividad de las emociones. 
La constitución del sujeto, que sería la cuestión esencial de la modernidad, se 
efectúa en medio de la contradicción entre la vertiente expresiva y la dimensión 
racionalizadora. Estamos, observó Garretón, frente a un tipo societal 
enteramente “moderno”, donde incluso los elementos adscriptivos, tradicionales 
o religiosos, tienden a desprenderse de su dimensión natural, atávica y 
metasocial, y a constituir sujetos históricos (Garretón, 2000: 44). 


A la luz de este rápido repaso de la literatura, es fácil concluir que el malestar de 
la sociedad chilena posee un sentido que va más allá del significado normativo 
explícito que se le quiere asignar, como cuando se afirma que el reclamo 
constitucional o de mayor igualdad es su causa. Es probable que ese sentido 
normativo sea la racionalización ex post de un malestar que posee causas que 
quedarían mejor descritas como desajustes entre la subjetividad y la estructura. 
Esto, por supuesto, no invalida los reclamos normativos, pero ayuda a cifrar 
menos esperanzas en los resultados terapéuticos que suelen, en medio del debate, 
asignárseles. Como se observa en este rápido repaso bibliográfico, el malestar en 
las sociedades que se modernizan parece poseer causas que van más allá —o 
más acá— de los reclamos normativos que los actores políticos les adscriben. Al 
parecer, en las sociedades que se modernizan subyace un cierto malestar, la 
antigua malaise, que busca una y Otra vez expresarse por los intersticios que la 
racionalización de la vida va dejando despejados y que se modula de maneras 
distintas, según la racionalización que sean capaces de imprimirles las élites al 
compás de la oportunidad política (Yack, 1986). Esa malaise no tiene, desde 
luego, contenido normativo específico, sino una fuente que la alimenta una y 
otra Vez y promete curarla: la subjetividad y la memoria. 


Los cambios en el clivaje político 


Uno de los misterios que ha acompañado el malestar en Chile es que se 
manifestó de manera masiva y violenta apenas 18 meses después de que la 
derecha hubiera obtenido la victoria en las elecciones presidenciales. Se trató de 
algo sorprendente, puesto que durante todo el siglo xx esto había ocurrido solo 
una vez (con Alessandri) y ahora en el siglo xxi pasó dos veces (ambas con 
Piñera). Es verdad que la tasa de participación electoral era baja, pero ese es un 
rasgo habitual en los sistemas comparados. El hecho es que entre los ciudadanos 
activos (los mismos que hasta entonces habían preferido a la centroizquierda y 
que poco después se rebelarían en octubre) había ganado la derecha de una 
manera inédita. 


¿Qué puede explicar ese cambio tan brusco del electorado? 


Una explicación puede encontrarse en el cambio de clivaje de la política. Los 
cientistas políticos llaman clivaje a la división en torno a la cual se organizan las 
preferencias políticas. Ya tempranamente en la obra de Marx y Weber se observó 
que había vínculos entre las divisiones sociales (de clase o de estatus) y las 
divisiones políticas. En otras palabras, la gente se alineaba políticamente a partir 
de su situación social real o imaginada. Más tarde, importantes cientistas 
políticos (por ejemplo, los conocidos Lipset y Rokkan, 1967) identificaron los 
conflictos de clase como la clave de las divisiones políticas. “En las democracias 
modernas —dijeron— el conflicto entre diferentes grupos es expresado a través 
de los partidos políticos, los que básicamente representan una traducción 
democrática de la lucha de clases”. La literatura posterior ha identificado otras 
varias divisiones de las que dependería la lucha política, por ejemplo, divisiones 
religiosas, étnicas, regionales, etcétera. 


¿Qué ha ocurrido en Chile con el clivaje? 


Durante el siglo xix, las divisiones religiosas fueron las que configuraron el 
sistema de partidos, en particular la diferente posición de la Iglesia enfrente de la 
sociedad en cuestiones como la educación o la cultura. Es durante el siglo xx 
cuando el clivaje se asemejó a lo que dijeron Lipset y Rokkan: la estructura de 
clases orientó la división política. Fue ese el llamado Estado de compromiso 
(1932-1970), donde el fiel de la balanza fueron la clase media y el centro que 


gobernó a veces con la derecha y otras veces con la izquierda. Fue a fines de la 
dictadura cuando el clivaje comenzó a modificarse muy radicalmente, puesto 
que a la división de clases la sustituyó la división entre autoritarismo y 
democracia, lo que habría orientado la política chilena hasta bien avanzado el 
siglo xxi. 


Es posible pensar que ese clivaje, que empleó abundantemente la 
centroizquierda, haya cambiado como consecuencia de la propia modernización, 
como resultado, por decirlo así, del cambio en las condiciones materiales de 
existencia. La expansión del consumo y los cambios en las trayectorias vitales 
durante más de dos décadas pudieron inducir un cambio en las preferencias, 
unido a una desafección por la política. Así, el triunfo de la derecha no habría 
sido un triunfo ideológico, sino una expresión más de cuán ligeras se han vuelto 
las preferencias políticas en una sociedad en la que, como consecuencia de la 
expansión material del consumo, las personas transitan hacia una percepción de 
estatus que las distancian de su posición de clase. La derecha, sin embargo, 
habría malentendido su victoria electoral creyéndola ideológica, sin advertir que 
se trataba de una adecuación líquida y circunstancial, fruto de un clivaje más 
ligero, intensamente asociado a las ofertas electorales. 


La legitimidad de las instituciones 


El Estado en Chile siempre se legitimó retrospectivamente (a partir de las 
imágenes construidas por la historiografía) recurriendo a la idea de nación. Y 
durante el siglo xx lo hizo adoptando la forma de un Estado de compromiso, un 
arreglo en torno a las capas medias tendiente a resolver la cuestión social que 
marcaría dicha centuria: la incorporación del proletariado urbano. 


¿Qué le sucede hoy al Estado? 


Lo que parece estar ocurriendo es que en esas dos dimensiones ha entrado en 
crisis. O, para decirlo de otra forma, la autocomprensión de la sociedad chilena 
está cambiando. Cuando se observaba la situación de Chile en el contexto de la 
región, solía llamar la atención que fuéramos el primer país que había logrado 
consolidar el Estado, debido, entre otras cosas, a la temprana modernización del 
ejército y a las guerras sostenidas con sus vecinos. Asimismo, Chile fue también 


el que primero esparció con gran éxito —gracias a un deliberado proceso de 
aculturación sostenido desde el Estado— una conciencia compartida acerca del 
propio origen. Esa aculturación originó una poderosa conciencia nacional que, 
por su parte, creó un público leal al Estado y confirmó su legitimidad. Pero hoy 
día esa autocomprensión de la sociedad chilena se encuentra en crisis o en 
proceso de cambio: reveló su contingencia. 


Desde luego, la idea de nación como una comunidad inmemorial de tierra y de 
sangre que se construyó desde el Estado durante el xix y buena parte del xx, está 
siendo sustituida por un renacer de las pertenencias locales y de las culturas 
ahogadas por la hegemonía del Estado nacional. La modernidad política nació 
ante todo atada a la idea de nación, concebida como una comunidad que hundía 
sus raíces en el pasado y cuyos miembros reconocían un mismo origen. Esta 
idea, en el caso de Chile, fue el resultado de un largo proceso de aculturación 
deliberada que se llevó a cabo por medios estatales, mediante el sistema escolar, 
la Iglesia, la universidad, la imaginería y los ritos republicanos, y alcanzó una 
muy acabada narrativa en la autocomprensión que expandió la historiografía del 
siglo xix. La nación chilena es, así, fruto del esfuerzo de homogeneización 
cultural que llevó a cabo el Estado, a fin de crear un público leal a sus 
instituciones. 


Esas imágenes, según muestran algunos estudios (v. gr., el llevado a cabo por el 
Centro de Estudios Interculturales e Indígenas, 2020), ya carecen de eficacia 
simbólica en la opinión pública, la que de manera abrumadoramente mayoritaria 
concibe a la sociedad chilena como una entidad multicultural o plurinacional 
(cerca del 90 por ciento de la muestra en esa investigación es partidario del 
reconocimiento constitucional de los pueblos y una amplia mayoría define a la 
sociedad chilena como multicultural). Chile, por decirlo así, transita desde el 
etnos al demos. Este tránsito desde una comunidad intemporal (etnos) a una 
comunidad meramente política (demos) plantea especiales desafíos. El principal 
es, por supuesto, el de constituir reflexivamente un vínculo o lazo social entre 
grupos y personas que no reconocen un pasado común. Todo lo anterior 
desmedra la legitimidad del Estado. Sin una comunidad imaginada que lo 
sostenga, el Estado pierde ese vínculo abstracto que le permite generar confianza 
y reclamar obediencia. 


La legitimidad del Estado y las instituciones deriva de dos hechos: la prestación 
de bienes y servicios, por una parte, y las preferencias de los ciudadanos, por la 
otra. Pero hoy, ambas fuentes de legitimidad son muy difíciles de colmar 


(Rosanvallon, 2010). Las demandas de los ciudadanos, como lo muestran los 
acontecimientos de octubre, son muy heterogéneas y diversas, muchas de ellas 
poseen un marcado tinte generacional y cultural que el Estado no está en 
condiciones de satisfacer. La idea de que las demandas sociales son puramente 
reivindicativas o de clase es errónea. Y ello hace difícil la tarea del Estado como 
proveedor de bienes y servicios. Por otra parte, y como ya vimos, la 
representación de las mayorías se hace también muy difícil en una cultura 
política cuyo clivaje se ha independizado de la estructura social y parece ir más 
de cerca con la individuación y la percepción de estatus. 


El resultado de todo lo anterior es que la legitimidad institucional está alicaída y 
se favorece, entonces, un entorno de oportunidad para que el malestar soterrado, 
que es propio de las sociedades modernas, se manifieste en forma de protesta 
creciente y de ruptura. 


A modo de conclusión: 


los cambios en la cultura política 


Una de las verdades más firmemente asentadas en las ciencias sociales —desde 
que Marx la formulara en el Prólogo a la contribución a la crítica de la economía 
política, en 1859— es que el cambio en las condiciones materiales de la 
existencia modifica, tarde o temprano, la cultura: 


El modo de producción de la vida material condiciona el proceso de la vida 
social política y espiritual en general. No es la conciencia del hombre la que 
determina su ser sino, por el contrario, el ser social es lo que determina su 
conciencia (Marx, 2000: 424, 425). 


¿Qué cambios son posibles de observar en la cultura de una sociedad como la 
chilena, que ha experimentado el proceso de cambios materiales que con sus 
luces y sus sombras acabamos de examinar? 


La sociedad chilena ha visto deteriorarse, como ya hemos analizado, la 
autocomprensión que la guió durante el siglo xx. La comunidad imaginada en 
medio de la que se desenvolvió 


—la idea de nación— se ha visto fuertemente debilitada y en su lugar está 
floreciendo la diversidad de formas de vida, una de cuyas manifestaciones es la 
política de la identidad, que gana terreno en el espacio público. Junto con ello, es 
posible observar una ampliación de la autonomía y de las identidades electivas, 
al lado de un debilitamiento de los vínculos sociales que se experimenta como 
pérdida de cohesión. Es probable, entonces, que la sociedad chilena esté en 
medio del desafío de reelaborar la comprensión de sí misma, lo que a su vez es 
la base del vínculo social. 


La modernidad organizada (Wagner, 1994) en torno al Estado nacional y la 
estructura y cultura de clases, ha dado paso a una creciente conciencia de cuán 
convencional o contingente es la vida social. El fenómeno puede observarse en 
Chile con claridad. De pronto la contingencia de la vida social ha quedado al 
descubierto y la voluntad reclama su lugar a la hora de configurar la vida. El 
fenómeno, puede conjeturarse, ha dado origen a dos procesos: un cambio en las 
pautas normativas con que se juzga la distribución en la vida social y el impulso 
para una reelaboración reflexiva del vínculo social. 


El cambio en las pautas normativas 


La cultura política de las sociedades contemporáneas se caracteriza por 
desproveer de todo título a la herencia natural y social a la hora de distribuir 
recursos y oportunidades. Este rasgo que caracteriza su cultura política es el 
exacto revés de la autonomía individual que subyace a sus instituciones, a la 
democracia, desde luego, y a los derechos humanos. La autonomía individual 
descansa en la idea de que cada hombre o mujer es un agente de su propia 
trayectoria y que, por eso, tiene responsabilidad. Este ideal, de algún modo 
cultural, alimenta los reclamos de justicia contra cualquier forma de privilegio 
que descanse en la cuna o en la distribución de talentos puramente naturales (a 
los que se juzga, como es obvio, inmerecidos). La distribución natural de los 
dones, como la inteligencia o la habilidad física, por una parte, o la herencia que 


cada uno recibió en la cuna como una porción de capital social o cultural, no son 
títulos suficientes que permitan justificar la distribución. Esto es lo propio de la 
cultura política de las sociedades contemporáneas: quitar toda autoridad a la 
naturaleza y a la historia, y en cambio transferirla a la voluntad (Peña, 2020c). 


Lo anterior explica que los autores clásicos, a la hora de caracterizar el tránsito a 
las sociedades modernas, lo representaron como un paso desde el estatus al 
contrato. Sin embargo, las sociedades contemporáneas, y este fenómeno se 
observa con gran intensidad en el Chile contemporáneo, no tardan en advertir 
que la voluntad se ha configurado cultural e históricamente, y que los diversos 
procesos de subjetivación —que dependen del género, la etnia o la orientación 
sexual — establecen fuertes diferencias entre los individuos. La ciudadanía 
abstracta y los reclamos de justicia que rechazan cualquier rasgo adscriptivo, 
comienzan a ser sustituidos por la conciencia de que hay factores que establecen 
desventajas inmerecidas que es necesario corregir. El fenómeno da origen a lo 
que se ha llamado: política de la identidad. El individuo comienza entonces a 
esgrimir su pertenencia a un colectivo como razón para sus demandas o su 
posición en la vida política. En otras palabras, si el paso a la sociedad moderna 
se caracterizó como un tránsito desde el estatus al contrato, hoy se experimenta 
en la esfera pública un retorno al estatus bajo la forma de una política de la 
identidad. Así, la sociedad moderna —y semillas de este fenómeno se pueden ya 
observar en el Chile contemporáneo, en especial en la reciente Convención 
Constitucional— se debate entre el reclamo de la individualidad sobre la que 
descansan algunas de sus instituciones, como el mercado, y la conciencia de la 
identidad colectiva que remece la memoria, cambia la autocomprensión de la 
nación y relativiza la autonomía individual. En medio de esa disyuntiva se 
encuentra hoy la sociedad chilena. 


La reelaboración reflexiva del vínculo social 


La crisis que hemos examinado a lo largo de estas páginas puede ser descrita 
como una distancia entre las expectativas que las personas abrigan, por una 
parte, y la experiencia a la que pueden acceder mediante las instituciones que 
regulan la vida social, por la otra. Esa distancia entre las expectativas y la 
experiencia solo puede ser resuelta procurando reajustar esta última a través de 


un cambio en las instituciones y en las reglas, que son las formas que 
disciplinan, por decirlo así, la distribución de oportunidades y recursos. El 
camino que el moderno orden político conoce para ello es el cambio 
constitucional. 


Chile se encuentra en los inicios de un cambio constitucional que pretende poner 
las instituciones a la altura de las orientaciones y demandas normativas hoy 
existentes en la sociedad chilena. Las primeras semanas de esta experiencia han 
puesto de manifiesto cuáles son los principales desafíos que habrá que enfrentar. 
Conviene detenerse brevemente en tres de ellos. Uno es la forma en que se 
compatibilizará la política de la identidad, a la que no debe confundirse con el 
reclamo de reconocimiento de los pueblos originarios; otro es la forma en que se 
distribuirán algunos bienes básicos indispensables para una distribución igual de 
las capacidades de agencia de los seres humanos, que es lo que se ha formulado 
como la demanda de derechos sociales; y el tercero es la distribución del riesgo 
de la enfermedad y la vejez en una forma que prescinda del desempeño o de la 
contribución previa. 


Los primeros debates en la Convención ya han puesto de manifiesto que la vieja 
idea de nación, forjada al amparo de la historiografía del siglo xix, dará paso a 
una nación multicultural cuyo principal desafío será la elaboración posterior de 
su propia memoria de una forma que haga sentido a las audiencias 
contemporáneas. La distribución de bienes básicos, por su parte, deberá 
compatibilizar la existencia de reglas constitucionales en esa materia, con la 
posibilidad de una política democrática que, bajo un marco legal, acuerde la 
forma más eficiente de su satisfacción; en fin, la distribución del coste de la 
enfermedad y la vejez habrá de equilibrar las políticas universalistas con las 
contributivas. 


La resolución de esos tres problemas básicos no asegurará, desde luego, que el 
malestar se desvanezca. Como vimos, el malestar tiene causas más profundas 
que la reivindicación normativa o de justicia. Como observó con agudeza alguna 
vez Raymond Aron, las sociedades que se modernizan —al tener que 
compatibilizar autonomía y autoridad, racionalización y espontaneidad, igualdad 
y diferencia, identidad y desempeño— parecen condenadas a vivir 
inevitablemente en una dialéctica de progreso y desilusión (Aron, 1968). 
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CAPÍTULO 2 


La rebelión de octubre y sus raíces históricas 


Patricio Silva 


Introducción 


A partir del 18 de octubre de 2019, diversos analistas políticos se volcaron a 
desentrañar las principales causas del llamado estallido social en Chile, 
acontecimiento que dio inicio a una de las mayores crisis político-institucionales 
de nuestra historia. Sin duda, la rebelión de octubre ha sido el resultado de 
numerosos factores históricos, económicos, políticos, sociales y culturales que 
no se dejan capturar fácilmente en un ensayo académico. Además, muchos de 
estos factores no son de origen reciente. De allí que todo intento por tratar de 
dilucidar las raíces de la revuelta de octubre y la posterior crisis institucional que 
se desató, requiere de la adopción de una perspectiva histórica de largo aliento. 
En especial, se necesita prestar atención al impacto que sigue teniendo en el 
actual proceso político la experiencia de la Unidad Popular y la larga dictadura 
de Pinochet. Esto, debido a que lo acontecido durante ese turbulento período ha 
condicionado fuertemente hasta el día de hoy la acción de los diversos sectores 
políticos en el país. 


En este ensayo se explora la evolución que han tenido dos clivajes que en el 
último medio siglo han dejado una profunda huella en la evolución política de 
Chile. Las experiencias de la Unidad Popular y de la dictadura militar hicieron 
que el viejo clivaje derecha-izquierda alcanzara inusitados niveles de 
confrontación. Además, el dramático fin del gobierno de Allende y la posterior 
revolución neoliberal llevada a cabo por Pinochet generaron un profundo clivaje 
al interior de la izquierda, entre sectores radicales y moderados, el cual sigue 


gravitando en el actual escenario político. Desde mi punto de vista, ambas 
fisuras políticas han sido decisivas en la inusitada radicalización experimentada 
por la izquierda chilena a partir de 2010 y que desembocará en la rebelión de 
octubre de 2019. A saber, la fuerte radicalización de la izquierda ha constituido a 
mi juicio un componente fundamental en hacer posible que diversos otros 
factores confluyeran y acabaran produciendo el estallido del 18 de octubre. 
Tanto la rebelión de octubre como el escenario insurreccional y rupturista que le 
siguió hubiesen sido impensables sin la extrema radicalización que experimentó 
la izquierda chilena en el período 2010-2019. 


La “mono polarización” de la izquierda chilena 


Resulta paradójico que la marcada politización y radicalidad que a partir de 2010 
experimentó un sector mayoritario de la izquierda chilena, haya ocurrido en una 
sociedad que justamente se encontraba hacía décadas fuertemente despolitizada 
(Silva, 2004). De esta manera, lo que se produce en Chile durante los últimos 10 
años es un insólito fenómeno de “mono polarización”, es decir, que mientras la 
izquierda pasó a adoptar posiciones cada vez más radicales y maximalistas, la 
derecha, en cambio, se mantuvo más bien desmovilizada y defendiendo 
posiciones relativamente moderadas. ! 


Esta última situación contrasta con el clima de aguda politización y radicalidad 
que experimentó el país en su conjunto a inicios de los años 70 y que culminó 
con el golpe de Estado de septiembre de 1973. En aquellos años, el programa de 
reformas económicas y sociales que auspició el gobierno de Allende desen- 
cadenó una fuerte radicalización y polarización en ambos sectores del clivaje 
derecha-izquierda (Valenzuela, 1978). Por un lado, la derecha chilena adoptó 
posiciones insurreccionales, expresadas en la creación de grupos de choque y el 
inicio de acciones sediciosas, las que culminarían en un abierto llamado a las 
Fuerzas Armadas para que derrocaran al gobierno de la Unidad Popular (Pollack, 
1999). También al interior de la izquierda se produciría un proceso similar, que 
se manifestó en la conformación de combativos cordones industriales y en la 
fuerte radicalización del discurso y la acción política de los partidos de la 
Unidad Popular. La consolidación del socialismo en Chile era visto como un 
proceso irreversible, que tenía que ser defendido a como diera lugar (Sigmund, 


1977). 


Tras el retorno de la democracia, en 1990, se produjo un proceso de creciente 
radicalización unilateral por parte de la izquierda chilena. Que no haya ocurrido 
algo similar en la derecha es, a mi juicio, reflejo de la larga y fuerte hegemonía 
ejercida desde fines de los años 70 por el neoliberalismo en Chile. La derecha se 
consideraba triunfante, ya que había logrado imponer un sistema político, 
económico e institucional que parecía encontrarse consolidado (Vergara, 1985; 
Gárate, 2012). Sería justamente esta realidad la que terminaría exasperando a 
amplios sectores de la izquierda. A partir del triunfo de Sebastián Piñera en 
2010, la izquierda comenzaría a hacer uso de diversas estrategias políticas, 
incluyendo la organización de violentas protestas callejeras, para tratar de 
impedir por todos los medios la consolidación definitiva del neoliberalismo en el 
país. 


Hasta 2010, la derecha no se había visto en la necesidad de adoptar posiciones 
más defensivas, puesto que la izquierda antisistémica era minoritaria y no 
mostraba poseer demasiada capacidad de movilización política y social. La 
derecha sabía que tanto el sistema económico como la legislación imperante 
estaban resguardados por la política de los acuerdos que había entablado con los 
gobiernos de la Concertación. Incluso tras la erupción del movimiento 
estudiantil en 2011, la derecha estimó por mucho tiempo que el statu quo no 
correría peligro. Partía de la base de que el buen funcionamiento de la economía 
y la existencia de fuertes instituciones políticas seguirían resguardando la 
estructura político-institucional sobre la cual se sustentaba el sistema de libre 
mercado. 


Durante los gobiernos de la Concertación, sin embargo, se haría cada vez más 
visible el sentimiento de descontento que se iba gestando al interior de la 
izquierda moderada que participada en dicha coalición. Este sector pasó 
finalmente a internalizar y hacer propias las permanentes críticas que recibió por 
parte del Partido Comunista, el mir y otras agrupaciones de extrema izquierda. 
La izquierda radical criticaba a la izquierda socialdemócrata, por haberse 
convertido en simple administradora del modelo neoliberal heredado del 
régimen militar. Sin embargo, en los hechos la Concertación introdujo profundas 
reformas a dicho modelo, expresado en una expansión del Estado y la aplicación 
de una batería de robustas políticas sociales. 


Con la llegada al poder del gobierno de derecha de Sebastián Piñera, en 2010, se 


puso fin al ciclo de 20 años de gobiernos concertacionistas. Este constituye un 
dramático punto de inflexión en el posicionamiento de la izquierda, de cara al 
modelo económico y el aparataje institucional fundado en la Constitución de 
1980. Desde ese momento, la memoria histórica de la caída del gobierno de 
Allende y los 17 años de dictadura militar se volvieron a apoderar del discurso 
político y de las emociones de la izquierda chilena. A muchos de sus miembros 
les resultaba inaceptable que la derecha, que ayudó a derribar el gobierno de la 
Unidad Popular y que entregó su irrestricto apoyo a la dictadura de Pinochet, 
haya logrado hacerse del poder. Esto llevó a que en el seno de la izquierda 
resurgieran viejos métodos de protesta y consignas que habían sido empleadas en 
el pasado en la lucha contra la dictadura. El asunto era que, esta vez, el 
despliegue de una oposición intransigente se volvía contra autoridades que 
habían sido legítimamente electas por medios democráticos. 


Tras las protestas estudiantiles de 2011, la izquierda entrará en una nueva fase de 
acelerada radicalización, la cual culminará con la insurrección de octubre de 
2019. La toma de posiciones cada vez más extremas quedaría en evidencia tras 
la creación de la coalición de la Nueva Mayoría y su llegada al poder en 2014. El 
segundo gobierno de Bachelet adoptó desde un primer momento un discurso 
antineoliberal y maximalista, que proponía cambiar de raíz tanto el sistema 
económico como la arquitectura constitucional. La intención de poner fin al 
modelo neoliberal quedó gráficamente reflejada en las polémicas palabras del 
vocero de la Nueva Mayoría, el senador Jaime Quintana, al afirmar: “Nosotros 
no vamos a pasar la aplanadora, vamos a poner aquí una retroexcavadora, porque 
hay que destruir los cimientos anquilosados del modelo neoliberal de la 
dictadura” (El Mercurio, 25 de marzo de 2014). 


Además, la Nueva Mayoría se distanciaba abiertamente de su propio pasado, al 
criticar con dureza a los gobiernos concertacionistas, de los cuales formó parte, y 
la política de acuerdos establecida con la derecha en el período 1990-2010. Las 
declaraciones de Quintana calaron hondo en el seno de la derecha, que vio con 
claridad hacia dónde apuntaba el paquete de reformas anunciado por Bachelet. A 
partir de entonces, la derecha comenzó a ver a la Nueva Mayoría como un 
intento de revivir a la antigua Unidad Popular de Salvador Allende.? 


La Nueva Mayoría también obtuvo el apoyo intelectual de varios académicos de 
izquierda, que a través de libros y artículos comenzaban a anunciar el 
“inminente” fin del neoliberalismo en Chile. Asimismo, postulaban que el 
reemplazo del modelo neoliberal por un nuevo sistema, basado en derechos 


sociales universales y nuevas formas de participación ciudadana, era ya 
inevitable. Un buen ejemplo es El otro modelo; escrito por un grupo de 
conocidos académicos e intelectuales públicos (Atria et al., 2013), el libro ofrece 
un verdadero plan de acción para realizar profundas transformaciones en el 
terreno jurídico-institucional, los servicios públicos, la educación y en otras 
áreas de la política pública, con el fin de poner la lápida al modelo neoliberal. 
Ese mismo año se publicó El derrumbe del modelo, del sociólogo Alberto 
Mayol, que da una imagen casi apocalíptica del neoliberalismo chileno, que a 
juicio del autor, estaba viviendo sus últimos días (Mayol, 2013). 


El segundo gobierno de Bachelet terminaría mostrando una magra gestión 
política y económica, y fue incapaz de construir una alternativa viable frente al 
neoliberalismo imperante. Esto llevó a que muchos chilenos pasaran a impugnar 
las eclécticas e improvisadas reformas impulsadas por la Nueva Mayoría. El 
rechazo se hizo manifiesto en las elecciones presidenciales de diciembre de 
2017, con la reelección de Sebastián Piñera y el consiguiente restablecimiento de 
la agenda neoliberal en el país (Brunner, 2016; Walker, 2018). 


La incapacidad del gobierno de la Nueva Mayoría de propinar un golpe letal al 
sistema neoliberal hizo que el movimiento estudiantil y la juventud de izquierda 
en general comenzara a adoptar posiciones cada vez más extremas y rupturistas. 
Parte de los líderes que surgieron de la movilización estudiantil de 2011 fundó 
nuevas organizaciones políticas. Esto sería el inicio del Frente Amplio, 
conglomerado que reúne una serie de pequeños partidos y movimientos que 
sostienen posiciones rupturistas con respecto de la centroizquierda, la derecha y 
el régimen capitalista en general (Mayol y Cabrera, 2018). 


A mi juicio, el regreso de la derecha al poder en marzo de 2018 terminó por 
convencer a importantes sectores de la izquierda chilena de que el camino para 
terminar con el neoliberalismo por mecanismos institucionales era inviable, lo 
cual fortaleció la idea de que era necesario intensificar la lucha contra el 
gobierno de derecha. Desafiar permanentemente al gobierno de Piñera a través 
de masivas movilizaciones callejeras, tanto pacíficas como violentas, las cuales 
fueran capaces de debilitar y desestabilizar lo máximo posible el orden 
establecido, comenzaron a ser una práctica frecuente. En otras palabras, pienso 
que la izquierda chilena conscientemente decidió “patear el tablero”, renegando 
así de una de las principales reglas del juego político democrático a la cual se 
había ceñido desde el restablecimiento de la democracia. Esto significó en la 
práctica, despojar completamente de legitimidad al gobierno electo y a la 


Constitución vigente. A su vez, la labor parlamentaria pasaba a ser relegada a un 
segundo plano. En su lugar, se pasaría a imponer la lógica de las redes sociales y 
de las continuas protestas callejeras. 


Allende, Pinochet y la crispación 


del clivaje derecha-izquierda 


Durante la ola de protestas callejeras que siguieron a la rebelión del 18 de 
octubre, los manifestantes a menudo portaban pancartas que aludían al pasado y, 
en especial, a Salvador Allende y Augusto Pinochet. El primero era recordado 
con nostalgia, haciéndose un vínculo entre la rebelión del 18 de octubre y el 
proyecto de la Unidad Popular. En una de esas pancartas se leía, junto a un 
retrato de Allende, “abrimos las grandes alamedas en tu honor”. También fueron 
numerosos los carteles con los rostros de Pinochet y de Piñera sobrepuestos, 
aludiendo a que este último tan solo sería la reencarnación del dictador. Es 
innegable que el legado histórico del período 1970-1990 sigue ejerciendo una 
fuerte influencia en el mantenimiento del clivaje derecha-izquierda. De allí la 
necesidad de prestar atención a ese turbulento período de la historia política 
reciente, para facilitar la comprensión de la insurrección de octubre y del actual 
escenario político. 


Por cierto, la fuerte profundización del clivaje derecha-izquierda no se inició con 
Allende o Pinochet. Tras el triunfo de Eduardo Frei en 1964, la derecha chilena 
se sintió amenazada por el reformismo democratacristiano. La Reforma Agraria, 
la sindicalización campesina y la “promoción popular” de los sectores urbanos 
marginados, fueron vistas por la élite tradicional como una seria amenaza a sus 
intereses. De allí que la derecha optara por no apoyar al candidato 
democratacristiano Radomiro Tomic en las elecciones presidenciales de 1970. 
La derecha decidió enfrentar al candidato de la izquierda, Salvador Allende, con 
un candidato propio: el expresidente Jorge Alessandri. Que Allende ganara las 
elecciones por una diferencia ínfima refleja el alto grado de división y de 
polarización política en la que se encontraba la sociedad chilena en aquella 
época. 


También la izquierda chilena sufrió una fuerte radicalización en los 60, 
influenciada por la Revolución cubana y el guevarismo guerrillero que 
germinaba en diversos países de la región. La izquierda local criticó duramente 
el proceso de reformas impulsadas por Frei, catalogándolo como un intento 
desesperado de la burguesía criolla para impedir el establecimiento del 
socialismo en Chile. En el Congreso del Partido Socialista de 1967 se declaró la 
inviabilidad de la política electoral para hacerse del poder político, señalando 
que la lucha armada era el único camino para implementar el socialismo en 
Chile. Tras la derrota de Salvador Allende en tres contiendas presidenciales 
consecutivas (1952/1958/1964), la esperanza de una futura victoria electoral se 
había esfumado. Así, a partir de 1967, el castrismo y el guevarismo se 
convirtieron en las principales fuentes de inspiración y orientación ideológica de 
dicho partido, y de varias otras organizaciones políticas de la izquierda chilena 
(Ortega Martínez, 2008). 


Como es bien sabido, Allende ganó las elecciones de 1970 ante una derecha y un 
centro político que, juntos, sumaban casi dos tercios del electorado. El programa 
de gobierno de la Unidad Popular establecía como objetivo central “terminar con 
el dominio de los imperialistas, los monopolios y la oligarquía terrateniente e 
iniciar la construcción del socialismo en Chile” (up, 1969). Si bien Allende 
intentó en un primer momento mantener el proceso de reformas dentro de los 
marcos legales vigentes, rápidamente su gobierno se vio desbordado por la 
presión de sectores más radicales que exigían “avanzar sin transar” y acelerar el 
ritmo de expropiaciones de fundos, bancos y empresas por parte del Estado. 


La crisis política y económica de los años 1972-1973 generó, por un lado, que 
los adversarios de la Unidad Popular terminaran convenciéndose de que había 
que poner fin al gobierno de Allende por medios antidemocráticos, adoptando 
una estrategia putchista. Por otro lado, sectores de izquierda radicalizados se 
prepararon para una confrontación “final” con las fuerzas de la oposición para, 
así, establecer un gobierno verdaderamente revolucionario (Roxborough et al., 
1977). En aquellos días no había lugar en Chile para aquellos que adherían a 
posiciones moderadas. De hecho, escaseaban las personas que apoyaban la 
búsqueda de una solución política y consensuada a la crisis para evitar el colapso 
de la democracia chilena (Valenzuela, 1978). 


El dramático desenlace que tuvo el experimento de la Unidad Popular llevó a 
que el clivaje derecha-izquierda alcanzara niveles abismales. La muerte de 
Allende y la violenta represión que desató el régimen militar en contra de sus 


seguidores produjo profundas heridas en miles de chilenos. Inspirado en la 
doctrina de la seguridad nacional, el régimen militar declaró una guerra frontal a 
las organizaciones de izquierda en un frenético esfuerzo por borrarlas para 
siempre de la faz de la Tierra. Por otra parte, la aplicación de políticas 
económicas neoliberales a partir de 1975 produjo en sus inicios altos índices de 
desempleo, pobreza y desigualdad social. Esto creó una fuerte animadversión 
contra el régimen militar en los sectores populares, que se vieron indefensos ante 
un Estado que no los protegía y que solo beneficiaba visiblemente los intereses 
de los sectores privilegiados. De allí que el régimen militar contara desde un 
primer momento con el irrestricto apoyo y lealtad de la derecha política y de la 
élite económica y social del país. Estos sectores jamás cuestionaron la 
sistemática violación de los derechos humanos ni los abusos en el plano laboral. 
Además, la política de privatizaciones de empresas estatales favoreció a la élite 
empresarial local, llevando a la conformación de poderosos conglomerados 
económico-financieros (Mónckeberg, 2015). 


El sentimiento de rabia y dolor que dejaron los asesinatos, las torturas y el 
doloroso exilio al que fueron sometidos miles de chilenos, quedó grabado en la 
memoria de toda una generación de la izquierda chilena. Con el paso del tiempo, 
dicho sentimiento se fue traspasando a sus hijos y nietos.? Tras la restauración 
democrática, estas heridas encontraron expresión en las manifestaciones en 
contra de la impunidad de los crímenes de la dictadura, el modelo neoliberal y la 
Constitución de 1980. Estas eran las expresiones más visibles de la herencia del 
período autoritario. Además, la izquierda no ha olvidado el activo rol jugado por 
la derecha en la caída de Allende y en la consolidación del régimen de Pinochet. 
De allí su constante insistencia en que el régimen autoritario fue una dictadura 
cívico-militar. 


Con la aplicación del modelo económico neoliberal desde 1975 y luego de sus 
auspiciosos resultados unos años más tarde, la derecha chilena comenzó a dejar 
en segundo plano el revanchismo represivo inicial, dirigido hacia los militantes 
de izquierda. A medida que el afianzamiento del régimen militar en el plano 
económico se fue haciendo cada vez más sólido, los esfuerzos de la derecha se 
orientaron en la consolidación del nuevo orden autoritario y neoliberal en el 
terreno jurídico-institucional. La promulgación de la Constitución de 1980 
marcó un hito en dicho proyecto. Incluso la derrota del régimen militar en el 
plebiscito de 1988 y el triunfo de Patricio Aylwin en las elecciones 
presidenciales de 1989, no significaron en los hechos una amenaza directa a la 
continuidad del modelo económico neoliberal o a la Constitución de 1980. Tras 


la restauración democrática en 1990, los gobiernos de la Concertación 
decidieron no cambiar sustancialmente las bases del modelo económico 
imperante. Y además, los partidos de la Concertación nunca contaron con la 
mayoría necesaria en el Parlamento para reformar o abolir la Constitución de 
1980. Todo ello hizo que la derecha no se sintiera amenazada por los gobiernos 
de centroizquierda. De allí que la derecha respondiera positivamente ante la 
invitación de concretar una política de acuerdos con el Ejecutivo, para avanzar 
en diversos temas económicos y sociales. Todo lo anterior sería determinante en 
la creciente despolitización y desradicalización que experimentaron sectores 
mayoritarios de derecha desde 1990 en adelante. 


El sostenido crecimiento económico y la marcada reducción de la pobreza 
logrados por los gobiernos de la Concertación contribuyeron a la estabilidad 
política y a la búsqueda de consensos a nivel parlamentario entre los gobiernos 
de centroizquierda y la oposición de derecha. Sin embargo, la permanencia de 
Pinochet como jefe del Ejército y la imposibilidad de llevar a la justicia a las 
personas involucradas en la violación de los derechos humanos durante su 
dictadura se convirtieron en factores que tensionaron permanentemente la arena 
política. De hecho, para la izquierda extraparlamentaria —más radical—, la 
demanda de enjuiciar a los miembros de los aparatos represivos del Estado se 
enarboló como su principal bandera de lucha, bajo el lema “ni perdón ni olvido”. 
Pero sus dardos no solo estarían dirigidos contra militares y miembros de la 
derecha política; también apuntaron contra los gobiernos de la Concertación, por 
la lentitud y/o falta de voluntad para enjuiciar a los responsables de dichos 
crímenes. 


Por otra parte, los gobiernos de la Concertación siguieron una línea de gran 
pragmatismo respecto del modelo económico y la legislación que heredaron del 
período autoritario. Se introdujeron diversas reformas de importancia, como la 
reforma tributaria y la modernización de la legislación laboral (Muñoz, 2007), lo 
que permitió materializar ambiciosos programas sociales y el visible 
mejoramiento en las condiciones de vida de los sectores populares. Pero todas 
estas reformas avanzaban “en la medida de lo posible”, ya que los partidos de la 
Concertación no contaban con una mayoría en el Parlamento. Debido a esto, el 
mundo concertacionista se vio obligado a negociar con la derecha, la cual 
contaba con una confortable representación parlamentaria gracias al sistema 
binominal y a los senadores designados. Esto permitió a los parlamentarios de 
Renovación Nacional y la udi —las dos fuerzas políticas del sector— poner 
frenos sistemáticos al alcance de las reformas propuestas por el Ejecutivo. La 


posesión de esta válvula de control parlamentario y el entendimiento con los 
gobiernos de la Concertación hizo que la derecha adoptara una posición cada vez 
más distendida y complaciente. 


La situación recién descrita alimentaría aún más la radicalización de parte de una 
izquierda exasperada, al ver que tanto el modelo económico neoliberal como el 
régimen institucional heredado de la dictadura no solo lograban sobrevivir, sino 
que además parecían perpetuarse en el nuevo orden democrático. 


El clivaje moderados-radicales de izquierda 


y el triunfo del rupturismo 


Una de las consignas más icónicas que surgieron para el 18 de octubre y sus 
réplicas posteriores fue la de “no son 30 pesos, son 30 años”. Recordemos que 
fue el aumento en 30 pesos en la tarifa del metro de Santiago lo que fungiría 
como catalizador para la insurrección de octubre y la ola de violencia que se 
generó en diversas ciudades del país. Lo decidor de esta consigna es que no 
apunta su crítica en contra de la derecha o el antiguo régimen militar, como era 
de esperar, sino que está dirigida en primer lugar contra los gobiernos de 
centroizquierda de la Concertación. A partir de la restauración democrática y 
sobre todo tras el inicio de las protestas estudiantiles en 2011, la crítica 
permanente hacia la izquierda moderada fue una de las constantes en la 
estrategia seguida por los diversos sectores de la izquierda radical. 


Desde una retrospectiva histórica, se puede establecer que el clivaje entre la 
izquierda moderada y la izquierda radical pasó rápidamente a profundizarse tras 
el golpe de Estado de 1973. El dramático fin de “la vía chilena al socialismo” 
generó un acalorado debate en el seno de la izquierda chilena acerca de las 
causas del colapso de la Unidad Popular. La discusión se llevaría principalmente 
a Cabo en círculos de exiliados repartidos por el mundo. El debate estaría 
marcado por mutuas recriminaciones entre sectores radicales y moderados de la 
izquierda chilena. Los primeros subrayan la gran responsabilidad que le habría 
cabido a la extrema izquierda en la desestabilización del gobierno de Allende. 
Esta habría radicalizado a las masas urbanas y rurales, y exacerbado el conflicto 


social, a niveles incontrolables. Con ello, la extrema izquierda habría ayudado a 
generar una fuerte sensación de amenaza en la burguesía, las clases medias y en 
las Fuerzas Armadas, lo que finalmente habría precipitado el golpe militar 
(Furci, 1984). La extrema izquierda, a su vez, veía el quiebre institucional como 
el resultado del carácter reformista y conciliador de la Unidad Popular, lo que 
habría impedido una participación real y directa de las masas en la conducción 
del país (el llamado “poder popular”). Según esta interpretación, el gobierno de 
Allende terminó desconociendo el poder revolucionario del pueblo, a pesar de 
que en ese momento representaba la única fuerza capaz de aplastar al bloque 
opositor de derecha (Sweezy y Magdoff, 1974). 


En los primeros años de la dictadura, la izquierda chilena se referiría a la caída 
de Allende como una derrota, subrayando implícitamente el carácter netamente 
militar del derrocamiento del gobierno de la Unidad Popular. Con el paso del 
tiempo, sin embargo, se produjo un proceso de desmitificación y secularización 
de la experiencia de la Unidad Popular. Esta vez los propios errores y las 
deficiencias del gobierno de Allende fueron puestos en el centro del análisis. Un 
número creciente de líderes políticos de la izquierda moderada comenzó a hablar 
del fracaso del experimento de la Unidad Popular, subrayando la propia 
responsabilidad que le cupo a la coalición de gobierno en la debacle (Garretón, 
1987). 


En círculos de la izquierda moderada surgieron además análisis críticos respecto 
de la política económica seguida por el gobierno de Allende. La errática 
conducción de la economía fue vista como un factor determinante en la profunda 
crisis que se desencadenó a partir de 1972, expresada en hiperinflación, gran 
escasez de alimentos y de bienes de consumo, junto a un enorme déficit fiscal 
(De Vylder, 1976). La segunda autocrítica estuvo relacionada con la incapacidad 
de la Unidad Popular de mantener el apoyo de las clases medias y de elaborar 
una alianza política con la Democracia Cristiana. En retrospectiva, se concluyó 
que para implementar reformas sociales y económicas tan radicales como las que 
intentó llevar a cabo el gobierno de Allende, se requería del apoyo de una amplia 
mayoría de la población, lo cual nunca se logró (Bitar, 1979). 


El clivaje entre la izquierda moderada y la izquierda radical se agudizó aún más 
durante el exilio. Mientras la mayoría de los dirigentes de la izquierda moderada 
optó por vivir su exilio en países capitalistas democráticos de la Europa 
occidental, la izquierda radical eligió conscientemente como destino Cuba, 

la Unión Soviética y los países comunistas de la Europa del este (Angell y 


Carstairs, 1987). 


Durante el exilio, la izquierda moderada chilena se vio influenciada por las 
corrientes socialdemócratas europeas y por su habilidad para concertar amplias 
coaliciones de gobierno con sectores políticos de centro e incluso de derecha. 
Esta experiencia, junto a las conclusiones sacadas tras el fin de la Unidad 
Popular, daría inicio al llamado “proceso de renovación” al interior de la 
izquierda moderada (Walker, 1988). Se trataba de una reformulación ideológica 
y programática que culminó con el quiebre definitivo con el marxismo-leninismo 
y con una revaloración inequívoca de la democracia que, en palabras de Jorge 
Arrate, debía convertirse en “el espacio y límite de la acción política” (Arrate, 
1985: 234). Esto llevaría a la izquierda moderada a la búsqueda de una alianza 
política con el antiguo adversario, la Democracia Cristiana, lo cual culminará en 
la conformación de la Alianza Democrática en 1983. 


Al otro extremo del clivaje, los sectores de la izquierda radical caracterizaban al 
gobierno de Pinochet como un régimen fascista que solo podría ser derrocado 
por medio de una rebelión popular que hiciera uso de la vía armada. Esta línea 
militarista se vio fortalecida tras el triunfo de la Revolución Sandinista en 
Nicaragua en 1979, en la cual participaron algunos chilenos pertenecientes a ese 
sector. Años más tarde, en 1983, el Partido Comunista de Chile fundó el Frente 
Patriótico Manuel Rodríguez (fpmr), organización guerrillera que tenía como 
objetivo derrocar a Pinochet por las armas (Varas et al., 2010). 


La instauración de la Constitución de 1980 profundizó aún más el clivaje entre la 
izquierda radical y la moderada. Para el Partido Comunista, esto comprobaba 
que Pinochet pretendía apernarse de por vida en el poder y que, por lo tanto, se 
hacía necesario atacar a la dictadura con todos los medios al alcance. Esto se 
traduciría, entre otras acciones, en el intento de internación clandestina de 
armamento desde Cuba y el atentado contra Pinochet, en septiembre de 1986. 


La izquierda moderada, en cambio, se aferró a la posibilidad de derrotar a 
Pinochet por medios pacíficos a través de un referendo que, según la misma 
Constitución de 1980, tendría lugar en 1988. En dicha consulta los chilenos 
tendrían la posibilidad de decir Sí o No a la prolongación de ocho años de la 
presidencia de Pinochet. La misma Constitución establecía en sus disposiciones 
transitorias que, de ganar la opción del No, se realizarían elecciones generales en 
el plazo de un año. La realización del plebiscito de 1988 facilitó la unidad y la 
organización de las fuerzas democráticas, que se unieron en la llamada 


Concertación de Partidos por el No. Su histórico triunfo, el 5 de octubre de 1988, 
hizo posible la transición pacífica a la democracia, cuando en marzo de 1990 
Patricio Aylwin asume como Presidente de la República con el apoyo de la 
Concertación de Partidos por la Democracia. A partir de ese momento, la 
izquierda moderada se convertiría en las siguientes dos décadas en un actor clave 
del proceso de consolidación democrática y en los exitosos gobiernos 
concertacionistas. 


La izquierda radical, en cambio, se automarginó de la historia tras apostar por 
una vía armada que fracasó rotundamente. Además, dicho sector se restó por 
completo de la épica lucha político-institucional dada por las fuerzas 
democráticas para vencer a Pinochet en las urnas. Desde la restauración 
democrática en 1990, hasta las protestas estudiantiles del 2011, el Partido 
Comunista y las demás organizaciones de la izquierda extraparlamentaria habían 
observado con creciente impotencia cómo los gobiernos de la Concertación 
continuaban ejerciendo confortablemente su hegemonía. 


Sin duda, la Concertación se convirtió en la coalición de gobierno más exitosa de 
la historia de Chile (Sehnbruch y Siavelis, 2014). En el frente político, 
consolidaron un clima de estabilidad y búsqueda de consensos entre las 
principales fuerzas políticas. En el ámbito económico, Chile experimentó un 
sostenido crecimiento, se expandió el comercio exterior, aumentaron las 
inversiones extranjeras y se mantuvo un buen manejo de las finanzas (baja 
inflación, superávit fiscal, etc.). Pero lo que es aún más importante, los 

gobiernos de la Concertación redujeron drásticamente los niveles de pobreza en 
el país, pasando de casi el 40 por ciento en 1990 al 12 por ciento en 2010. 


Aunque las nuevas autoridades democráticas eliminaron los rasgos más 
controversiales —o extremos— del neoliberalismo, el mantenimiento de una 
economía de libre mercado siguió siendo una realidad que complicaba a ciertos 
sectores de la izquierda que formaban parte de la coalición gubernamental. A 
saber, la paternidad de Pinochet sobre el modelo neoliberal representaba un 
factor clave para entender la constante resistencia que la izquierda 
concertacionista tenía ante ciertas políticas fiscales. Todo esto tenía lugar a pesar 
del ya mencionado buen desempeño de la economía y de las instituciones desde 
1990. 


Por mucho tiempo convivieron “dos almas” al interior de los gobiernos de la 
Concertación: un sector de orientación socialdemócrata, proveniente de la 


izquierda moderada y del Partido Demócrata Cristiano, que fue hegemónico al 
interior de los gobiernos de la Concertación durante la mayor parte de los 20 
años que la coalición estuvo en el poder. Aspiraba a la concreción de cambios 
graduales y moderados en las estructuras políticas e institucionales del país. Esta 
sería el ala “autocomplaciente”, por mostrarse satisfechos con los resultados 
logrados por la Concertación. En la práctica, este sector apoyaba tácitamente el 
modelo económico neoliberal y favorecía el uso de políticas públicas de 
orientación tecnocrática para combatir los problemas sociales. 


El otro sector lo formaba una minoría de izquierda muy influyente, la cual se 
sentía extremadamente incómoda por la continuación de las políticas 
neoliberales, y por ello se la conoció como “autoflagelante”. Sus miembros 
demandaban un papel más preponderante del Estado y mayores niveles de 
participación ciudadana. 


La lucha entre ambos sectores se intensificó durante el primer gobierno de 
Bachelet (2006-2010), hasta el punto de que los diferentes movimientos sociales 
que comenzaron a irrumpir con fuerza en la escena política serían abiertamente 
apoyados por los autoflagelantes. La lucha entre las “dos almas” de la 
Concertación terminó debilitando la cohesión interna del primer gobierno de 
Bachelet. Además, el gobierno no logró reducir la efervescencia política de los 
movimientos sociales que regularmente se tomaban las calles para protestar 
contra del modelo neoliberal. Los autoflagelantes iniciaron un ataque abierto al 
poderoso grupo de tecnócratas a cargo de las políticas económicas, liderado por 
el ministro de Hacienda Andrés Velasco. La tecnocracia gubernamental era 
acusada de no prestar atención a las demandas provenientes de la sociedad civil, 
al oponerse a un aumento exponencial del gasto público, como exigía la 
izquierda en las protestas callejeras (Silva, 1998). 


La victoria electoral de la derecha en 2010 puso fin a los 20 años de gobiernos 
concertacionistas. A partir de entonces, los autoflagelantes lograrían el control 
político al interior de la Concertación, ahora en la oposición. Libre de todas las 
limitaciones políticas e ideológicas que había implicado hasta ese momento ser 
parte del gobierno, este sector comenzaría a partir de entonces a tomar distancia 
de su pasado socialdemócrata y a adoptar posiciones cada vez más radicales. La 
erupción del movimiento estudiantil en 2011 tendrá un fuerte impacto al interior 
de la Concertación, que pasó a identificarse plenamente con la agenda 
antineoliberal y rupturista que defendían los jóvenes estudiantes en sus protestas 
callejeras. Al final, sin embargo, los partidos de la Concertación no lograron 


cooptar al movimiento estudiantil ni establecer una alianza con sus líderes. Al 
contrario, los estudiantes y otros movimientos sociales dieron cuerpo a una 
visión muy crítica de los gobiernos concertacionistas y el pasado reciente de 
nuestro país. 


Encuadrando el malestar y el descontento 


Como se ha indicado anteriormente, los gobiernos de la Concertación fueron 
bastante exitosos en la formulación e implementación de políticas económicas y 
sociales, y en su gestión política. Nunca Chile había progresado tanto como 
durante los 20 años de la Concertación. Los chilenos pasaron a acostumbrarse a 
ver cómo, año tras año, su país presentaba los mejores índices sociales y 
económicos de América Latina, avalado estadísticamente por las Naciones 
Unidas, la Cepal, el Banco Mundial, la ocde y otras instituciones internacionales. 
También en términos de gobernabilidad, estabilidad política y calidad de su 
democracia, Chile alcanzó un alto nivel según estándares internacionales. Ante 
esos exitosos índices, resulta casi inexplicable para un observador extranjero 
cómo el país terminó envuelto, a partir de 2010, en un clima de creciente 
agitación política y de protesta en contra de los gobiernos que hicieron posible 
esos sorprendentes logros. 


En los últimos 10 años se ha mencionado una serie de factores que podrían 
explicar el alto grado de descontento ciudadano que estaría a la base de la 
creciente Ola de protestas de naturaleza antisistémica. Estos van desde los altos 
índices de desigualdad social hasta la existencia de un sistema político e 
institucional que se encontraría agonizando, pasando por la gestación de una 
cultura de consumo que no logra saciarse. Si bien los factores nombrados 
encuentran un asidero en la realidad, no logran explicar por sí mismos la 
radicalidad que ha caracterizado la mayor parte de las protestas callejeras a partir 
de la elección del gobierno de Piñera en 2010. Sobre todo, si se constata que la 
gran mayoría de los problemas que se enumeran también están presentes, y a 
niveles mucho más críticos, en el resto de los países latinoamericanos. Así, lo 
que debieran explicar quienes defienden estas tesis es por qué la gran mayoría de 
los países latinoamericanos no se han visto enfrentados a rebeliones tan 
extremas. 


A mi juicio, las principales causas que explican la rebelión chilena no hay que 
buscarlas en el ámbito económico ni social, como ha ocurrido en la mayoría de 
los ensayos, sino en el terreno estrictamente político. En ningún otro país 
latinoamericano la izquierda logró llegar al poder a comienzos de los 70 por 
medios democráticos y vio tan abruptamente frustrado su intento de instaurar el 
socialismo. En ningún otro lugar la izquierda fue derribada de una manera tan 
violenta y traumática como en Chile. En ningún otro país latinoamericano, la 
derecha logró derrotar contundentemente a la izquierda y realizó una exitosa 
revolución política, económica, institucional y cultural, que logró mantener una 
sólida hegemonía por más de 40 años, hasta la rebelión del 18 de octubre. En 
otras palabras, solo Chile tuvo un Allende y un Pinochet, con todo el peso 
histórico, político y emocional que ellos y sus proyectos políticos tuvieron y 
siguen teniendo en la memoria colectiva. En Chile, a diferencia del resto de 
América Latina, el sistema capitalista pasó a fundirse por completo, en la 
vivencia de la izquierda local, con lo que ha pasado a llamarse “el modelo”. 
Mientras en el resto de la región el neoliberalismo fue atacado a partir de los 
años 80 en términos relativamente abstractos e impersonales por las izquierdas 
locales, en Chile el modelo neoliberal contó desde un comienzo con nombre y 
apellido: Augusto Pinochet. De allí que la resistencia y la lucha de la izquierda 
chilena en contra del modelo neoliberal —que alcanza un punto cúlmine en la 
rebelión del 18 de octubre— se encuentre tan profundamente entrelazada con la 
historia del período 1970-1990, y los clivajes políticos anteriormente descritos. 


Los círculos académicos de izquierda jugarán un rol clave en la formulación de 
la crítica al modelo neoliberal aplicado durante los gobiernos de la Concertación. 
A mediados de los 90 se instaló una discusión sobre el supuesto descontento y 
malestar que había comenzado a afectar a la sociedad chilena. El objetivo era 
contrarrestar la idea de que Chile se había convertido en un país exitoso y que 
los gobiernos de la Concertación estaban teniendo una excelente gestión. De esta 
manera, se publicó una serie de trabajos que enjuiciaban diversos aspectos 
estructurales del modelo político y social vigente en el país. Este es en particular 
el caso del libro del sociólogo Tomás Moulian, El Chile actual: anatomía de un 
mito, que apareció en 1997, En dicha obra, Moulian denuncia que las políticas 
públicas de la Concertación no representaban un quiebre en relación con las que 
impuso el régimen militar, sino más bien lo contrario: eran el continuismo. El 
libro tuvo un fuerte impacto en la opinión pública, estando durante meses a la 
cabeza del ranking de los libros más leídos en no ficción. Al año siguiente, el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) publicó, bajo la 
dirección del sociólogo Norbert Lechner, un informe anual sobre desarrollo 


humano titulado Las paradojas de la modernización. Allí se analiza lo que se 
identifica como el lado oscuro del proceso de modernización que estaba teniendo 
lugar en el país. Se indicaba que Chile se había convertido en una sociedad de 
consumo y que los altos grados de materialismo estaban generando marcados 
niveles de desencanto y malestar entre los chilenos.’ El informe contenía una 
serie de enunciados de carácter subjetivo respecto de la alegada existencia de 
dicho malestar en el país, sin ofrecer pruebas contundentes de que los chilenos 
realmente estuvieran experimentando dicho estado de ánimo. José Joaquín 
Brunner rebatió convincentemente cada uno de los argumentos esgrimidos en 
dicho estudio, concluyendo que ni las desigualdades sociales ni las políticas 
gubernamentales ni una supuesta frustración con la transición democrática ni una 
sobrecarga de incertidumbres subjetivas, podían alegarse en favor de la tesis del 
malestar y descontento (Brunner, 1998: 173, 174). 


Otra importante reacción en contra de la tesis del descontento que se empezaba a 
posicionar en el debate académico y político fue el documento de discusión “La 
fuerza de nuestras ideas”, que apareció en mayo de 1998 y fue escrito por un 
grupo de ministros y excolaboradores del ala más liberal de la Concertación. Allí 
también se rebatía cada uno de los argumentos negativos y pesimistas de 
Moulian y del pnud. La aparición de este documento suscitó, a su vez, una 
amplia polémica con sectores de la Concertación que eran más críticos de los 
resultados del modelo económico y que exigían mayores grados de participación 
ciudadana. Esta visión sobre los logros y desaciertos de la Concertación 
cristalizó en la aparición en junio de 1998 del documento “La gente tiene razón”, 
al cual adhería una larga lista de intelectuales y políticos concertacionistas. 
Ambos documentos dejaban a la vista la lucha que estaba teniendo lugar al 
interior del conglomerado entre los autocomplacientes y los autoflagelantes. 


Lo que se puede constatar es que a partir de 1998, con los trabajos de Moulian, 
Lechner y otros académicos, se instala definitivamente la idea de que existe un 
malestar y descontento en la población respecto del modelo económico 
neoliberal. Esta idea de malestar entregará un encuadre o framing perfecto para 
articular la acción de los partidos y movimientos asociados a la izquierda radical, 
en contra del régimen neoliberal en Chile y de la Concertación que lo sustentaba. 


Sin embargo, el triunfo electoral de Sebastián Piñera en 2010 mostró que la tesis 
defendida por el sector autoflagelante, respecto de la existencia de un fuerte 
descontento de la sociedad chilena con el neoliberalismo, no correspondía 
plenamente con la realidad. Si los chilenos estaban tan descontentos con el 


neoliberalismo, ¿por qué entonces votan mayoritariamente por un candidato de 
derecha que es, asimismo, figura-símbolo del neoliberalismo local? 


Según Carlos Peña, la aparición de un relativo descontento es natural en países 
que experimentan una rápida y profunda transición hacia la modernidad, como el 
caso de Chile. Sin embargo, esto no puede interpretarse automáticamente como 
una expresión de rechazo al sistema económico neoliberal por parte de la 
población. Según él, el descontento con el sistema económico dice relación con 
la falta de respeto del modelo con sus propias reglas de juego y no con los 
principios mismos que lo inspiran. Ese es el caso, por ejemplo, cuando grandes 
conglomerados económicos se confabulan entre sí para fijar precios o cuando 
alguien obtiene un trabajo de prestigio por sus conexiones sociales y no como 
producto del mérito personal (Peña, 2017). 


Un segundo encuadre, que será clave en la articulación de la resistencia al 
neoliberalismo, será proporcionado por el movimiento estudiantil. A partir de 
2011, las organizaciones estudiantiles comenzarán a estructurar su lucha contra 
los gobiernos de la Concertación en torno al poderoso concepto de “lucro”. Los 
estudiantes pasarán a cuestionar duramente y con éxito la supuesta existencia y 
supremacía del lucro en la educación superior chilena (Salinas y Fraser, 2012; 
Monckeberg, 2013). 


El hecho de que el movimiento estudiantil de izquierda no haya comenzado su 
campaña contra del gobierno de Piñera desde el primer día que asumió la 
presidencia, fue solo el resultado de un acontecimiento imprevisto: el fuerte 
terremoto y maremoto que tuvo lugar en Chile el 27 de febrero de 2010, a solo 
semanas de que Bachelet entregara el poder al nuevo presidente derechista. La 
situación de extrema urgencia, dejando a más de dos millones de damnificados, 
llevó al movimiento estudiantil a postergar el paquete de acciones que tenía 
planeado desplegar ante Piñera. Al año siguiente, Piñera informaba al país 
durante su cuenta nacional del 21 de mayo, que lo peor de la emergencia 
generada por el terremoto ya estaba superado. A solo días de ese anuncio, el 
movimiento estudiantil comenzó con la organización de masivas y a menudo 
violentas protestas contra del lucro en la educación superior, el modelo 
neoliberal y el gobierno de Piñera. El principal referente de la izquierda radical, 
el Partido Comunista, jugaría un rol de relevancia en la movilización estudiantil 
y en la creciente polarización de la izquierda a partir de ese momento, si bien 
adoptó un bajo perfil ante la opinión pública. Dicho lo anterior, no deja de ser 
relevante que tanto la principal líder del movimiento estudiantil, Camila Vallejo, 


como el líder del sindicato de profesores, Jaime Gajardo, fueran militantes de 
dicho partido. A lo anterior hay que agregar que también la Central Unitaria de 
Trabajadores (cut) y las más diversas organizaciones sindicales que se 
movilizarían periódicamente contra Piñera, eran lideradas por el Partido 
Comunista (Ponce y Álvarez, 2016). 


Tras su ingreso al gobierno de la Nueva Mayoría, el Partido Comunista 
comenzará a ejercer una fuerte influencia al interior de la ex izquierda 
concertacionista, en la presidenta Bachelet y en las protestas callejeras. Mientras 
lograba el control de ministerios clave en el ámbito de políticas sociales, el 
Partido Comunista desplegaría durante el segundo mandato de Bachelet, tanto 
por fuera como por dentro del gobierno, una activa política de apoyo a las 
protestas del movimiento estudiantil y de los movimientos sociales en general. 
La radicalización y los altos niveles de intransigencia que pasaría a mostrar el 
gobierno de la Nueva Mayoría alienaría a los sectores más moderados de dicha 
coalición. Este sería sobre todo el caso de los militantes de la Democracia 
Cristiana, cuyos miembros pasaron a sentirse extremadamente incómodos e 
impotentes al constatar que en el segundo gobierno de Bachelet su partido no era 
tomado en cuenta en la toma de decisiones. 


Con posterioridad al gobierno de la Nueva Mayoría y hasta el día de hoy, el 
Partido Comunista siguió aumentando su influencia y presencia en el seno de la 
izquierda radical. A partir de la rebelión de octubre de 2019, sus dirigentes 
pasaron a adoptar un discurso marcadamente antisistémico e insurreccional, 
alentando por momentos el derrocamiento del gobierno de Piñera. Además, el 
Partido Comunista logró expandir su influencia político-ideológica hacia el 
Frente Amplio, con quien estableció una alianza electoral para las elecciones 
presidenciales de noviembre de 2021. 


Conclusión 


El estallido social de 2019 y sus consecuencias se encuentra íntimamente ligado 
al inédito proceso de radicalización que tiene lugar en el seno de la izquierda 
chilena a partir de 2010. La adopción de actitudes radicales y maximalistas por 
parte de la izquierda ocurre, paradójicamente, en una sociedad en la cual la 


despolitización de la mayoría de la población y la existencia de relativa 
estabilidad política y prosperidad económica caracterizaban el panorama general 
del país. Como se ha indicado en este ensayo, en Chile lo que se ha producido es 
más bien un proceso de “mono polarización” por parte de la izquierda, ya que 
este fenómeno no fue replicado por una correspondiente radicalización por parte 
de la derecha chilena. A partir de 2010, la derecha ha ido más bien adoptando 
posiciones de corte centrista, cercanas a las ideas defendidas por los sectores 
moderados de la antigua Concertación. 


Dado el marcado progreso económico y social vivido por el país desde la 
restauración democrática en 1990, la crítica al modelo neoliberal no ofrece piso 
suficiente para desentrañar las causas directas del estallido social de 2019. Si la 
desigualdad social, la falta de mecanismos participativos, el lucro, la indefensión 
de los grupos medios, la colusión de empresas y la larga lista de problemas que 
se ha enumerado hasta ahora fuesen realmente los principales detonantes de la 
rebelión de octubre, la mayoría de los países latinoamericanos deberían estar 
envueltos en llamas y en medio de un estallido social permanente. Y uno de los 
motivos principales que explica por qué no se producen estallidos sociales 
similares en la mayor parte de la región se debe, a mi juicio, a que en otras 
latitudes no se dio una profunda revolución neoliberal como en Chile. El 
régimen de libre mercado introducido por Pinochet fue, para bien o para mal, 
capaz de imponer un nuevo orden, económico, politico, social y cultural, el que, 
con las modificaciones del caso, ha perdurado por más de cuatro décadas. 
Tampoco las izquierdas latinoamericanas experimentaron un evento tan 
traumático como lo fue el derrocamiento del gobierno de la Unidad Popular y el 
abrupto fin de la vía chilena al socialismo. Finalmente, la existencia de una 
izquierda moderada, que contara con un amplio apoyo ciudadano, como fue el 
caso durante los gobiernos de la Concertación, tampoco fue replicada en la 
mayoría de los países de la región. 


De esta manera, la rebelión de octubre solo puede ser entendida cuando se la 
explora desde una perspectiva histórica. En dicho análisis no puede faltar el 
estudio del impacto que tuvieron las experiencias de la Unidad Popular y de la 
dictadura militar en la evolución del clivaje derecha-izquierda hasta el día de 
hoy. El hecho de que la derecha chilena no siguiera el proceso de polarización y 
radicalización ocurrido en la izquierda es, a mi juicio, tan solo una demostración 
de la hegemonía lograda por el régimen neoliberal en el país. Y al contrario, la 
adopción de una estrategia rupturista, que justifica el uso de la violencia por 
parte de la izquierda chilena, sería una respuesta exasperada ante dicha realidad. 


En otras palabras, ha sido justamente el relativo éxito que ha tenido el sistema 
neoliberal en Chile y su inminente consolidación durante la última década, lo 
que llevó a un sector mayoritario de la izquierda 


chilena a adoptar una estrategia rupturista con el sistema político, económico e 
institucional vigente. El gobierno de la Nueva Mayoría fracasó visiblemente en 
su esfuerzo por desmantelar el extenso y profundo enjambre político, económico 
y jurídico-institucional del neoliberalismo. Esta experiencia llevó a la izquierda 
radicalizada a inclinarse por la única opción que le quedaba: patear 
definitivamente el tablero político-institucional e intentar el derrocamiento del 
gobierno y del sistema imperante a través de la rebelión popular. En este sentido, 
la rebelión de octubre marcó también el triunfo definitivo de la izquierda radical 
ante una izquierda moderada, que en el momento actual ha perdido toda 
gravitación en el espectro político chileno. 


La mayoría alcanzada por los sectores radicales en la Convención Constituyente 
posiblemente permitirá eliminar en la futura Carta Fundamental muchos 
elementos que han sido tildados como neoliberales. Sin embargo, dichos 
cambios sobre el papel no lograrán transformar mayormente a la sociedad 
chilena, al menos no en el corto plazo. Lo más probable es que por un buen 
tiempo el país se seguirá rigiendo por las reglas económicas, sociales y 
culturales que caracterizaron al proceso de modernización capitalista inaugurado 
hace más de cuatro décadas. 
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1 Solo basta recordar que el primer gobierno de Sebastián Piñera fue a menudo 
tildado como “el quinto gobierno de la Concertación”, Esto debido a la fuerte 
continuidad que mostró en relación con los anteriores gobiernos de 
centroizquierda que le precedieron. 


2 El gobierno de Nueva Mayoría rescataría la imagen de Salvador Allende. Así, 
durante su segundo gobierno, Bachelet utilizó a menudo grandes imágenes de 
Allende como trasfondo de sus intervenciones en público, con textos tales como 
“el pueblo chileno cumplirá tu mandato”. 


3 A partir de la llamada “revolución pingúina” de estudiantes secundarios que se 
inicia en 2006, son numerosas las entrevistas y reportajes periodísticos en donde 
los jóvenes manifestantes afirmaban que no solo protestaban en contra del 
neoliberalismo. A menudo señalaban que también lo hacían en honor de sus 
padres y abuelos que sufrieron con la caída del gobierno de la Unidad Popular y 
que fueron víctimas de la represión militar desatada tras el Golpe. En otras 
palabras, estaban intentando hacer realidad lo que sus padres y abuelos no 
lograron alcanzar en el pasado. 


4 Estas lecciones sacadas de la debacle de la Unidad Popular serían decisivas en 
la posterior decisión de la izquierda moderada respecto de la estrategia 
económica y política a seguir para lograr la restauración democrática y 
garantizar la estabilidad política y económica en el futuro. Esto facilitó la 
aceptación de un modelo de mercado que garantizara el crecimiento económico 
y estabilidad financiera y la concreción de una alianza con la Democracia 
Cristiana para asegurar la gobernabilidad y la estabilidad política (Boeninger, 
1998). 


5 Los informes anuales del 
pnud 


ejercerán una gran influencia en la agenda política de los dos gobiernos dirigidos 
por Bachelet en temas como la desigualdad social, la participación ciudadana, la 

igualdad de género y en muchos otros terrenos. Durante su segundo gobierno, el 

sociólogo Pedro Güell, quien trabajó muchos años a cargo de dichos informes, se 
convertiría en el principal ideólogo y consejero de Bachelet. 


CAPÍTULO 3 


La rebelión de una generación desengañada 


José Joaquín Brunner 


Introducción 


La protesta social chilena de octubre de 2019, que se mantuvo hasta el comienzo 
de la pandemia en marzo de 2020 y continúa latente hasta hoy, ha sido objeto de 
múltiples interpretaciones. Dieciocho meses después del inicio del llamado 
estallido social, Google Scholar contabilizaba ya 2.830 documentos académicos 
que mencionan este fenómeno. La atención prestada al mismo por los mass 
media, así como en conferencias, seminarios y webinars que buscan explicarlo, 
es igualmente formidable.! 


Como resultado de esta incesante actividad inquisitiva han proliferado las 
narrativas sobre la protesta chilena. Compiten por otorgarle significado e 
integrarla a un relato mayor sobre la crisis y transformación de la sociedad 
chilena. Y, por cierto, no se trata de un asunto puramente académico. Más bien, 
la pugna entre narrativas busca imponer eventualmente una comprensión 
hegemónica que confiera poder a quienes la proponen. Miradas más de cerca, las 
narrativas que compiten en el mercado de ideas son de diversa naturaleza y 
alcance, e interactúan de variadas maneras entre sí. El presente ensayo desea 
contribuir a este intercambio discursivo con una interpretación fundada en datos 
de la realidad y guiada por un conjunto limitado de conceptos. 


Me aproximo al fenómeno de la protesta desde la perspectiva de la acelerada 
transformación educacional que experimentó la sociedad chilena como resultado 
de la masificación y universalización de su educación terciaria (et). A mi juicio, 


este proceso produjo un desajuste de las oportunidades de empleo, ingreso, 
reconocimiento y bienestar disponibles en la sociedad. La protesta representa por 
tanto una rebelión frente a ese desajuste, que se manifestó como un masivo 
repudio hacia las metas y los medios culturales propuestos por la sociedad en su 
fase de intensa modernización. Dicho en otras palabras, un rechazo a la promesa 
de éxito personal y colectivo que debía lograrse a través del esfuerzo y la 
inversión en et, conduciendo a la integración social y a compartir los beneficios 
de la modernidad. En este esfuerzo interpretativo y explicativo me apoyo, en el 
nivel macrosociológico, en mis propios trabajos sobre los malestares y 
contradicciones de la modernización capitalista democrática en Chile a partir de 
1990 (Brunner, 1998, 2006a, 2006b, 2018). A su vez, en el nivel 
microsociológico, recurro a información secundaria proveniente de la propia voz 
de los actores representados en la protesta. Finalmente, la explicación ofrecida 
de este fenómeno se construye en un nivel intermedio, apelando a un modelo 
conceptual que interpreta la rebelión social como respuesta a una situación 
colectiva de desengaño y frustración generacional. 


El ensayo se organiza de la siguiente manera. La sección inicial introduce 
esquemáticamente los aspectos de organización, funcionamiento y desarrollo de 
la et en Chile que sirven de base al argumento central. Enseguida, se muestra 
cómo ese desarrollo se enmarcó en un discurso de las élites chilenas sobre el 
valor trascendental de la et para el bienestar de los individuos y el crecimiento de 
la economía. La tercera sección sostiene que la fuerza expansiva de la et creó 
una explosión de expectativas que después, al verse frustradas, conduce a un 
desengaño generacional colectivo. Las siguientes dos secciones resumen la 
experiencia de acceso al mundo laboral de esa generación por un lado y, por el 
otro, las peculiaridades de su socialización política previa al estallido de 2019. 
La parte final cubre dos secciones adicionales. Una describe y analiza la base 
social del estallido, compuesta por aquella generación desengañada. La otra 
ofrece, a partir de los anteriores elementos, una explicación de la protesta. La 
entiende como una rebelión de la generación nacida en torno a 1990, frente al 
desajuste provocado entre la meta cultural de integración a la modernidad 
capitalista y el fracaso de las credenciales de la et para asegurar el cumplimiento 
de esa promesa. 


Educación terciaria: hechos estilizados 


Los rasgos salientes de la et que interesa destacar para este análisis pueden 
resumirse en cuatro aspectos. Primero, el rápido incremento del número de 
estudiantes, que se multiplica por casi cinco veces entre 1990 y 2019. Con esto, 
en tres décadas Chile pasa de un estadio inicial de acceso restringido a la et a un 
estadio intermedio de acceso masivo. Y, a partir de 2007, el país entra a una fase 
de rapidísimo crecimiento que lleva la tasa bruta de participación a un 91 por 
ciento en 2019. De modo que, al momento de la protesta, Chile poseía una tasa 
superior en 17 puntos porcentuales a la del promedio de los países de la ocde y 
38 puntos porcentuales más alta que la del promedio de América Latina. Lo 
anterior significó un espectacular salto educativo intergeneracional. Mientras en 
la generación de los padres (54 a 65 años de edad) apenas un 16 por ciento 
poseía et, en la generación de los hijos (25-34) un 34 por ciento había alcanzado 
dicho nivel. 


Segundo, la expansión del acceso a la et representó un incremento en la 
participación de los jóvenes provenientes de todos los estratos socioeconómicos. 
Es decir, incluye también aquellos del 20 por ciento de hogares de menores 
recursos, quienes aumentan su participación de 4,4 por ciento en 1990 a 37,6 por 
ciento en 2017. Esta fuerte movilidad intergeneracional y el ensanchamiento de 
la base social de reclutamiento de los estudiantes tuvo como resultado una mayor 
diversidad socioeconómica y cultural de la población estudiantil. Además, 
produjo un impacto directo sobre la progresiva disminución del “efecto 
herencia” dentro de ella. En efecto, los estudiantes provenientes de familias 
donde ya alguno de sus miembros había accedido anteriormente a la et 
disminuyeron, hasta representar apenas un 30 por ciento, mientras aquellos 
pertenecientes a la primera generación dentro de sus familias en cursar estudios 
terciarios crecieron hasta un 70 por ciento. 


Tercero, al incrementarse la base numérica de estudiantes, aumentó también el 
número de graduados y titulados —técnicos superiores y profesionales. Durante 
las tres décadas anteriores a 2019 se multiplicaron por 16 veces, pasando de 
14.900 a 240.000. Encuestada la población chilena en 2017 sobre cuál es la 
razón más importante para ir a la educación universitaria o técnico-profesional, 
las respuestas apuntan a retribución económica y movilidad social, por un lado, y 
a desarrollo personal y vocacional, por el otro. Un 41 por ciento responde que 
espera mejorar su ingreso y oportunidades laborales, un 24 por ciento 
desarrollarse como persona y un 15 por ciento acceder a una vida mejor que la 


de sus padres. Finalmente, un 12 por ciento da como razón ejercer su vocación O 
prepararse para trabajar en algo, un 4 por ciento ser más valorado socialmente y 
un 3 por ciento aprender. Interrogadas las personas en esa misma ocasión por su 
acuerdo con la idea de que un joven que pasó por la educación terciaria “tendrá 
mayores posibilidades de llevar una vida mejor que la de sus padres”, un 81 por 
ciento responde afirmativamente.? 


Cuarto, sin embargo, desde el punto del masivo flujo de estudiantes que ingresa 
a la et, cabe tener presente algunas consideraciones importantes. Los estudiantes 
llegan a la et con desempeños cognitivo-escolares previos desiguales, que se 
hallan condicionados por su origen sociofamiliar, socialización primaria en el 
hogar, educación temprana, trayectorias escolares y otros factores de contexto y 
características personales. El ingreso mismo a las universidades supone un filtro 
adicional, consistente en una prueba de selección cuyos resultados se 
correlacionan con el origen sociofamiliar de los postulantes. Como resultado, al 
momento de ingresar a las universidades los estudiantes se ordenan en forma de 
una cascada selectiva; quienes tienen los puntajes más altos en la prueba de 
selección universitaria —que habitualmente poseen también la mayor 
puntuación en la escala socioeconómica y cultural— eligen y son aceptados por 
las universidades de mayor calidad medida según sus años de acreditación 
(Cociña, Frei y Larrañaga, 2017: 97). Los demás estudiantes se distribuyen en 
instituciones universitarias y no universitarias de baja o sin ninguna selectividad 
socio-académica. Lo anterior confirma las hipótesis conocidas como de la 
maximally maintained inequality (mmi) y la essentially maintained inequalty 
(emi), de acuerdo con las cuales las desigualdades educacionales tienden a 
persistir, a pesar de la expansión de la et, porque los jóvenes de clase social 
aventajada se hallan siempre en mejor posición para aprovechar las nuevas 
oportunidades creadas por la expansión (mmi) o de asegurarse las oportunidades 
de mayor calidad (emi) (Boliver, 2011). 


Lo anterior significa que existen ahora trayectorias educacionales muy distintas 
para jóvenes provenientes de diferentes estratos socioeconómicos. Esto pone en 
cuestión el carácter meritocrático de la et y desnuda el hecho de que, a pesar de 
la masificación de las oportunidades de estudio, estas permanecen atadas a las 
condiciones socioeconómicas del hogar de origen. 


Asimismo, una vez que los jóvenes de una misma cohorte de edad se gradúan de 
la et y se incorporan al mercado laboral, su ingreso laboral promedio se 
diferencia y segmenta también debido al et de la cual reciben su credencial. El 


premio salarial a los diplomas de programas de ciclo corto muestra solo una 
moderada diferencia con el ingreso de quienes solo completan la educación 
superior. Tampoco existen entre ellos diferencias significativas según origen 
socioeconómico familiar. En el caso de los titulados de institutos profesionales, 
la diferencia por estrato social es moderada también, aunque algo más 
pronunciada respecto de los egresados de la enseñanza secundaria. Por último, 
en el caso de los titulados universitarios, el valor del premio salarial es 
claramente mayor, tanto en términos del tipo de institución que otorga la 
credencial como del estrato socioeconómico del hogar (Cociña, Frei y 
Larrañaga, 2017: 314). 


En suma, durante los últimos 30 años, y especialmente a partir de la segunda 
mitad de la década pasada, Chile experimentó una masiva apertura de 
oportunidades de estudio en el nivel de la et. Esta fue entendida como una vía 
relativamente meritocrática hacia el estatus de personas con credenciales de et y 
como un pasaporte para ingresar a las ocupaciones que prometen mayor ingreso 
y reconocimiento social. Sin embargo, en la práctica esa enorme movilización de 
deseos, esfuerzos y expectativas no alteró la jerarquía subyacente de posiciones 
sociales, sino que multiplicó explosivamente el número de titulados, 
manteniendo gruesamente inalterado el vínculo entre orígenes y destinos. 


Percepción y valor de la educación terciaria 


en el discurso de las élites 


La importancia otorgada a la et en la agenda y el discurso de las élites chilenas 
que condujeron la transición democrática fue enorme. Lo mismo sucedió con los 
programas y las políticas públicas de los gobiernos de ese período y en las 
transformaciones experimentadas por la sociedad chilena durante las tres 
décadas previas al estallido social. La et constituyó un eje discursivo estratégico 
de la reconstrucción democrática, la modernización económica social del país. 
Floreció así un discurso cultural centrado en el esfuerzo y el mérito individuales, 
la movilidad intergeneracional y la participación en los beneficios de la 
modernidad. 


Esta visión, cultivada por las élites a lo ancho del arco político e ideológico, se 
tradujo en la valoración de la educación en múltiples sentidos. La educación 
constituiría una palanca fundamental para el crecimiento económico (capital 
humano, productividad del trabajo, ingreso familiar, competitividad de las 
empresas e integración de la economía chilena en los mercados globales). Sería, 
además, un factor determinante de la movilidad social (dentro y entre 
generaciones, para la superación de la pobreza, el acceso al estatus de clase 
media a través del esfuerzo personal y al consumo de bienes propios de una 
sociedad 


desarrollada). Finalmente, la educación fue presentada como el medio principal 
para la adquisición y desarrollo de las capacidades requeridas para participar en 
la cultura contemporánea (basada en el conocimiento científico-técnico, la 
autonomía individual, la libertad de elegir y el emprendimiento personal). 


Tal discurso, que convertía a la educación en base de la emancipación personal y 
la riqueza de las naciones, se hallaba sustentado e impulsado adicionalmente por 
el concierto de voces que coetáneamente, y en la misma dirección, surgían desde 
los organismos internacionales más influyentes (ocde, Banco Mundial y, a nivel 
regional, Cepal-Unesco (1992) y el bid), plasmados en sucesivos documentos, 
como la declaración mundial “Educación para todos”, de Jomtien, en 1990, hasta 
la declaración de Incheon de 2015. Igualmente, el discurso empresarial a nivel 
global apuntaba en esa dirección y servía de base para comparaciones y rankings 
internacionales de capital humano y dominio de competencias fundamentales y 
de empleabilidad para el siglo xxi. Había, pues, en los años 90 y en las décadas 
posteriores, aunque con menos convicción y unanimidad que al comienzo, un 
fuerte énfasis en la educación y su rol esencial como palanca para el desarrollo 
de las naciones. 


Inflación de expectativas y desengaño colectivo 


Aquel discurso intensamente afirmativo permeó la conciencia de todos los 
sectores de la sociedad chilena.? Mas importante aún, ese discurso moldeó las 
expectativas de la generación nacida con la democracia alrededor de 1990 y de 
los estratos bajos adultos. Así, una encuesta del año 2000 constataba que, para 


explicar su pobreza, los pobres no alegan “abusos o injusticias del sistema”, 
“haber tenido padres pobres”, “falta de generosidad de los que tienen más”, 
“mala suerte” o “malas políticas económicas del Gobierno”. Al contrario, estas 
eran las razones menos invocadas, sumando apenas algo más de un 15 por ciento 
de las menciones. En cambio las personas pertenecientes al estrato bajo se 
quejaban fuertemente de la “falta de educación”; un 40 por ciento identificaba a 
este como el primer factor explicativo de la pobreza. La educación también 
aparecía como un factor que crece en importancia para explicar el éxito 
económico de las demás personas (Encuesta cep, marzo-abril 2000). 


Esta visión afirmativa respecto al poder de la educación perdura en el tiempo. 
Así, una encuesta de 2017 constata que un alto porcentaje de la población 
chilena mayor de 18 está “de acuerdo” o “muy de acuerdo” con que un joven 
que pasó por la et tendrá más posibilidades de: encontrar trabajo, ser valorado 
por la sociedad, obtener ingresos, poseer conocimientos y habilidades y llevar 
una vida mejor que la de sus padres, en porcentajes que fluctúan entre 71 por 
ciento y 81 por ciento (cep, 2017; Encuesta cep, julio-agosto 2017). Una 
encuesta anterior del mismo organismo, del año 2015, registra la creencia de las 
personas sobre cuáles serían los aspectos esenciales o muy importantes para 
surgir en la vida. Obtienen los primeros lugares, con más de un 50 por ciento en 
cada caso, “que Ud. tenga un buen nivel de educación” (63 por ciento), “el 
trabajo duro” (57 por ciento) y “tener ambición” (51 por ciento), todos por 
delante de los otros aspectos consultados: “conocer a las personas adecuadas”, 
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“tener padres con alto nivel de educación”, “provenir de una familia rica o con 
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muchos recursos”, “tener contactos políticos”, “la raza u origen étnico de las 
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personas”, “el sexo de las personas”, “ser hombre o mujer”, “la religión que 
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tengan las personas”, “pagar coimas” (Encuesta cep, noviembre 2015). 


En este cuadro de exaltación colectiva del valor de la et, no sorprende que el año 
2019, cuando solo un 24 por ciento de la población entre 25 y 64 años había 
alcanzado ese nivel, cerca de un 90 por ciento de los estudiantes de educación 
secundaria, a los 15 años de edad, esperaba cursar estudios terciarios, muy por 
encima del promedio de los países de la ocde, donde esa cifra no alcanzaba a 50 
por ciento (ocde, 2020). Más notable aún es el hecho de que, ya en 2006, un 70 
por ciento de los estudiantes chilenos, en comparación con un 55 por ciento en el 
promedio de la ocde, creía que en el futuro trabajaría como mánager, directivo 
público o privado o como un profesional con formación universitaria y relativa 
autonomía laboral, similar al caso de abogados, ingenieros y médicos (ocde, 
2006). Es decir, tenía la expectativa de alcanzar el ingreso y el estatus propio de 


las ocupaciones más prestigiosas y mejor remuneradas de la sociedad, que 
incluso en sistemas de et con acceso de minorías se hallan reservadas 
exclusivamente para los jóvenes herederos de las familias de mayor capital 
económico, social, académico y cultural (Bourdieu y Passeron, 2009). En un 
sistema de acceso masivo universal, como el chileno, dicha promesa estaba, por 
lo mismo, lejos de poder cumplirse. Más bien, estaba condenada a quedar 
incumplida, pues, como señala Bourdieu en otro trabajo, las clases recientemente 
llegadas a la educación “están expuestas a esperar de ella, por el solo hecho de 
haber tenido acceso a la misma, lo que proporcionaba en el tiempo en que 
estaban prácticamente excluidas de dicha enseñanza” (Bourdieu, 2003: 142). 


De manera que estamos frente a una situación de altas aspiraciones, 
continuamente alimentadas por el discurso oficial. Este promete alcanzar la meta 
cultural de la sociedad a través de la et, lo que impulsa a los jóvenes de las clases 
subalternas a invertir fuertemente en las reglas del juego ofrecido; esto es, en 
esfuerzo, disciplina, tiempo y recursos. Sin embargo, el sistema satisface, 
digamos así, únicamente la promesa de entrada a la et; incluso en esa instancia 
inicial, solo ofrece un conjunto de oportunidades jerárquicamente distribuidas a 
lo largo de una cascada descendente de posibilidades de poder llegar a la meta, 
como vimos más arriba. 


A esto cabe agregar una serie de otros obstáculos para el cumplimiento pleno de 
la promesa investida en la educación, vinculados al origen sociofamiliar de los 
estudiantes, sus trayectorias escolares previas y la efectividad de las instituciones 
del sistema educativo. Primero, entre un tercio y un cuarto de los estudiantes 
chilenos inscritos en la et —según tipo y nivel de instituciones— abandonan los 
estudios durante el primer año de la carrera o al completarlo. Segundo, la tasa de 
conclusión oportuna de una cohorte de estudiantes chilenos en el nivel del ciclo 
corto es de 23 por ciento y aumenta a 46 por ciento dentro de un plazo adicional 
de tres años, mientras que en el nivel del primer grado (licenciatura) las cifras 
correspondientes son 16 por ciento y 51 por ciento respectivamente, muy por 
debajo del promedio de la ocde con información comparable (23 países), que 
corresponden a un 40 por ciento y un 69 por ciento, respectivamente (ocde, 
2019). Tercero, la tasa de graduación por nivel socioeconómico es altamente 
desigual; en efecto, según los quintiles de ingreso de más rico a más pobre, el 
porcentaje de graduados es 49 por ciento, 19 por ciento, 10 por ciento, 6 por 
ciento y 4 por ciento, respectivamente (Carrillo, Espinoza y Valenzuela, 

2018). Cuarto, el subempleo por competencias o calificación de las personas con 
et (que implica una utilización insuficiente de las competencias laborales de los 


trabajadores) aumentó de alrededor de 400 mil personas a mediados del año 
2009 a alrededor de 700 mil hacia el momento del estallido social (Bravo, 2020, 
2021). Quinto, un número significativo de graduados y titulados de la et — 
alrededor de un millón entre 2006 y 2020, incluyendo personas que abandonaron 
sus estudios— financió sus estudios con un crédito garantizado por el Estado, 
cuyo pago ocupa un lugar importante en la experiencia y el discurso de la 
“generación desengañada”. Sexto —y ultimo—, en un número importante de 
carreras universitarias, el ingreso bruto mensual de los graduados durante el 
primer y el quinto año después de ingresar al mercado laboral alcanza apenas a 
ser 1,3 veces y 2 veces, respectivamente,* mayor al ingreso mínimo mensual 
para trabajadores entre 26 y 65 años. 


Estas condiciones de desajuste estructural entre aspiraciones y posibilidades de 
materializarlas —entre la promesa del sistema educacional y su limitado 
cumplimiento, o bien, entre la illusio® del juego que se debe jugar y el reducido 
premio económico y social obtenido en el mercado laboral — llevan a una 
verdadera “desilusión colectiva”, según la llama Bourdieu (1984: 144). Él 
analiza este particular desajuste bajo el nombre de “efecto de histéresis” 
(Bourdieu, 1990: 62). Este efecto dice que las aspiraciones y expectativas 
formadas en un momento producen resultados totalmente distintos cuando se 
materializan más adelante y las condiciones en que nacieron ya no existen. Así, 
en el punto inicial, cuando las expectativas valían únicamente para una minoría 
privilegiada, las credenciales de et comandaban altos ingresos y generaban una 
distinción de estatus. Esto contrasta fuertemente con lo que ocurre después, 
cuando las credenciales se vuelven masivas y pierden en consecuencia valor 
social y de mercado. Este mismo fenómeno se conoce también como inflación 
de credenciales (Collins, 1979, 2011) o credencialismo (Chiroleu y Marquina, 
2017), pudiendo desembocar en reacciones de frustración colectiva o de rebelión 
frente al sistema, según veremos más adelante. 


Experiencia laboral de una generación desengañada 


Así como hubo en Chile una masa de jóvenes que dentro de sus familias 
representaron la primera generación de estudiantes que accedía a la et y 
experimentaron allí el “efecto histéresis” del que habla Bourdieu, también hubo, 


a partir de 2010, un número creciente de jóvenes adultos que conforman en sus 
familias una “primera generación de profesionales”, según la denomina la 
literatura. Habitualmente provienen de hogares pertenecientes a los dos o tres 
quintiles de hogares de menores ingresos y, como vimos, la mayoría cursó sus 
estudios terciarios en carreras e instituciones de selectividad media, baja o sin 
selectividad (libre ingreso). Según señala un estudio, “los profesionales de 
primera generación [...] han demostrado a través de sus trayectorias, ser capaces 
de movilizar todos sus recursos: tiempo, años sin renta, dinero, adquisición de 
deudas, entre otros, en función de obtener un título universitario y convertirse en 
profesionales” (Ramos Matus, 2018: 90). 


En Chile, como se vio anteriormente, un grupo masivo de alrededor de 250 mil 
jóvenes profesionales y técnicos ingresa cada año al mercado laboral. Su primera 
des-illusio la experimentan al probar el valor utilitario de la credencial otorgada 
por su institución formadora: “[...] te das cuenta que tener el título, el cartón en 
la mano, uno dice, oh, ya, soy profesional, no significa nada, no te asegura que 
todos tus sueños, todas tus ideas queden como completas” (Ramos Matus, 2018: 
81), según expresa una joven kinesióloga de la generación desengañada. Esta 
Cita muestra claramente la discordancia entre el sueño y la realidad, entre las 
condiciones imaginadas del mercado laboral y sus condiciones actuales, entre el 
prestigio proclamado por, o atribuido a, la institución otorgante del título y el 
prestigio efectivo que sus diplomas comandan en el mundo ocupacional; en 
breve, entre el estatus e ingresos anticipados y aquellos reconocidos socialmente. 
Por su lado, un egresado de derecho de una universidad privada regional señala: 
“Hoy en día sacan y sacan y sacan profesionales, y uno encuentra muchísimo 
cesante ilustrado; gente con mucho título universitario, muchos estudios, pero 
que no consigue trabajo; está trabajando en ventas o en cualquier cosa para 
poder sobrevivir, porque al final lo que necesita es dinero para vivir” (Vásquez- 
Palma, 2017: 189). 


El encuentro de la primera generación de profesionales con el mercado laboral, 
relatado aquí en su propia voz, muestra entonces, ante todo, la dificultad de 
acceder a un lugar de trabajo por la baja capacidad de señalización del título o 
grado expedido por una institución de et relativamente nueva, de acceso no 
selectivo y con escasa reputación. Además, es probable que los miembros de esa 
generación no cuenten con redes sociales que faciliten información, contactos y 
patrocinio (capital social) al momento de ingresar al mercado de empleo. 
Tampoco disponen de un capital de empleabilidad acreditado por una institución 
reconocida. Por otra parte, es posible que sean discriminados por su origen 


familiar, trayectoria escolar previa y falta de capital cultural asociado 
tradicionalmente a las posiciones profesionales. También es muy probable que 
tengan dificultades para encontrar empleos congruentes con el área de 
conocimiento de su formación (subempleo por campo de estudio). 


Adicionalmente, la literatura detecta un conjunto de frustraciones y agravios 
asociados a la et recibida por la primera generación, una vez que estos 
profesionales encuentran empleo. Por ejemplo, dificultades para obtener 
reconocimiento laboral de parte de sus pares provenientes de universidades de 
mayor prestigio. Enseguida, percepción de inconsistencias de estatus entre 
compañeros y en relación con los superiores en la oficina o servicio. También, 
poca consideración por el mérito y esfuerzo personales a lo largo de la 
trayectoria laboral, en comparación con pares de otro origen social que integran 
redes clientelares, políticas y de amigos. Una alta rotación entre puestos de 
trabajo frecuentemente ejercidos sin una relación contractual formalizada, solo a 
cambio de boletas de honorarios. De ahí que se diga que estas personas forman 
parte del “boletariado”. Asimismo, una devaluación de los conocimientos 
adquiridos, lo que lleva a una sensación de desprofesionalización o precarización 
en el caso de quienes se desempeñan en el estrato de más bajos ingresos y menor 
reconocimiento dentro de una determinada profesión. Adicionalmente, 
percepción de discontinuidad en el ejercicio profesional debido a la frecuente 
migración laboral hacia el sector de servicios (call centers, por ejemplo), 
comercial (ventas en supermercados) o del emprendimiento personal 
(autoempleo en plataformas de distribución o transporte) para obtener ingresos 
que la profesión no asegura. Por último, sensaciones de angustia y precariedad 
debido a bajos ingresos, deudas y ausencia de un horizonte de consolidación del 
nuevo estatus prometido por la et. 


Como resume otro estudio, la mayor problemática que presenta una muestra de 
profesionales de primera generación es “su falta de estabilidad laboral y baja 
recompensa económica por el trabajo realizado, con lo cual emerge la 
incertidumbre en cuanto a su reproducción material cotidiana, que aumenta dada 
la privatización de los servicios sociales” (Jara Villarroel, 2020: 92). 


Socialización política de una generación desengañada 


Debemos ahora situar a la generación desengañada sobre una línea del tiempo 
para ver cómo transcurrió su socialización política durante las últimas tres 
décadas. Es decir, la formación de actitudes, valores, comportamientos y 
preferencias de orientación en la esfera política (Neundorf y Smets, 2017). Se 
trata de personas nacidas en torno a los años en que se inicia la transición desde 
la dictadura de Pinochet hacia la democracia, i.e., entre los años 1985 y 1990. La 
mayoría nace en condiciones de pobreza. Hay que recordar que en 1990, casi un 
40 por ciento de la población chilena se encontraba en esa condición. La mayoría 
de sus padres no habían completado la enseñanza secundaria, en un tiempo 
donde el acceso a la et estaba reservado todavía para una minoría. Por ejemplo, 
en 1990 la tasa bruta de participación en la et alcanzó a alrededor de un 20 por 
ciento, mientras se graduaron o titularon como profesionales y técnicos 
superiores alrededor de 20 mil. 


Los nacidos en torno a 1985, ingresan a la escuela primaria en 1991, la 
completan luego de 8 años, en 1997, para acceder al año siguiente a la enseñanza 
secundaria y cumplir ahí su ciclo de enseñanza obligatoria (12 años), 
completándolo en 2002. Ingresan a la et al año siguiente, pudiendo egresar los 
primeros en torno a los años 2005/2006 de carreras de ciclo corto, o bien, 
obtener su primer grado académico o título profesional en el período 2007/2009. 
De modo que ya durante la segunda década del siglo xxi hay un flujo constante 
de miembros de esta generación que ha ingresado al mercado laboral, con sus 
altas expectativas y aspiraciones (la illusio puesta en el juego educacional). La 
mayoría de ellos, sobre todo quienes son parte de la primera generación 
profesional de sus familias, experimenta allí el “efecto histéresis”, con el 
consiguiente desengaño que vimos en la sección anterior. La socialización 
política de esta generación transcurre pues en plena transición a la democracia, 
en hogares que pronto se ven inmersos en la más grande transformación 
modernizadora y de crecimiento económico del país en el tránsito del siglo xx al 
xxi. 


Por otra parte, la política se desenvuelve dentro de los cauces institucionales y 
adquiere ahí la naturaleza de una intensa y continua negociación inter-élites. 
Esto ocurre mientras la sociedad experimenta una masiva expansión de 
oportunidades y beneficios, dentro de un clima cultural caracterizado —a veces 
hasta la exageración— por la doble promesa de progreso material sostenido y 
continua movilidad social. Sin duda, ese clima permeó la temprana socialización 
de los “hijos de la democracia”, tema hasta ahora poco estudiado. 


Una hipótesis razonable es que esta “generación desengañada” tuvo su más 
intensa socialización política no en el hogar, ni siquiera en la escuela, sino en el 
ámbito cultural del movimiento estudiantil y sus luchas. Durante la primera de 
las tres décadas bajo análisis, esto es, aquella consagrada más intensamente a la 
transición e instalación de la democracia y a la gradual deconstrucción del 
régimen autoritario y a la modernización de la economía y sociedad, la presencia 
pública de los jóvenes estudiantes fue prácticamente inexistente. Comenzó una 
lenta recomposición del movimiento estudiantil dentro de los campus 
universitarios, con dos tímidas reivindicaciones iniciales: democratización 
interna del poder universitario para desembarazarse del legado autoritario y 
retorno al esquema de gratuidad en las universidades estatales y privadas 
directamente subsidiadas por el Estado. 


La segunda década de la posdictadura se inició, en cambio, en 2001, con una 
protesta liderada por estudiantes secundarios que salieron a las calles para exigir 
transporte gratuito, gratuidad de la prueba de admisión a las universidades y 
reducción de la jornada escolar completa, que se había instaurado el año 1997. 
Esta protesta aparece así como el primer antecedente de una agenda anti- 
privatización y pro-equidad que, más adelante, el movimiento estudiantil 
levantaría con éxito. 


Sin embargo, el hito principal de esta década fue la llamada “revolución de los 
pingúinos” del año 2006, impulsada, igual que el anterior evento, por los 
estudiantes secundarios a lo largo del país. Alcanzó un amplio apoyo de la 
opinión pública y produjo importantes efectos políticos. El 30 de mayo de ese 
año, cerca de un millón de estudiantes de todos los niveles, acompañados por sus 
padres y apoderados, reclamaron en las calles contra una educación escolar cuyo 
costo debía ser compartido por las familias. La plataforma de lucha que emergió 
durante la protesta fue de rechazo a piezas clave del sistema escolar: (i) fin de la 
Ley Orgánica de Educación (loce, Ley N° 18.962), aprobada el último día de la 
dictadura de Pinochet (10 de marzo de 1990); (ii) término del “modelo 
neoliberal” de educación, acusado de estar sostenido sobre los pilares de la 
privatización; los vouchers, los costos compartidos, el lucro y la segregación 
social; (iii) cese del abandono en que se encontraba la educación escolar estatal 
administrada por los municipios. 


Ante el masivo apoyo recibido por la protesta, el gobierno de la Presidenta 
Bachelet, recién elegido (2006-2014), convocó a una Comisión Asesora para la 
Calidad de la Educación, compuesta por 81 miembros representativos de la 


comunidad educativa y de las fuerzas sociales, políticas y culturales. Tras sus 
deliberaciones, la Comisión expidió un informe de mayoría que proponía 
derogar la loce, reconocer el derecho a una educación obligatoria, gratuita y de 
calidad; reorganizar la administración municipal de los colegios y una serie de 
otros cambios, para asegurar una mayor equidad y calidad de las oportunidades 
de aprendizaje. Durante los tres años siguientes, en medio de esporádicas 
protestas en las calles, el gobierno preparó y envió al Congreso Nacional una 
nueva Ley General de Educación (escolar) N° 20.370, promulgada en diciembre 
de 2009, que define una nueva institucionalidad y gobernanza para el sistema 
escolar y acoge diversas peticiones de la “revolución pingtiina”. Con todo, no 
modificó las bases de economía política del sistema ni el régimen de provisión 
mixta, aunque dispuso que los sostenedores privados debían constituirse como 
personas jurídicas de giro único y sin fines de lucro. 


La tercera década, que cubre el período más reciente de socialización política de 
la “generación desengañada”, tiene dos hitos principales antes de desembocar en 
el estallido social de octubre de 2019. Ambos expresan momentos culminantes 
de las luchas estudiantiles basadas en la et. 


El primer hito, de 2011, pone en cuestión las bases del sistema de et, las que no 
habían sido revisadas por la Ley General de Educación y permanecían 
esencialmente intocadas, por ende, desde la loce. Las demandas del movimiento 
estudiantil apuntaban contra el “acceso desigual a la educación de calidad, 
segregación, desmantelamiento de la educación pública, estafa y endeudamiento 
excesivo de las familias”, según recuerda un dirigente de aquella época. Y 
agrega: “lo que gatilló las movilizaciones de este año fue el hacerse conscientes 
de que las desigualdades en Chile se perpetúan, que la segregación es constante 
y que la “meritocracia” es un cuento que le vendieron a la mayoría de los 
chilenos”.* Aquel movimiento logró, por primera vez, una amplia participación a 
lo largo del país de los estudiantes de todo tipo de instituciones de et, tanto 
estatales como privadas. Se extendió durante siete meses; hubo 36 
manifestaciones, varias con participación de alrededor de 100 mil estudiantes en 
Santiago, y una marcha que reunió a un millón de personas en agosto de ese año. 
Además, el movimiento amplió y diversificó el repertorio de formas y medios de 
lucha, incluyendo tomas, paros, huelgas de hambre, “cacerolazos”, marchas, 
coreografías y representaciones artísticas callejeras (Reyes y Vallejo, 2013). Dio 
origen, asimismo, a un conjunto de nuevos liderazgos generacionales, 
incluyendo a un grupo de líderes universitarios que tiempo antes, como 
estudiantes secundarios, habían participado en la “revolución pingúina”. 


Al igual que aquella “revolución”, pero ahora con mayor profundidad, la 
movilización de 2011 presentó una agenda ideológica de cuestionamiento y 
ruptura con el “modelo neoliberal” de la et. Demandaba cambios estructurales, 
mayor control estatal del sistema, reforzamiento de la educación pública estatal, 
exclusión de instituciones con fines de lucro y gratuidad. Considerado como el 
más importante y significativo hito dentro de la trayectoria de luchas 
estudiantiles durante tres décadas, el movimiento de 2011 perdió su fuerza al 
acercarse el fin del año académico (diciembre), en medio de controversias entre 
sus dirigentes sobre cómo negociar con el gobierno y de la renovación anual de 
la dirigencia estudiantil. Sus ecos se prolongaron luego durante 2012 y 2013, 
aunque con decreciente energía protestataria. Con todo, varias de sus demandas 
inspiraron el programa de reformas de la et del segundo gobierno de la 
Presidenta Bachelet (2014-2018). Efectivamente, durante esa administración se 
derogó por fin el marco legal de la et heredado de la dictadura, aprobándose una 
nueva Ley de Educación Superior (N° 21.051) en mayo de 2018. 


La trayectoria de aprendizaje político de la “generación desengañada” se 
completa con el “mayo feminista” de 2018. Nacido entre las estudiantes y 
círculos de académicas universitarias, como reacción contra las violencias de 
género, el movimiento planteó una agenda de reproches contra las 
discriminaciones de género en el acceso de las estudiantes a instituciones y 
carreras de et. El movimiento feminista denunció todas las formas de violencia y 
acoso sexual. Además, repudió las brechas de desigualdad entre hombres y 
mujeres en la carrera académica y el ejercicio de cargos de dirección 
institucional. Al mismo tiempo, rechazó el androcentrismo en la producción del 
conocimiento. 


Estas demandas fueron acogidas por el movimiento estudiantil que, en adelante, 
reclama educación superior gratuita, de calidad y no sexista. Además, el 
movimiento estudiantil impuso nuevos estándares de lenguaje y comportamiento 
que reconocen la igualdad de género y desaprueban cualquier “violencia 
simbólica” ejercida al amparo de una cultura patriarcal. 


El 16 de mayo de 2018 se convocó en Santiago a una marcha de mujeres que 
reunió a más de 100 mil personas. Como señala una crónica de aquel día, las 
protestas escenificadas en la ciudad “son provocativas, a través de contenidos 
simbólicos dirigidos al conjunto de la sociedad. Acciones que evidencian 
capacidad organizativa, fuerza y entusiasmo: mujeres encapuchadas, torsos 
desnudos, colas de caballo, bocas tapadas, escenografía que contenía suficientes 


mensajes contra un orden social y simbólico de dominación masculina” (Ubilla 
et al., 2019: 228). Este mismo estudio muestra que la explosión feminista llevó a 
las universidades a institucionalizar procesos de indagación y sanción de 
conductas de acoso y violencia de género. También a la definición de protocolos 
de comportamiento y al reconocimiento de la igualdad de género en las 
normativas de las instituciones. Asimismo, a la activa promoción de una serie de 
redes de mujeres académicas que buscan reorientar la investigación y la 
docencia en sus disciplinas, como abogadas, politólogas, psicólogas y científicas 
feministas. 


La base social de la protesta de octubre de 2019 


Un sondeo de opinión realizado entre los manifestantes durante noviembre de 
2019 en Santiago de Chile (nudesoc, 2019), semanas después del estallido social, 
constató que los manifestantes poseían un distintivo carácter generacional por su 
composición etaria y un perfil educacional mayoritario de et. En efecto, la 
encuesta, administrada directamente en las calles del centro de Santiago —entre 
los días 8 y 29 de noviembre de 2019—’ a una muestra de manifestantes 
mayores de 18 años, revela que su edad promedio era de 33 años, o sea, se halla 
situada plenamente dentro de nuestra línea de tiempo. Estaba compuesta por una 
proporción similar de mujeres y hombres, provenientes en su mayoría (49 por 
ciento) de las comunas de Santiago Centro, Ñuñoa, Puente Alto, Maipú, La 
Florida y Providencia. Es decir, comunas caracterizadas por poseer una 
población de clase baja no pobre, clase media baja, clase media intermedia y un 
segmento reducido de clase media alta. El nivel educacional declarado por los 
manifestantes corresponde, en más de una mitad de la muestra, a et completa (32 
por ciento et universitaria, 13 por ciento et técnico-profesional y 10 por ciento et 
nivel de posgrado) y a un 9 por ciento con et incompleta. El resto de la población 
participante en la protesta declara tener educación secundaria completa (32 por 
ciento), y solo un 3 por ciento poseía un nivel menor de escolarización. 


Aun si se considera un posible sesgo a favor de personas con et, de todos modos 
llama la atención su alta proporción en esta muestra. Sobre todo, si se compara 
con su prevalencia en la población de 25 a 34 años, que en 2019 corresponde a 
un 34 por ciento de esa población. Adicionalmente, un 54 por ciento de los 


participantes de la protesta expresa ser el o la principal aportante al ingreso de su 
hogar; un 64 por ciento se identifica con posiciones políticas de izquierda, 
mientras un 15 por ciento señala ser de centro, un 1 por ciento de derecha, un 18 
por ciento declara no identificarse con ninguna posición y un 2 por ciento no 
sabe o no responde. Destaca, además, el alto porcentaje de manifestantes (93 por 
ciento) que se encuentra “muy insatisfecho” o “insatisfecho” con la democracia, 
mientras solo un 6 por ciento se declara “satisfecho” o “muy satisfecho”. Las 
tres principales demandas mencionadas por los manifestantes son: pensiones (75 
por ciento), salud (58 por ciento) y educación (57 por ciento), seguidas por 
justicia social (23 por ciento), una nueva Constitución (21 por ciento), empleo y 
sueldos dignos (16 por ciento), derechos humanos y no más impunidad (10 por 
ciento). Un 47 por ciento afirma haber protestado en las calles de modo 
“seguido” o “muy seguido” durante los últimos 10 años; un 43 por ciento “a 
veces” o “rara vez”, y un 9 por ciento “nunca antes” (nudesoc, 2019). 


Por su lado, una encuesta nacional aplicada entre el 28 de noviembre de 2019 y 
el 6 de enero de 2020 a personas mayores de 18 años, en todo el territorio 
nacional, arroja, en términos generales, una aprobación mayoritaria de las 
protestas. Un 55 por ciento las aprueba, 11 por ciento las rechaza, 10 por ciento 
las apoyó inicialmente y luego las objetó, 7 por ciento las rechazó inicialmente y 
después las respaldó, mientras un 15 por ciento no las avala ni desestima, y un 2 
por ciento no sabe o no contesta. Las personas encuestadas estiman que las 
razones fundamentales tras las manifestaciones son la desigualdad (38 por 
ciento), las bajas pensiones (16 por ciento), el alto costo de la vida (16 por 
ciento), la mala calidad de la salud y la educación pública (13 por ciento) 
(Encuesta cep, diciembre 2019). 


Por último, otra encuesta administrada entre el 6 y el 15 de enero de 2020, a 
mayores de 18 años de ambos sexos, reveló que un 79 por ciento declara estar de 
acuerdo con las protestas y un 60 por ciento opina que hasta ese momento no se 
había dado respuesta alguna a las demandas sociales del estallido. También la 
autoidentificación de clase social de las personas aparece alterada después de la 
protesta: un 56 por ciento dice pertenecer a la clase baja, 39 por ciento a la clase 
media y 5 por ciento a la clase alta (Fiel y Mori, 2020), en contraste con tres 
años antes del estallido, cuando un 19 por ciento se identificaba como de clase 
baja, un 66 por ciento de clase media y 16 por ciento de clase alta (Cociña, Frei 
y Larrañaga, 2017: 164), indicando un significativo vuelco de la percepción 
subjetiva de clase dentro de la población chilena. 


En síntesis, el estallido social del último trimestre de 2019 encontró en Chile su 
principal base social en una generación masiva de adultos jóvenes, entre 30 y 40 
años, con credenciales de et o, al menos, con educación postsecundaria 
incompleta. Esta generación realizó su socialización política conjuntamente con 
el proceso de democratización del país tras el fin de la dictadura. En su 
adolescencia cultivó altísimas expectativas educacionales, ocupacionales y de 
movilidad social, impulsadas por la gran expansión de capacidades y 
oportunidades asociadas a la modernización de la economía y la sociedad. 


La conjetura de este ensayo es que, al calor de las protestas ocurridas a lo largo 
de las primeras dos décadas del siglo xxi, estudiantes secundarios, de et y del 
movimiento feminista fueron descubriendo que su acceso masivo a la educación 
no conducía a los beneficios esperados e imaginados. Esa conciencia social se 
forjó en la protesta, al margen de los partidos políticos, en la calle y mediante las 
redes sociales. Fue identificándose con la sensibilidad ideológica de las 
izquierdas, más por afinidad electiva con ese sector que por un compromiso con 
sus organizaciones y sus tradiciones ideológicas. Y radicalizó su percepción y 
sentimientos antisistema al ingresar al mercado laboral, donde se encontró de 
golpe con una realidad distante de las elevadas aspiraciones de reconocimiento 
que desde temprano habían cultivado los miembros de esta generación. Eran 
“aspirantes a ingeniero, médico, enfermera, pero retraídos en voluntad, ante las 
dificultades que viven al intentar ser con propiedad aquello a lo que aspiraron. 
No es un asunto de caída [...] es más el enfrentamiento ante una promesa que se 
les mueve, alejándose, que no cumple los términos fijados al inicio del trayecto” 
(Canales, Guajardo y Orellana, 2020: 95). 


Este grupo generacional desafectado pasa a integrar, entonces, los emergentes 
estratos medios precarios, más semejantes y próximos a una clase baja no pobre 
y media baja, pero con et (completa o incompleta), adquirida según las reglas del 
juego —esa illusio— para descubrir al final que la promesa no se había 
cumplido. Sus ingresos laborales eran reducidos y empequeñecen todavía más en 
contraste con las expectativas. Ya en posesión de las credenciales, descubren que 
ellas no van acompañadas de ninguna de las seguridades básicas imaginadas y 
que antiguamente se asociaban a este estatus educacional (seguridad social, 
salud, vivienda y buena educación para los hijos). Su nuevo estatus en la 
sociedad es, por consiguiente, ambiguo. Descubrían hallarse “en un frágil 
escalón del régimen de oportunidades en la sociedad chilena”. Son una baja élite 
según los describe el estudio citado: postergados para alcanzar los puestos 
directivos —pues deben competir en desventaja con aquellos que vienen de las 


clases superiores— y sobreeducados para los puestos de mando medio o de 
escasa Calificación donde frecuentemente van a dar (Canales, Guajardo y 
Orellana, 2020: 99). En breve, una “generación desengañada”. 


La protesta como rebelión ante la anomia 


El desengaño de esta generación se asemeja, en cierta medida, al fenómeno 
observado por el sociólogo norteamericano James Coleman en sociedades que 
iniciaban su desarrollo y procesos de modernización a mediados de los años 60 
(Coleman, 1965). En ellas solían producirse desajustes entre una rápida 
expansión educativa del nivel secundario y un más lento crecimiento de la 
economía y las ocupaciones, generándose lo que él llamó un “potencial anómico 
de los egresados desempleados” y un “vasto y casi incontrolable incremento en 
el número de egresados desempleados o subempleados” (Coleman, 1965: 27, 
29). Además, sostenía, esta generación más educada se hallaba rezagada 
respecto de la anterior generación en cuanto a los beneficios que podía obtener 
de las credenciales, que ya no aseguraban ni el mismo nivel de ingreso ni de 
estatus. 


Otro texto clásico de la época, con un enfoque teórico similar, llamaba la 
atención al hecho de que la incorporación de importantes segmentos de la 
población a las clases medias había permitido que escalaran sus expectativas y 
aspiraciones, generando así una reacción más intensa si aquellas no se cumplían 
en la realidad (Crozier, Huntington y Watanuki, 1975: 158). De modo que 
tampoco la “sociología burguesa” o “conservadora” era insensible frente a las 
transformaciones que experimentan las sociedades como resultado de una rápida 
modernización. Al contrario, ella dio origen a la hipótesis según la cual, en la 
medida que un grupo experimenta un mejoramiento de sus condiciones de vida, 
experimenta igualmente un ascenso en el nivel de sus deseos: “Estos crecen más 
rápido que aquel mejoramiento, pudiendo desembocar en insatisfacciones y 
rebelión” (Geschwender, 1964: 249). 


Con un enfoque distinto a los anteriores pero convergente en las conclusiones, 
también Pierre Bourdieu advierte que la masificación de las credenciales 
educacionales puede, al final, volverse contra su propio propósito. En una 


sección titulada “una generación engañada”, de su obra La distinción, el 
sociólogo francés se refiere precisamente al desajuste estructural entre 
aspiraciones y resultados producidos por el sistema educacional, en una fase de 
rápida expansión e inflación de credenciales, cuando las oportunidades laborales 
no aseguran ya el retorno esperado del capital humano. “La desilusión colectiva 
que resulta del desajuste estructural entre las aspiraciones y las oportunidades”, 
decía él, “se encuentra a la base de la desafección con respecto al trabajo y de las 
manifestaciones de rechazo de la finitud social que está en la raíz de todas las 
fugas y de todos los rechazos constitutivos de la ‘contra-cultura’ adolescente” 
(Bourdieu, 2003: 142). 


Refiriéndose a la generación rebelde de los jóvenes franceses de 1968, concluye 
que en la base de su revuelta opera aquel “efecto histéresis” que introdujimos 
más arriba. O sea, un agudo desajuste entre aspiraciones y satisfacciones, 
producido por el hecho de que aquellas, surgidas en un momento anterior, se ven 
defraudadas porque, al masificarse, estas pierden valor. Habla de una 
“generación engañada y desengañada”, puesto que, igual como ha ocurrido en 
Chile, vio incumplida la promesa de la educación y enfrenta ahora una realidad 
que, en vez de reconocerla, la niega. Dice: “La descualificación estructural que 
afecta al conjunto de los miembros de esa generación, destinados a obtener de 
sus titulaciones menos de lo que hubiera obtenido de ellas la generación 
precedente, se encuentra a la base de una suerte de desilusión colectiva que lleva 
a esta generación engañada y desengañada a hacer extensiva a todas las 
instituciones la rebeldía unida al resentimiento que le inspira el sistema escolar” 
(Bourdieu, 2003: 145). 


¿Cómo explicar esto último? Proponemos hacerlo recurriendo a la teoría de la 
anomia, en la forma elaborada por R. K. Merton (1969), la que permite integrar 
y completar los anteriores análisis y proponer una explicación de la protesta 
social chilena de octubre de 2019. 


Merton, en dos publicaciones que fueron revisadas a lo largo de cuatro décadas, 
explora el tema de la anomia, entendida, dice él, como desmoralización, 
desinstitucionalización o desorientación entre diferentes grupos o clases de la 
sociedad generada estructuralmente, por así decir, y expresada como un 
desajuste entre metas culturales (mt) y medios institucionales (md) para 
alcanzarlas. En el caso de Chile, como se ha visto hasta aquí, ese desajuste se 
produce entre la meta cultural de una integración masiva al estatus, condiciones 
materiales y reconocimientos simbólicos propios de una nueva clase media, y el 


mecanismo necesario para alcanzarla, consistente en la obtención de una 
credencial de et. Esa promesa falló. En lo inmediato, por causa del efecto de 
histéresis de Bourdieu, el cual lleva a aplicar al nuevo estado del mercado de las 
titulaciones unas categorías de percepción y apreciación que corresponden a un 
estado anterior de las posibilidades que aquel ofrece, efecto que “es tanto más 
marcado cuanto mayor es la distancia con el sistema educacional y tanto más 
débil o más abstracta es la información sobre el mercado de las titulaciones 
académicas” (Bourdieu, 2003: 140). 


Se produce así un fenómeno que, desde el enfoque de la teoría del capital 
humano, suele calificarse de sobreeducación, o inflación y devaluación de los 
diplomas educacionales, cuyo resultado sería una tasa menor de retorno privado 
(a veces incluso negativa) respecto de la inversión realizada. Pero, según este 
enfoque, se trataría de un fenómeno de corto plazo, que luego se ajustaría 
automáticamente por la propia dinámica de la oferta y demanda en el mercado 
laboral. En este caso, entonces, el impacto de la “sobreeducación” sería de 
carácter individual y psicológico (insatisfacción en el trabajo), aunque en 
situaciones masivas y de más larga duración podría causar efectos sociales y 
políticos, como anticipó Burris (1983) en un paper seminal. 


En cambio nuestro ensayo se ocupa del impacto social y el alcance ideológico y 
político de ese desajuste, que posee un carácter estructural y resulta en estados 
de anomia. Merton advierte que este desajuste puede presentarse de diferentes 
maneras entre grupos situados diversamente dentro de la estratificación de la 
sociedad. Y distingue, además, cinco modalidades diferentes de adaptación 
frente a la anomia, según la forma en que los individuos reaccionan ante la 
disyunción de metas y medios. 


Empleando su propia terminología, hay conformismo cuando metas y medios 
son aceptados, lo que normalmente ocurre en un orden social en cierto equilibrio 
(+mt/+md). Por el contrario, hay retraimiento cuando metas y medios son 
rechazados, llevando a algunos individuos o grupos a refugiarse en un mundo 
con normas propias, como ocurre con ciertas comunidades y sectas que se 
separan del tráfico social habitual para cultivar un modo de vida distintivo, el 
cual prescinde de las metas y medios aceptados socialmente (-mt/-md). La 
mantención de la meta cultural cuya consecución se busca por nuevos medios 
legítimos, da lugar a la modalidad adaptativa que Merton designa como 
innovación (+mt/-md); ocurre, por ejemplo, allí donde algunos individuos — 
para alcanzar la meta de integración cultural dominante— sustituyen el medio 


consagrado (credenciales de la et) por un atajo que podría ser, por ejemplo, un 
emprendimiento comercial exitoso. Al contrario, el abandono de la meta, pero 
con insistencia aparentemente sin sentido en el medio, da lugar al ritualismo que, 
en nuestro escenario, correspondería a personas que insisten en continuar 
acumulando credenciales, a pesar de encontrarse, por ejemplo, en una profesión 
saturada de diplomas y donde, por ende, la sobreeducación se ha vuelto 
estructural (-mt/+md). 


A las anteriores modalidades de adaptación de carácter individual o de pequeños 
grupos —conformista, de retraimiento, innovación o ritualista—, Merton agrega 
una quinta modalidad que denomina rebelión. Junto con rechazar las metas y 
medios aceptados (-mt/-md), esta rebelión busca activa y enérgicamente 
sustituirlos por otra visión y forma de orden de la sociedad. Según señalan 
Deflem y Triplett, “la rebelión se aparta de los demás modos de adaptación 
desviada por el intento deliberado de desafiar las estructuras culturales 
existentes” (Deflem y Triplett, 2018: 146). Esto es, precisamente, lo que se 
observa en Chile. 


Conclusión 


En breve, los análisis de las páginas anteriores y el aparato conceptual propuesto 
—que va de Coleman a Bourdieu y a Merton— permiten concluir que una 
generación desengañada se halla a la base de la protesta social desencadenada en 
Chile a partir de octubre de 2019 y que todavía sigue latente en la sociedad.® 


Por un lado, a lo largo de la línea de tiempo utilizada en este trabajo, se vio que 
la generación desengañada vino a incorporarse al mercado laboral tras una fase 
explosiva de expansión de la et durante la década anterior. Se incorporó con un 
importante “efecto rezago” y de “potencial anómico” (Coleman, 1965) que la 
sociología bourdiana califica como “efecto histéresis”. O sea, acceso retardado a 
un medio —las credenciales de et— que ya no está en condiciones de 
materializar las aspiraciones y expectativas de los jóvenes cuando por fin habían 
accedido a él. Al contrario, el propio mercado laboral lo ha desvalorizado, 
echando abajo la promesa y la illusio de la meta cultural creada por la 
transformación y modernización de la sociedad. La generación que dentro de sus 


familias arriba por primera vez a la et y luego ingresa, también como la primera, 
al mercado de ocupaciones técnico-profesionales, experimenta el desengaño de 
la promesa; a la vez de la meta cultural y del medio ofrecido para alcanzarla, la 
et, ingresando a un estadio de anomia mertoniana. En interacción con un 
conjunto adicional de factores socioeconómicos, políticos y culturales, tratados 
en los demás capítulos de este libro, el “potencial anómico” de esta generación 
desengañada se activa y expresa las protestas del octubre chileno. 


Por cierto, antes y después del estallido se producen y reproducen también otras 
respuestas de adaptación frente a la anomia. Por ejemplo, de conformismo con la 
meta y los medios, respuesta asumida por los herederos del capital económico, 
social y cultural que —por esta vía— conservan la creencia en su propio 
esfuerzo y méritos. Y, alternativamente, respuestas de retraimiento, innovación y 
ritualismo que, a nivel individual y microsocial, se desvían respecto de la meta o 
del medio, pero se adaptan, sin cuestionarlo, al orden de la sociedad. Con todo, 
en su parte más numerosa, la “generación desengañada” se rebela contra el 
sistema, rechazando activamente la meta cultural y el medio educacional que 
durante 30 años alimentaron la illusio de la movilidad e integración social a los 
beneficios de la transformación y modernización capitalista-democrática de la 
sociedad chilena. 


En el portal de este fenómeno generacional se halla inscrita esta frase de 
Bourdieu: “Profundamente dudosos de su identidad social, de su propia imagen, 
por un sistema educacional y un sistema social que les ha pagado con vanas 
promesas, [los miembros de esta generación] no pueden restablecer su integridad 
personal y social de otra forma que oponiendo a estos veredictos un rechazo 
global” (Bourdieu, 2003: 142). 
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los hechos ocurridos con posterioridad al 18 de octubre de 2019. Pero es 
evidente que ella podría aplicarse igualmente a una mayoría de los miembros de 
la Convención Constituyente elegida los días 16 y 17 de mayo de 2021, En 
efecto, poseen también 


et 


completa o incompleta, un número significativo son adultos jóvenes con títulos 
profesionales y técnicos, un número de ellos provienen de instituciones no 
selectivas y, en general, expresan la misma rebelión frente al sistema que, 
sostienen, les negó su lugar en el orden de los reconocimientos materiales y 
simbólicos merecidos. Paradojalmente, esa “generación desengañada” ejerce 
ahora una parte del poder constituyente en Chile y está en tren de convertirse en 
una nueve élite política surgida esta vez del Estado llano. 


CAPÍTULO 4 


Políticas sociales, precariedad y malestar social en 
Chile 


Rossana Castiglioni 


Introducción 


En junio de 2000 se estrenó The Perfect Storm. En esa película, basada en 
hechos reales, el capitán Billy Tyne procura navegar su pequeño barco pesquero 
en medio de una tormenta de proporciones.! En efecto, en octubre de 1991, 
como ocurre habitualmente en el hemisferio norte durante esas fechas, se formó 
un ciclón de moderada intensidad. Este ciclón se fortaleció significativamente 
como resultado del contraste de temperatura entre un frente de aire frío y otro de 
calor y humedad. El sistema de baja presión continuó profundizándose a medida 
que avanzaba hacia los Estados Unidos. Esta configuración de factores 
meteorológicos, que ocurren solo una vez cada 50 a 100 años, provocó, 
entonces, una “tormenta perfecta”. 


Haciendo un paralelo con la película, pero esta vez situándonos en octubre de 
2019, Chile enfrentó una tormenta sociopolítica perfecta. En septiembre de ese 
mismo año, el gobierno del Presidente Sebastián Piñera anunció un incremento 
de 30 pesos (US$ 4 centavos) en la tarifa del metro de Santiago. El reajuste fue 
acompañado de declaraciones más que desafortunadas por parte de importantes 
personeros de gobierno. A manera de ilustración, mientras que el ministro de 
Economía Juan A. Fontaine recomendó a los usuarios del metro levantarse más 
temprano si tenían interés en pagar una tarifa menos onerosa, el ministro de 
Hacienda Felipe Larraín señaló que tenía buenas noticias para los románticos, 
pues la deflación había reducido el precio de las flores. Tanto las declaraciones 


como el aumento en el pasaje del metro fueron ampliamente criticados y, en las 
semanas siguientes, diversos grupos de estudiantes organizaron protestas en las 
estaciones de metro, llamando a los usuarios a evadir el pago del pasaje 
(Castiglioni, 2019). 


En pocos días, lo que comenzó como protestas dispersas mutó en movilizaciones 
masivas que se prolongaron durante varias semanas, dando origen al llamado 
estallido social. Las protestas alcanzaron su punto máximo el día 25 de octubre 
de 2019, cuando se realizó la marcha más grande que haya tenido lugar en el 
país: 1,2 millones de chilenos se congregaron en Plaza Italia para visibilizar su 
descontento. En total, a tan solo un mes de iniciado el estallido, se movilizaron 
4,3 millones de manifestantes (La Tercera, 18 de noviembre de 2019). Para 
poner esta cifra en perspectiva, basta recordar que durante las elecciones 
presidenciales de 2017 alrededor de 3,8 millones de chilenos votaron por 
Sebastián Piñera. 


Las protestas sociales tomaron al gobierno por sorpresa. Con posterioridad al 
estallido social de octubre, diversos actores políticos admitieron, con rostros 
apesadumbrados, que jamás previeron ni las protestas ni el nivel de malestar 
acumulado. El Presidente Piñera sostuvo que “definitivamente vivimos algo que 
nadie anticipó, que nunca había ocurrido (...). La gente fue acumulando este 
malestar y se expresó de repente con mucha fuerza” (La Nación, 12 de diciembre 
de 2019). Por su parte, la vocera de Gobierno Karla Rubilar, una política 
experimentada, confesó que “no vimos venir este nivel de malestar y frustración. 
Creo que hay que partir reconociendo que a todos nosotros nos pasó esto muy 
por encima” (Estadio Nacional, 3 de noviembre de 2019). De manera similar, el 
exministro de Hacienda Felipe Larraín señaló: “No supimos entender lo que 
estaba pasando” (El Mercurio, 28 de octubre de 2019). 


La virulencia de la protesta social contrastó fuertemente con la visión del 
gobierno y buena parte de la clase política sobre la situación del país hasta 
entonces. Esta valoración quedó reflejada 10 días antes de que se produjese el 
estallido social, cuando el Presidente Piñera sostuvo: “En medio de esta América 
Latina convulsionada veamos a Chile, nuestro país es un verdadero oasis con 
una democracia estable, el país está creciendo, estamos creando 176 mil empleos 
al año, los salarios están mejorando” (La Tercera, 8 de octubre de 2019). 
Analistas, académicos y políticos de diversas tendencias también apuntaron a 
Chile como un país poseedor de una democracia plena, con instituciones y reglas 
del juego estables, un destacado desempeño económico y avances contundentes 


en diversos indicadores sociales, particularmente en el ámbito de la reducción de 
la pobreza. 


¿Por qué, entonces, sobre el oasis se precipitó una tormenta? ¿Qué explica este 
estallido social? ¿Qué factores incidieron en su irrupción? 


Como toda crisis sociopolítica compleja, es imposible reducir su origen a una 
sola explicación. Así, no caben dudas de que la confluencia de diversos factores 
dio origen al estallido social, de manera que se trata de un fenómeno que solo se 
puede explicar configuracionalmente. Pero a diferencia de otro tipo de crisis, en 
las que la ciudadanía reacciona de manera espontánea ante fuertes alzas de 
tarifas o medidas impopulares, las causas del estallido social chileno no tuvieron 
un carácter coyuntural. Muy por el contrario, a mi juicio, se trata de un 
fenómeno de raíces estructurales, cuyos orígenes se fueron gestando durante 
décadas. De ahí que no resulte para nada sorprendente que uno de los lemas 
predilectos de las y los manifestantes fue “no son 30 pesos, son 30 años”. 


Este ensayo sostiene que una de las claves para comprender la irrupción del 
estallido social radica en los altos niveles de precariedad de los sectores de 
ingresos medios. La reducción de la pobreza trajo consigo una ampliación 
marcada de personas y hogares de ingresos que se ubican por encima de la línea 
de la pobreza, pero que se encuentran todavía en una situación de vulnerabilidad. 
Según cifras oficiales, en 2018, en los albores del estallido social, la mitad de las 
personas con una ocupación ganaba menos de 540 dólares mensuales (ine, 
2018b). El ingreso medio mensual per cápita de las personas ocupadas ascendía 
a los US$ 770. La pensión promedio de los hombres chilenos alcanzaba los US$ 
432 y el de las mujeres US$ 260. Tan solo el 1,7 por ciento de los chilenos 
percibió ingresos superiores a los US$ 4.000.2 


Los sectores de ingresos medios precarios gastan más de lo que ganan y se 
encuentran altamente endeudados. No tienen capacidad de afrontar 
contingencias asociadas a gastos imprevistos, por lo que cotidianamente 
experimentan marcados niveles de incertidumbre. Poseen empleos de baja 
calidad y dependen de su capacidad de pago o de sus redes familiares para 
responder a riesgos individuales. Además, suelen enfrentar enormes dificultades 
para cubrir los costos de una atención médica excesivamente cara, que muchas 
veces supera su capacidad de pago. Aun cuando sus ingresos son, a todas luces, 
insuficientes, no son elegibles para diversos beneficios sociales. Esto, debido a 
que estos beneficios generalmente se asignan sobre la base de pruebas de 


comprobación de medios (means-testing). 


En un contexto en el que los actores políticos y las instituciones de 
representación exhiben bajos niveles de adhesión y legitimidad, el déficit 
democrático se acrecienta. También aumenta el número de ciudadanos críticos 
que recurren a la protesta social para expresar su descontento (Castiglioni y 
Rovira Kaltwasser, 2016). La clase política no ha sido capaz o no ha querido 
satisfacer los heterogéneos reclamos de las personas de ingresos medios ni de 
reducir sus niveles de precariedad e incertidumbre. Esto ha hecho que las 
tensiones y el descontento se acumularan y terminaran expresándose en el 
estallido social. 


Este capítulo se organiza de la siguiente manera. La primera sección analiza el 
contexto social y político de Chile en el que irrumpió el estallido social. La 
segunda examina y caracteriza la expansión de los sectores de ingresos medios, 
tan precarizados como descontentos. La tercera sección identifica tres ámbitos 
en los que la vulnerabilidad se hace visible: trabajo, endeudamiento e 
incapacidad de enfrentar contingencias. Así, estos grupos están cada vez menos 
satisfechos con el desempeño de la democracia, lo que se traduce en una 
ampliación del llamado déficit democrático. La última sección discute el 
escenario actual, de cara al futuro. 


Contexto social y político previo al estallido 


“Nuestro país es un verdadero oasis”, caracterizó el Presidente Sebastián Piñera, 
tan solo 10 días antes del estallido social, al país que gobierna. Por muy 
exageradas que pudiesen parecer sus declaraciones, no fueron producto de un 
desvarío. Muy por el contrario, la visión de Chile como un país exitoso y pujante 
ha sido ampliamente compartida por expertos, políticos y analistas tanto chilenos 
como extranjeros. A decir verdad, buena parte de la evidencia empírica parece 
sustentar esta idea. 


En las últimas décadas, Chile ha sido ubicado, según todos los rankings, como 
una de las democracias más sólidas y consolidadas de Latinoamérica (Coppedge 
et al., 2020). Más aun, todas las mediciones ubicaban a Chile, al momento del 


estallido, como una democracia tan plena como aquellas que destacan por su 
calidad en el hemisferio norte. Sus instituciones políticas y las reglas del juego 
que las sustentan mostraban un alto nivel de estabilidad y han sido respetadas 
tanto por la mayor parte de los actores políticos como por la ciudadanía. Los 
partidos políticos, por su parte, exhibieron elevados niveles de 
institucionalización desde la transición democrática. Tal como sostenía Nolte en 
2003, “el sistema político chileno ha funcionado mucho mejor de lo 
pronosticado y el presidencialismo chileno acusa más estabilidad que otros 
sistemas similares del continente” (Nolte, 2003). 


Al mismo tiempo, la economía chilena registraba niveles de crecimiento 
consistentemente superiores al promedio de la región e indicadores 
macroeconómicos que dan cuenta de un sólido desempeño. El producto bruto 
interno per cápita también experimentó un marcado incremento: si en 1990 
alcanzaba los US$ 10.203, alcanzó los US$ 22.104 en 2018, lo que lo ubica 
mucho más cerca de países europeos como Grecia (US$ 23.450) y Portugal 
(US$ 27.035) que del promedio latinoamericano de US$ 12.745 per cápita 
(Castiglioni y Rovira Kaltwasser, 2016; Coppedge et al., 2020). 


Por último, diversos indicadores sociales también mostraron un claro avance 
desde la transición democrática. La pobreza y la indigencia experimentaron una 
caída notable y las coberturas en salud aumentaron. Por otro lado, la matrícula 
primaria y secundaria es casi universal, al tiempo que la universitaria tuvo un 
extraordinario incremento. Finalmente, la esperanza de vida al nacer es similar a 
aquella de los países desarrollados y la mortalidad infantil continúa cayendo. 


Esta combinación de factores, es decir, una democracia sólida, una economía 
pujante y una mejoría en los indicadores sociales, transformó a Chile en una 
especie de modelo a seguir por el resto de los países latinoamericanos y 
catapultó a varios técnicos y políticos del país como consultores de sus pares 
vecinos, asesorando a quienes emprendían reformas de diversa índole. Sin 
embargo, los años previos al estallido social aparecieron diversas señales de 
alarma que la clase política chilena no supo o no quiso ver. Estas señales se 
desarrollaron gradualmente y se manifestaron en tres áreas principales 
(Castiglioni y Rovira Kaltwasser, 2016). Primero, la identificación con los 
partidos y coaliciones políticas, y la confianza en las instituciones propias de la 
democracia, fue disminuyendo desde la transición. Según las encuestas del 
Centro de Estudios Públicos, en 1993 el 70 por ciento de los chilenos adultos se 
identificaba con un partido político; para 2019 esa cifra se redujo a un 


asombroso 19 por ciento.?* Estas encuestas de opinión pública también mostraron 
una disminución aún mayor de la confianza en los actores e instituciones 
políticas, llámese Gobierno, Parlamento o partidos políticos. 


En segundo lugar, Chile sufrió una notable caída en la participación electoral. En 
1989, durante la primera elección presidencial que tuvo lugar desde el colapso 
de la democracia en 1973, aproximadamente el 85 por ciento del electorado 
emitió su voto. En contraste, desde 2012, la participación electoral se ha ubicado 
alrededor o por debajo del 50 por ciento.* De hecho, tal caída es verdaderamente 
dramática, incluso a una escala global. En un estudio de octubre de 2017, el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo señaló que, en los últimos 
25 años, Chile registró la segunda mayor caída en la participación electoral a 
nivel mundial (36 por ciento), cifra solo superada por Madagascar (Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo, 2017a). Si bien es cierto que diversas 
democracias modernas, desde Estados Unidos a Suiza, han convivido con 
niveles elevados de abstencionismo electoral, lo dramático del caso chileno tiene 
que ver con la estrepitosa caída en la participación. La promulgación de la Ley 
de Inscripción Automática y Voto Voluntario, en enero de 2012, tampoco ayudó 
a revertir el descenso en la participación electoral que se venía registrando desde 
inicios de los 90. 


Tercero, desde 2006, cuando tuvo lugar la llamada “revolución pingüina” (un 
proceso de movilización de estudiantes secundarios), la protesta social comenzó 
a aumentar, en desmedro de mecanismos formales e institucionalizados para 
canalizar el descontento y (re)politizar las desigualdades (Castiglioni y Rovira 
Kaltwasser, 2016). Las sucesivas oleadas de protestas se expandieron desde la 
educación hasta diversos ámbitos, entre los que destacan las pensiones, el 
trabajo, la salud y las desigualdades territoriales, de género y étnicas. 


No cabe dudas de que las reglas del juego formales e informales explican buena 
parte de los problemas de representación política que hoy asedian a Chile. 
Además, es evidente que tanto las instituciones como la clase política presentan 
enormes dificultades a la hora de responder al creciente malestar social 
(Joignant, 2012). Para muchos, la arquitectura institucional consagrada en la 
Constitución Política de 1980, redactada bajo el gobierno autoritario del general 
Augusto Pinochet, introdujo diversas trabas y cerrojos institucionales con el 
propósito de salvaguardar el statu quo y dificultar la introducción de cambios 
estructurales (Castiglioni, 2005; Coddou y Couso, 2009; Heiss, 2020; Fuentes, 
2015; Siavelis, 2016). Así, la resiliencia institucional chilena y la ausencia de 


mecanismos formales, que permitan canalizar institucionalmente el descontento, 
y que terminó por desbordar a las calles y al gobierno, tienen sus raíces en una 
Constitución producida en la ausencia de un proceso democrático y deliberativo. 


Tal vez por lo anterior, el estallido social pareció poner en el tapete no solo las 
demandas por cambios socioeconómicos diversos, sino también por una nueva 
Constitución democrática. Se exige que dicha Constitución sea el producto de un 
proceso deliberativo, que no arrastre pecados de origen y que goce de 
legitimidad. Lo que se pide es que esa nueva Carta Fundamental elimine los 
arreglos institucionales diseñados para obstaculizar el cambio, de manera tal de 
ponerse en sintonía con una sociedad chilena que ha mutado. 


En suma, si bien es cierto que Chile exhibió avances importantes desde la 
transición democrática, la legitimidad de los actores e instituciones políticas 
mostraron claras señales de deterioro, mientras la participación política 
experimentó una caída excepcionalmente alta. En ese escenario, la ciudadanía 
comenzó a privilegiar la protesta ante la insuficiencia de mecanismos 
institucionales, como herramienta para hacer visible su creciente descontento y 
presionar al gobierno por transformaciones. Sin embargo, los cambios tardaron 
en llegar, y en general, cuando ocurrieron, tuvieron un carácter paramétrico, 
incremental y/o gradual. 


Ampliación de sectores de ingresos medios 


Uno de los principales logros de Chile en materia de indicadores sociales tuvo 
que ver con la reducción marcada de la pobreza. Medida por ingresos, esta en 
1990 alcanzaba al 68 por ciento de la población total del país, pero en 2017 esa 
cifra había caído a un 8,6 por ciento (Ministerio de Desarrollo Social-pnud, 
2020). Este notable logro fue resultado de diversos factores, entre los que 
destacan una combinación de políticas sociales eficientemente focalizadas en los 
hogares y las personas más vulnerables, y un sólido desempeño económico que 
permitió financiarlas. Al mismo tiempo, esta reducción de la pobreza trajo 
consigo un incremento de las personas que ahora se ubican por encima de la 
línea de la pobreza. Este cambio generó un debate, aún no zanjado, en torno a 
qué constituye ser parte de la “nueva clase media” chilena (Barozet y Espinoza, 


2016). 


La noción de clase media es muchas veces escurridiza, en parte porque la 
autopercepción suele distanciarse de los indicadores más objetivos de ingreso y 
caracterización socioeconómica. Como indica Barozet, “el concepto de clase 
media de hoy refleja muchas realidades distintas y es importante observar esa 
variedad, porque en los juegos de espejo sobre lo que somos y queremos ser, 
sobre todo en estos tiempos de incertidumbre económica y política (...) es 
común trasvestir categorías” (Barozet, 2017). Es por eso que, en este texto, para 
precisar y acotar el foco, me refiero a sectores de ingresos medios y no a clase 
media. 


Existen diversos informes y estudios que procuran determinar cuál es el umbral 
de ingresos necesario para que una persona u hogar sea considerado generador 
de ingresos medios. Para los efectos de este trabajo, me ceñiré a la definición 
ofrecida por el estudio “Hacia una definición de clase media en Chile”, según el 
cual los ingresos medios son aquellos que corresponden a “hogares cuyos 
ingresos totales se ubican entre 1,5 y hasta seis veces la línea de la pobreza de 
cada año, lo que para un hogar de cuatro personas equivale en 2017 a un ingreso 
total mensual de entre 626.021 y 2.504.083 de pesos chilenos, es decir, entre 
US$ 964 y US$ 3.856 mensuales por hogar o entre US$ 241 y US$ 964 
mensuales per cápita (lyd, 2019). Esta sistematización reviste particular 
pertinencia, debido a que fue sobre la base de la misma que el gobierno del 
Presidente Piñera puso en marcha, en mayo de 2019, el programa “Clase Media 
Protegida” (La Tercera, 19 de junio de 2020). Cabe señalar que esta definición 
recoge la conceptualización del Banco Mundial y las recomendaciones de la 
Comisión para la Medición de la Pobreza del gobierno chileno. 


Según el estudio antes mencionado, y de acuerdo con la definición propuesta, la 
mayor parte de la población chilena percibe ingresos medios (lyd, 2019: 3). Este 
estudio también señala que su crecimiento ha sido importante: si en 2006, el 43,2 
por ciento de la población caía en este segmento, en 2013 esa cifra había crecido 
a 56,6 y en 2017 a 65,4 por ciento. Asimismo, el estudio sostiene que la clase 
media baja corresponde a quienes perciben un ingreso familiar que fluctúa entre 
1,5 (US$ 964) y 3 veces (US$ 1.928) la línea de la pobreza, considerando un 
hogar de cuatro personas, es decir, entre US$ 241 y US$ 482 per cápita. 


Dentro del universo de los sectores de ingresos medios, quienes perciben 
ingresos medios-bajos son los más numerosos. Ellos representan al 63,1 por 


ciento de las capas medias y al 42,5 por ciento de la población total del país. 
Estos sectores de ingresos medios-bajos tienen una fuerte presencia de jefaturas 
de hogar a cargo de mujeres (44 por ciento) y adultos mayores (40,7 por ciento), 
que poseen 9,6 años de escolaridad en promedio y, como veremos más abajo, 
condiciones laborales mayormente precarias y/o informales (lyd, 2019: 3-4). 


Tal como sostienen Barozet y Espinoza, “si el poder adquisitivo fuese la clave 
para caracterizar a las clases medias, los sectores de ingresos medios chilenos 
difícilmente corresponderían a una familia con casa propia y acceso a servicios 
de salud y educación de calidad. Sin embargo, siguiendo los estándares 
internacionales que definen a los estratos medios como el grupo que se ubica 
dentro del +/- 25 por ciento de la renta mediana, el tramo inferior caería por 
debajo de la línea de pobreza” (Barozet y Espinoza, 2016: 98). De este modo, 
buena parte de los sectores de ingresos medios son precarios y están sujetos a 
elevados niveles de vulnerabilidad e incertidumbre. No obstante, esa 
vulnerabilidad no se traduce en un apoyo sustantivo por parte del Estado. 


Para los hogares en situación de pobreza, el 17,9 por ciento de sus ingresos 
totales provienen de subsidios monetarios, mientras que para los indigentes este 
porcentaje alcanza el 23,5. Sin embargo, para todos los hogares ubicados por 
encima de la línea de la pobreza, tan solo el tres por ciento de los ingresos totales 
provienen de subsidios (Ministerio de Desarrollo Social y Familia, 2019: 20). Lo 
más llamativo es que en el caso de las familias de ingresos medios bajos, tan 
solo un cuatro por ciento del ingreso monetario total corresponde a subsidios 


(lyd, 


2019: 5). Estas cifras reflejan que en Chile los subsidios y beneficios sociales se 
asignan fundamentalmente en función de la comprobación de medios. En ese 
sentido, existe evidencia de que en Chile y los demás países de América Latina, 
los sectores de ingresos medios pagan más de lo que reciben en servicios 
sociales (pnud, 2019: 247), lo que ciertamente ha contribuido a ahondar el 
malestar que cada vez más decididamente albergan. 


La precarización de sectores de ingresos medios 


y déficit democrático 


La vulnerabilidad de estos sectores se refleja no solamente en la insuficiencia de 
sus ingresos, sino en al menos tres dimensiones adicionales: la situación laboral, 
el endeudamiento y la incapacidad de responder a contingencias. 


La flexibilización del mercado laboral chileno, asociada a las reformas de 
mercado que el país adoptó en décadas previas, tuvo un efecto importante sobre 
la calidad del empleo y la vulnerabilidad de los trabajadores chilenos (Stecher y 
Sisto, 2019: 38). En efecto, el salario medio chileno es relativamente bajo para el 
nivel de desarrollo del país y los ingresos familiares son variables. A lo anterior 
se suma que las condiciones contractuales son inestables (sobre todo para las 
mujeres, los adultos mayores y las personas con bajo nivel de educación), lo que 
redunda en empleos precarios. Desde la postransición, esta situación se vio 
exacerbada por una legislación laboral que ha sido considerada como una de las 
más hostiles del mundo hacia los sindicatos. Dicha normativa legal restringió la 
negociación colectiva a nivel de sectores de actividad e incluyó una serie de 
trabas importantes al derecho a huelga (Azócar Simonet y Cruz González, 2015; 
Sehnbruch, 2012). 


Si bien es cierto que Chile tiene uno de los mercados laborales más formales de 
América Latina, aun así existen más de 2,4 millones de trabajadores informales y 
1,3 millones de trabajadores por cuenta propia (ine, 2018a). Chile posee, 

además, el porcentaje de trabajadores dependientes empleados de manera 
temporal más alto de la ocde (27 por ciento) después de Colombia, lo que lo 
ubica muy por encima del promedio de la ocde de 11,8 por ciento.* Sobre el total 
de trabajadores a medio tiempo, el 44 por ciento trabaja a jornada parcial de 
forma involuntaria, lo que contrasta con el 14 por ciento de la ocde.® 


Las cifras también muestran que el empleo se precarizó con el tiempo. Si en 
1999 un 83 por ciento de los trabajadores chilenos poseía contratos laborales 
indefinidos, 10 años después esa cifra cayó a 66 por ciento (Dirección del 
Trabajo, 2019). Esta situación es aún más compleja para los jefes de hogares de 
ingresos medios-bajos, quienes exhiben niveles comparativamente bajos de 
empleo (64 por ciento) y condiciones laborales precarias y/o informales, ya que 
tan solo el 40 por ciento posee un contrato laboral (lyd, 2019: 3-4). 


Otra fuente de precarización importante está vinculada a los elevados niveles de 
endeudamiento de la población chilena. Si se considera la diferencia entre los 


gastos y los ingresos per cápita promedio disponibles mensuales en los hogares 
(excluyendo los costos de arriendo), se observa la siguiente realidad: todos los 
quintiles, a excepción de aquel de ingresos superiores (compuesto por individuos 
que ganan más de US$ 1.432 mensuales), gastan más de lo que perciben. Casi la 
mitad de los gastos están dirigidos a alimentos, transporte, vivienda y servicios 
básicos, al tiempo que un 14 por ciento corresponden a salud y educación (ine, 
2018b). 


Por otro lado, el nivel de endeudamiento de los hogares chilenos ha ido en 
aumento en las últimas décadas, lo que redunda en que casi el 35 por ciento de 
los chilenos mayores de edad figure como moroso (Miranda, Montero y Talbot- 
Wright, 2020) Según cifras oficiales, en 2017 el 66 por ciento de los hogares 
chilenos estaba endeudado y un 55 por ciento de estas deudas correspondía a 
créditos de consumo. En contraste con otros países, en Chile el acceso a crédito 
involucra a hogares de ingresos relativamente bajos y a individuos que poseen 
una escasa educación financiera (Miranda, Montero y Talbot-Wright, 2020). Del 
universo de hogares en riesgo financiero, es decir, hogares que dedican más del 
30 por ciento de sus ingresos al pago de intereses o amortización de deudas, casi 
la mitad pertenece a los cinco deciles inferiores de ingresos. Esto contrasta con 
un 22 por ciento para los deciles que perciben los ingresos más altos (Pinto 
Gutiérrez, 2016). 


La precariedad de los sectores de ingresos medios suele hacerse evidente cuando 
las familias y personas que los componen deben afrontar gastos no anticipados o 
contingencias. Este problema es particularmente serio en el ámbito de la salud. 
Sin duda, los niveles de cobertura de salud en Chile son elevados y han ido 
mejorando con el tiempo. La reforma al sistema de salud aprobada bajo el 
gobierno del presidente Ricardo Lagos (2000-2006), que introdujo el Plan de 
Acceso Universal y Garantías Explícitas de Salud (auge-ges), garantizó el acceso 
a la atención médica, en plazos acotados, con prestadores acreditados. Esto 
facilitó el acceso a la salud a todos los pacientes que cumplan con los criterios de 
inclusión para un conjunto de patologías preestablecidas, que a su vez se han ido 
ampliando significativamente con el tiempo (Castiglioni, 2018). 


Esta reforma constituyó un enorme avance para las personas afectadas por 
alguna de las 85 patologías actualmente cubiertas por el plan que cumplen con 
los requisitos de calificación. Sin embargo, uno de los objetivos centrales de esta 
reforma, promover un sistema más equitativo y solidario, no prosperó, debido a 
que la principal medida en esa dirección, que suponía la creación de un fondo de 


compensación solidario, no contó con el apoyo suficiente para ser aprobado en el 
Congreso. Este fondo tenía por objeto reducir las desigualdades y promover la 
solidaridad mediante la distribución de los costos del Plan auge-ges entre los 
miembros de los subsistemas público y privado de salud (Castiglioni, 2018). Así, 
a pesar de los cambios, el sistema de salud chileno ha mantenido altos niveles de 
segmentación y diferencias de calidad significativas entre subsistemas y 
beneficiarios, según nivel de ingresos y capacidad de pago. Lo anterior se 
agrava, en parte, porque el sistema contempla que los y las trabajadoras coticen 
un siete por ciento de su renta imponible a instituciones de salud pública o 
privada con fines de lucro, permitiendo, además, a quienes estén afiliados al 
subsistema privado realizar cotizaciones adicionales. Esto genera la situación 
paradójica de que los individuos de más altos ingresos, afiliados al subsistema 
privado, suelen ser no solo los que presentan menos riesgos de salud, sino 
también quienes poseen las cotizaciones de montos más elevados (Castiglioni, 
2005). Adicionalmente, algunos estudios demuestran que existen importantes 
diferencias que permean tanto el trato que los beneficiarios de los subsistemas 
público y privado reciben, y también notables asimetrías de acceso a médicos 
especialistas, tratamientos odontológicos y exámenes (pnud, 2017b: 337). 


Otro de los grandes problemas del sistema de salud tiene que ver con sus 
elevados costos, incluso para el 78 por ciento de los chilenos afiliados al 
subsistema de salud pública (Fonasa). Los únicos beneficiarios de Fonasa 
exentos de pagos son las personas sin ingresos o quienes generen ingresos que 
no superen los 337 dólares mensuales y/o reciban una pensión básica solidaria. 
El resto de los afiliados al sistema público de salud debe realizar copagos según 
su nivel de ingresos, incluyendo a quienes reciben un salario mínimo 
(Castiglioni, 2019). Cabe enfatizar que Chile es el tercer país de la ocde con los 
gastos de bolsillo más elevados, razón por la cual los hogares financian, en 
promedio, un 35,1 por ciento del gasto total de salud (24 horas, 5 de julio de 
2019). Así, enfrentar una enfermedad catastrófica o los gastos en medicamentos, 
que los planes de salud no cubren, suele involucrar costos imposibles de 
financiar para el presupuesto familiar. Por ello, es común que, para poder 
afrontar los gastos de bolsillo, las personas se vean en la necesidad de seguirse 
endeudando, realizar beneficios o rifas para recaudar dinero y/o vender sus 
escasos bienes. 


Por otro lado, la expansión de la clase media precaria tuvo lugar en un contexto 
en el cual los problemas de legitimidad democrática analizados en la segunda 
sección de este texto se profundizaron y el “déficit democrático” se fue 


expandiendo. Norris sostiene que es más probable que las democracias 
“perduren y florezcan cuando existe un equilibrio balanceado entre las 
aspiraciones democráticas de la ciudadanía (medidas de acuerdo con cuánto la 
gente valora los ideales democráticos y rechaza las alternativas autocráticas) y su 
oferta percibida (estimada a partir de la satisfacción pública con el desempeño 
democrático de su propio país). La brecha entre aspiración y satisfacción es 
capturada por el concepto de “déficit democrático” (Norris, 2011: 4-5). 


Chile ha experimentado una caída de los niveles de apoyo a la democracia como 
régimen político y de satisfacción con su funcionamiento. Si en 1999 el 62 por 
ciento de las chilenas y chilenos decía apoyar la democracia, en 2017, ad portas 
del estallido, esa cifra había caído a 52 por ciento. Respecto de los niveles de 
satisfacción con la democracia, también se produjo un descenso: en 1999 el 26 
por ciento decía sentirse satisfecho/a con su funcionamiento, lo que contrasta 
con el 11 por ciento de 2017.7 En consecuencia, el déficit democrático aumentó. 


Es en este contexto que surgen los llamados ciudadanos críticos, es decir, 
demócratas insatisfechos, cada vez más descontentos con el desempeño de las 
instituciones de gobierno (Castiglioni y Rovira Kaltwasser, 2016; Norris, 1999). 
Este malestar se refleja en los dramáticamente bajos niveles de identificación 
partidaria y confianza en las instituciones. En 1993, 70 por ciento de los chilenos 
se identificaba con un partido político o coalición, pero en 2017 esa cifra cayó a 
29 por ciento. La confianza en las instituciones de la democracia es 
particularmente baja. En efecto, en 2017 tan solo el 11 por ciento de los chilenos 
confiaba en el gobierno, al tiempo que la confianza en el Congreso y los partidos 
alcanzaba al seis por ciento, cifras que, por lo demás, continuaron cayendo 
después del estallido (5, 3 y 2 por ciento, respectivamente).® 


La frustración y el malestar se visibilizaron en los últimos 15 años a través de la 
protesta social. Luego de un largo período de atomización y desmovilización 
social, a partir del año 2006, cuando comenzaron a organizarse protestas de 
estudiantes secundarios, y sobre todo de 2011, cuando el movimiento estudiantil 
universitario se movilizó por una educación pública, gratuita y de calidad, Chile 
experimentó varias oleadas de protesta social en torno a diversos reclamos. 
Muchas de las demandas de los manifestantes durante el estallido social tuvieron 
un carácter general o simbólico, apelando a paraguas tan amplios como la 
dignidad, la equidad y la justicia social. Pero una muy buena parte de los 
reclamos también aludía a reivindicaciones concretas por mejores salarios, el fin 
de las administradoras privadas de pensiones o a un mayor acceso a 


medicamentos, entre otros. Esto se vio reflejado en las encuestas de opinión 
pública. De hecho, en una realizada entre octubre y noviembre de 2018, al ser 
consultados sobre los problemas a los que el gobierno debiese darles prioridad, 
salvo por asuntos ligados a seguridad pública y corrupción, todas las medidas 
que recibieron más de un 20 por ciento de menciones se vincularon a demandas 
sociales: pensiones (48 por ciento), salud (37 por ciento), educación (34 por 
ciento), empleo (23 por ciento) y pobreza (20 por ciento).? 


En suma, el estallido social de octubre de 2019 visibilizó las demandas por 
cambios heterogéneos y un tanto difusos, pero por sobre todo el malestar 
acumulado durante décadas. En el contexto de las protestas sociales de octubre 
de 2019 confluyeron en el espacio público un conjunto variopinto de reclamos, 
alzados por colectivos sociales e individuos de a pie, que no fueron ni liderados 
ni capitalizados por los partidos políticos tradicionales. Estas demandas han sido 
motivadas, en parte, por la presencia de sectores medios precarizados y 
vulnerables. Sectores cuyos ingresos son insuficientes, están endeudados, poseen 
empleos de baja calidad y sufren enormes dificultades a la hora de afrontar una 
contingencia o gastos imprevistos. Esto último se vuelve evidente cuando deben 
asumir gastos no anticipados y/o catastróficos de salud. 


Conclusión 


El estallido social dejó claro que el país no ha logrado resolver la crisis de 
legitimidad política que se viene gestando desde hace décadas. La participación 
electoral cayó desde la transición, la adhesión a los partidos políticos es magra y 
la confianza en las instituciones democráticas es escandalosamente baja. Luego 
de semanas de acciones represivas, declaraciones desafortunadas del Presidente 
y medidas de carácter acotado y compensatorio, que no hicieron más que 
ahondar las protestas sociales y el descontento, los líderes de los principales 
partidos accedieron a negociar una salida política al conflicto que incluyó la 
redacción de una nueva Constitución. En ese contexto, a partir de una jornada de 
negociaciones en el ex-Congreso, que se extendió hasta la madrugada del 15 de 
noviembre de 2019, se logró el llamado Acuerdo por la Paz Social y la Nueva 
Constitución. 


Producto de dicho acuerdo, el 25 de octubre de 2020 se celebró un plebiscito 
vinculante que arrojó resultados contundentes. Durante esa jornada, de la que 
participó el 51 por ciento de la población en edad de votar, el 78 por ciento de 
los electores apoyó la idea de producir un nuevo texto constitucional y el 79 por 
ciento optó por que la nueva Constitución fuese redactada por una Convención 
Constitucional integrada por 155 miembros electos con ese propósito.” Cabe 
destacar que el acuerdo contempló una Constitución escrita a partir de una “hoja 
en blanco”, es decir, que la redacción del texto fundamental se inicie sin ningún 
artículo escrito previamente. Para que una medida sea incluida en la nueva 
Constitución, debe contar con el apoyo de dos terceras partes de la Convención 
Constituyente. La Convención es paritaria por género y cuenta con 17 escaños 
reservados para los pueblos originarios. El texto constitucional emanado de 
dicha Convención deberá ser ratificado por un plebiscito de salida, el cual 
probablemente se llevará a cabo en el segundo semestre del 2022. 


La elección de convencionales, por su parte, tuvo lugar los días 15 y 16 de mayo 
de 2021, junto con la elección de autoridades subnacionales (gobernadores, 
alcaldes y concejales). Los resultados de esta elección aluden a un escenario 
complejo, signado por bajos niveles de participación electoral, que apenas 
alcanzaron el 43 por ciento de la población en edad de votar, y por una enorme 
dispersión del voto. Estos comicios trajeron consigo la elección de un número 
inédito de candidatos independientes y la consolidación de los conglomerados de 
izquierda aglutinados en torno al Frente Amplio. Dicha agrupación se emplazó 
como una fuerza política cada vez más numerosa, en desmedro de la antigua 
Concertación; y en esta última, al igual que en la derecha, figuras históricas 
sufrieron derrotas contundentes. 


Como corolario de estos comicios, en los próximos meses deberá redactarse una 
nueva Constitución, a cargo de una Convención Constitucional heterogénea, 
integrada por un 42 por ciento de constituyentes independientes, muchos de ellos 
sin historia de militancia ni experiencia política previa. Este escenario nos 
enfrenta a una paradoja. Las transformaciones políticas de fondo, en contextos 
democráticos, requieren de partidos políticos fuertes e institucionalizados, que 
generen adhesión y les aporten legitimidad a los procesos complejos. Sin 
embargo, en el caso de Chile, una mezcla de representantes de partidos que 
tienen muy bajos niveles de confianza y de independientes deberá liderar un 
proceso concebido como la principal alternativa para hacer frente a una tormenta 
sociopolítica perfecta. Por eso el desenlace constitucional chileno es aún 
tremendamente incierto. 


El contexto actual impone dos desafíos adicionales. Por un lado, para un 
importante segmento de la ciudadanía, incluidos los sectores de ingresos medios 
precarizados, la nueva Constitución podría suponer transformaciones destinadas 
a resolver sus problemas cotidianos de acceso a servicios sociales e ingresos 
insuficientes. Un estudio de la Asociación de Estudios de Mercado y Opinión 
Pública!! muestra que para los chilenos los tres derechos más importantes a 
garantizar en una nueva Constitución son el derecho a la educación (61 por 
ciento), la protección en salud (54 por ciento) y el derecho a la seguridad social 
(48 por ciento). El estudio también evidencia que un 63 por ciento de los 
chilenos y chilenas confía en que el proceso constituyente permitirá resolver los 
problemas asociados a las pensiones, calidad de la salud, educación, empleo y 
salarios. Un 61 por ciento espera que el proceso también traiga cambios 
positivos tanto para la democracia como para la regulación de la vida social y 
económica. 


Que la ciudadanía tenga cifradas sus ansias y expectativas en una nueva Carta 
Fundamental es un arma de doble filo, pues las esperanzas podrían verse 
frustradas fácilmente. Esta situación permite establecer un paralelo con lo que 
Daniel Lerner y Richard D. Robinson llamaban la revolución de frustraciones 
y/o expectativas crecientes. En un análisis del proceso de modernización turco, 
ellos sostenían que ese país experimentó una revolución de expectativas 
crecientes, porque las aspiraciones de la ciudadanía por una vida mejor no 
pudieron ser colmadas, desatando una acumulación de frustraciones que se 
tradujeron en un proceso progresivo de inestabilidad política (Lerner y 
Robinson, 1960). 


En Chile, un fuerte discurso exitista impulsado por buena parte de la élite 
política tradicional, que emplazó a Chile como un país con una democracia 
sólida y con una economía pujante, que logró excelentes resultados en diversos 
indicadores sociales, contrastó con la sensación de desprotección, precariedad y 
vulnerabilidad experimentada por el 43 por ciento de la población total del país, 
perteneciente a la llamada clase media-baja. Las esperanzas de estos sectores se 
ven cifradas en un proceso constituyente que difícilmente logrará resolver los 
problemas cotidianos de la ciudadanía. El gran desafío será cómo contener y 
manejar las expectativas crecientes que podrían verse insatisfechas, generando 
nuevos conflictos. 


El otro gran desafío es que Chile también deberá lidiar con los retos que impone 
la pandemia del covid-19 y sus coletazos socioeconómicos. Una clase política 


que experimenta una profunda crisis de legitimidad ha debido enfrentar, en 
simultáneo, la peor crisis sanitaria de la historia moderna. Desde la irrupción del 
covid-19, las protestas sociales menguaron, probablemente más por temor al 
virus que por convicción. Mientras que la ciudadanía aguarda esperanzada que el 
proceso constituyente resuelva muchos de los problemas que la afectan, las 
encuestas también muestran que tan solo el 16 por ciento considera que su 
situación económica es buena o muy buena y que el 35 por ciento cree que es 
mala o muy mala, mientras que solo un 25 por ciento cree que su situación 
económica mejorará (Encuesta especial cep, abril 2021). 


La situación de precariedad que enfrentan los sectores de ingresos medios se ha 
hecho aún más patente en el contexto de la pandemia. El covid-19 parece haber 
operado como una especie de caja de resonancia de los problemas ya existentes. 
La pandemia ha dejado en evidencia, hoy más que nunca, la fragilidad que 
enfrentan las personas con empleos de baja calidad, carentes de ahorros y con 
problemas para acceder a servicios. En ese sentido, el Banco Mundial advirtió 
que las familias de ingresos medios-bajos sufren de un nivel de vulnerabilidad 
tal, que el covid-19 podría arrastrar a unos dos millones de chilenos bajo la línea 
de la pobreza en pocos meses, debido a un posible incremento de los niveles de 
desempleo y a los altos costos asociados a las enfermedades catastróficas 
(Inchauste, De Hoop y Saavedra, 2020). 


En suma, a pesar de la disposición de la clase política a buscar una salida a la 
crisis de legitimidad chilena y a reconocer que no es posible seguir sosteniendo 
los niveles de desigualdad de acceso y oportunidades existentes, todavía queda 
un enorme camino por recorrer. En un contexto macroeconómico adverso, con 
partidos políticos debilitados, será necesario construir un gran acuerdo 
transversal, que requerirá de un enorme nivel de generosidad de lado y lado. 
Solo así será posible esperar un desenlace favorable a esta crisis. 
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CAPÍTULO 5 


La dinámica sociopolítica del proceso constituyente en 
Chile 


Claudio A. Fuentes 


Introducción 


Desde el retorno a la democracia, Chile ha sido considerado como un caso 
excepcional por varios motivos.! Para comenzar, se trata de una transición 
pactada en la que los militares continuaron jugando un rol crucial, por más de 
una década, después del inicio de la transición, en 1990. Además, se trata de un 
caso que mantiene una Constitución heredada de la dictadura, pero que, con 
algunos ajustes, ha logrado permanecer por 40 años. Junto a lo anterior, Chile 
constituye un caso inédito de modernización económica y de reducción de la 
pobreza. Y finalmente, es un país con una sorprendente estabilidad del sistema 
de partidos políticos. Esto ha hecho que sea incluso considerado como un 
ejemplo a seguir en términos de su capacidad de generar gobernabilidad y 
establecer acuerdos (Levitsky y Ziblatt, 2018). 


En los dos últimos años, sin embargo, varias de aquellas premisas se 
derrumbaron. El sistema político parece ser menos robusto de lo que 
normalmente se había evaluado. A saber, las injusticias del modelo económico 
generaron un ciclo de intensas protestas sociales. Se constata que lo que parecía 
una institucionalidad fuerte y consensuada, terminó convirtiéndose en un 
proceso constituyente que revisará las bases de la república y reemplazará la 
Constitución. 


¿Qué factores explican esta dinámica? ¿Por qué de una estrategia gradualista de 


reformas institucionales, se pasó a una estrategia más radical de reemplazo 
constitucional? En efecto, luego que la dictadura de Pinochet estableciera la 
Constitución en 1980, las principales fuerzas políticas de centroizquierda 
optaron por una estrategia gradual de cambios institucionales. Como nunca 
poseyeron una mayoría significativa en el Congreso Nacional para reemplazar la 
Constitución, se optó por realizar reformas parciales que fuesen eliminando los 
aspectos autoritarios de dicho marco normativo. 


En su segundo gobierno, la presidenta socialista Michelle Bachelet (2014-2018) 
desarrolló un proceso participativo para establecer una nueva Constitución. 
Pocos días antes de dejar el poder, envió al Congreso Nacional un proyecto de 
reforma total a la Constitución. Pero el nuevo gobierno de derecha, encabezado 
por el Presidente Sebastián Piñera, descartó rápidamente debatir sobre una nueva 
Constitución. A cinco días de asumir el gobierno, su ministro del Interior Andrés 
Chadwick, en un encuentro con los grandes empresarios, clarificó la hoja de ruta 
de dicho gobierno. Con pausada firmeza señaló: “no queremos que avance el 
proyecto de una nueva Constitución... Una Constitución no es un juego, una 
Constitución no es un proyecto más” (El Mercurio, 15 de marzo de 2018). 


Un año y medio más tarde, esa misma coalición de gobierno se embarcó en el 
proceso de cambio constitucional más inédito de su historia. Por primera vez 
desde 1810, la ciudadanía tendría la oportunidad de decidir si quería o no 
cambiar la Constitución (plebiscito de octubre de 2020). Además, los chilenos 
tendrían la oportunidad de elegir por votación popular a los integrantes de la 
Convención Constituyente (mayo de 2021). Y, en tercer término, los ciudadanos 
podrán ratificar por votación popular el texto que dicha Convención acuerde 
(agosto de 2022). 


¿Qué explica, entonces, esta inédita y hasta sorprendente aceptación para 
reemplazar la Constitución? La primera respuesta intuitiva a esta pregunta es la 
presión social. El estallido que se produjo a partir del 18 de octubre de 2019 
amenazó los intereses de las élites políticas y económicas, y generó tal grado de 
incertidumbre, que incentivó un acuerdo para cambiar la Constitución. Desde 
aquel 18 de octubre y hasta el 15 de noviembre de ese año se produjo un alto 
nivel de efervescencia social, con paros y protestas en las principales ciudades 
del país. Esto hizo que los actores políticos se vieron compelidos a buscar una 
solución y una de ellas fue establecer un acuerdo para cambiar la Constitución. 


Pero, inmediatamente, surge la pregunta: ¿por qué cambiar la Constitución si las 


demandas ciudadanas de aquel momento tenían que ver con el mejoramiento de 
las condiciones de vida de la gente? ¿Por qué proponer una solución política e 
institucional, cuando las demandas eran materiales y sociales? 


En este ensayo intentaré responder estas preguntas. Argumentaré que el proceso 
constituyente chileno es el resultado de lo que denominaré la progresiva 
“constitucionalización” de la sociedad. Se trata de un proceso de mediano plazo, 
en la que ciertas circunstancias estructurales, sociales y políticas fueron 
alternando el statu quo en Chile, las cuales al final generaron condiciones para 
un cambio constitucional. 


Por “constitucionalización” entiendo el proceso mediante el cual, a nivel político 
y social, se va aceptando que gran parte de los problemas sociales en Chile 
tienen que ver con el modo en que está organizada la convivencia social y que se 
refleja en su Carta Fundamental. La dinámica social y la dinámica política 
fueron progresivamente encontrándose con barreras o bloqueos establecidos en 
el marco constitucional. De ahí que cuando llegamos al 18 de octubre de 2019, el 
estallido social se encontrara con un terreno fértil para avanzar soluciones 
institucionales al conflicto social. Cambiar la Constitución se transformó en una 
forma de canalizar o conducir la protesta social y abordar una serie de temas 
vinculados a la demanda por derechos sociales históricamente postergados. 


El argumento que desarrollo en este ensayo se aleja de una visión mono-causal y 
que solo pone atención a un factor principal para entender la dinámica política. 
Argumento que, en primer lugar, hay que tener en consideración ciertas 
condiciones estructurales sociales que estimularon las demandas sociales. En 
segundo lugar, se debe prestar atención a algunos factores endógenos al sistema 
político (reformas políticas, activismo intelectual, iniciativas de diálogo social) 
que viabilizaron y activaron propuestas de cambio constitucional. En tercer 
lugar, se debe tomar en cuenta la secuencia temporal de hechos que van 
estableciendo condiciones para un cambio en el statu quo (Pierson, 2004). En lo 
que sigue, desarrollaré con detención el argumento, para luego entregar algunas 
conclusiones tentativas sobre el proceso político chileno y sus perspectivas. 


Transformaciones macrosociales 


y la dinámica de la protesta social 


La protesta social ha sido planteada como la gran explicación para indicar por 
qué Chile está desarrollando un proceso constituyente. En esta línea argumental, 
mientras mayor sea la protesta social que amenace los intereses de las élites, 
mayor es la probabilidad de que estos grupos se abran a realizar cambios 
institucionales para responder a tales protestas. 


Pero, como se indicó en la introducción, este argumento que parece intuitivo 
requiere una mayor explicación, por cuanto gran parte de las demandas sociales- 
populares se han centrado en el mejoramiento específico de las condiciones de 
vida. Una encuesta nacional realizada por el Centro de Estudios Públicos de 
diciembre de 2019, mostraba que la ciudadanía identificaba como los temas más 
prioritarios, es decir, los temas a los que debía poner atención el gobierno, las 
pensiones (64 por ciento), la salud (46 por ciento), la educación (38 por ciento) y 
los salarios (27 por ciento). La reforma a la Constitución aparecía en el onceavo 
lugar, con un escaso 7 por ciento de preferencias (cep, 2019). 


Así, el desencadenamiento del proceso constituyente requirió de algunas 
condiciones sociales y políticas previas que es muy relevante comprender. En 
esta sección me enfoco en la primera de esas condiciones: el renovado activismo 
social. Luego, en la siguiente sección, analizaré los factores político- 
institucionales que desencadenaron este proceso. 


La primera pregunta que surge es por qué la gente protesta en Chile. Entre 1983 
y 1989 observamos un intenso ciclo de protestas contra la dictadura, que fue 
liderado por organizaciones sociales y partidos políticos que se oponían al 
régimen militar. La memoria histórica de la protesta social nos retrotrae a los 
movimientos obreros y de clase de fines del siglo xix y comienzos del xx. 
También incluye las luchas feministas durante prácticamente todo el siglo 
pasado y los movimientos de resistencia indígena, particularmente el 
movimiento Mapuche, que históricamente había resistido la ocupación de 
territorios en el sur del país. Sin embargo, una vez recuperada la democracia en 
1990, se observa un declive sustantivo de la organización social, por lo menos 
hasta el año 2006, cuando los estudiantes secundarios retoman el liderazgo social 
en la protesta. En efecto, desde el año 2006 y hasta la fecha, se produjo un nuevo 
ciclo de activismo, en el que diversos actores sociales reactivaron sus demandas 
a través de repertorios de protesta. Movimientos indígenas, medioambientales, 
estudiantiles, regionalistas, feministas y diversos otros actores sociales, que 


demandaban mejoramiento en las condiciones de vida, comenzaron a salir a la 
Calle a protestar. 


¿Qué explica este nuevo ciclo de protestas? En el campo de las ciencias sociales 
se han desarrollado tres explicaciones. La primera tiene que ver con la 
desigualdad social. En la medida en que el país se desarrolló económicamente en 
la década del 90, la distribución de los frutos de ese crecimiento se repartió muy 
desigualmente. Al hacerse cada vez más patente las condiciones de injusticia, las 
organizaciones sociales comenzaron a reclamar por su derecho a una educación 
de calidad, a mejores pensiones, a mejorar el acceso a la salud y a tener mejores 
salarios. Aquí la interpretación es que la protesta se organiza en contra de un 
sistema injusto, el llamado sistema “neoliberal” (Ruiz, 2019). 


Una segunda explicación sostiene que es el propio proceso de modernización 
capitalista el que explica el descontento social. Durante los 90 irrumpieron 
nuevas capas medias que tuvieron acceso a la educación, salud, crédito y 
mejores oportunidades laborales. Estas nuevas clases medias accedieron a 
mejores condiciones materiales, lo que las llevó a activarse para demandar 
mayores estándares de vida. Por ejemplo, grandes masas de estudiantes por 
primera vez en la historia podían acceder a las universidades, pero ello se hacía a 
costa de un mayor endeudamiento de sus familias. La demanda social, en esta 
perspectiva, no puede entenderse como un reclamo contra un sistema injusto, 
sino que por el contrario, se debería asociar con una demanda por mayor 
inclusión en el sistema capitalista (Peña, 2020). 


Un tercer argumento, complementario con los anteriores, sostiene que desde el 
retorno a la democracia se produjo un desacople o desadaptación entre el sistema 
de partidos y la sociedad. La coalición de centroizquierda (Concertación) que 
logró controlar el poder Ejecutivo entre 1990 y 2010, centró su atención política 
en el acceso al poder estatal. En ese esfuerzo, habría desatendido los vínculos 
territoriales con los sectores sociales bajos y medios de la sociedad. Los partidos 
políticos centraron su acción política en la gestión del Estado y no en el 
fortalecimiento de sus vínculos con las organizaciones sociales a nivel local, 
produciéndose así una elitización de la política. Lo anterior permitió a los 
partidos de derecha establecer renovados vínculos territoriales con sectores bajos 
de la sociedad. En ese período de 10 años, se aprecia el declive electoral de los 
partidos de centro y particularmente de la Democracia Cristiana (dc), y un 
aumento importante del caudal electoral del partido conservador Unión 
Demócrata Independiente (Garretón, 2016). 


Las explicaciones anteriores no parecen ser del todo incompatibles o excluyentes 
entre sí. No cabe duda de que el proceso de modernización económica y social 
estimuló nuevas demandas. Pero, al mismo tiempo, este proceso se dio 
principalmente a costa del endeudamiento individual. Entre el año 2000 y 2018 
observamos significativos incrementos en la deuda de las familias, que cada vez 
dependen más de sus tarjetas de crédito para acceder a educación, salud y bienes 
de consumo. De esta manera, estamos ante una modernización que depende 
principalmente del endeudamiento individual y, en menor grado, del propio 
Estado. 


La dinámica de protesta social, entonces, debe entenderse como una demanda 
por inclusión y también tanto como un reclamo respecto de las injusticias 
económicas y sociales. El movimiento estudiantil (secundario y universitario) 
fue uno de los primeros en rearticularse tras el retorno de la democracia. Levantó 
la demanda por una educación de calidad, para poner fin a las brechas existentes 
entre la educación particular pagada y la pública. También comenzó a exigir una 
educación gratuita, dados los altos niveles de endeudamiento individual para 
acceder a la universidad. A partir de 2016, se articuló un movimiento 
denominado “No+afp”, que demandaba un mejoramiento de las pensiones y el 
cambio del sistema de pensiones, que depende de la cotización individual de los 
trabajadores y es administrado por empresas privadas (las llamadas afp). En 
forma paralela, se sumaron otras demandas, como las medioambientales, que se 
activaron para reclamar frente a empresas que afectaban las condiciones de vida 
de las personas en ciertos territorios. También se hizo presente el movimiento 
indígena, que demandó la recuperación de sus territorios y el reconocimiento de 
pueblos originarios. También hay que mencionar al movimiento feminista, que 
realizó una importante campaña para permitir el aborto en los años 2015-2016 
(Donoso y Von Biilow, 2017). 


La dinámica de protesta social de la última década (2011-2021) considera dos 
características principales. En primer lugar, se trata de grupos sociales que no 
están necesariamente coordinados en su accionar. Cada grupo tenía sus propias 
agendas y repertorios de acción, por lo que se advierten altos niveles de 
fragmentación. Solo al final de la década, en agosto de 2019, se estructuró una 
“Mesa de Unidad Social”, la cual organizó a cerca de 150 organizaciones 
sociales y sindicales para estructurar una agenda de demandas para enfrentar al 
gobierno de Piñera. Allí (o en ella) participan las principales organizaciones de 
trabajadores (cut), Colegio de Profesores, Coordinadora Feminista 8 de Marzo 
(8M), Confederación de Estudiantes Universitarios, movimiento No+afp y la 


Asociación de Trabajadores del Estado, entre otros. 


La segunda característica es la distancia que estos movimientos adquieren 
respecto de los partidos políticos tradicionales. Mientras durante la dictadura la 
mayor parte de los dirigentes de las organizaciones sociales tenían una 
adscripción partidista nítida y asociada a las principales tendencias políticas de 
centroizquierda, ahora aquello resulta mucho menos claro. En las principales 
organizaciones sociales y gremiales seguían predominando partidos de izquierda, 
como el Partido Comunista (cut) y el Partido Humanista (Colegio de Profesores), 
y en algunas organizaciones se advertía la presencia de dirigentes de un nuevo 
referente de izquierda, denominado Frente Amplio. Sin embargo, en muchas 
otras organizaciones se hacían explícitas referencias al distanciamiento con los 
partidos políticos tradicionales. Aún más, la Mesa de Unidad Social, al menos en 
términos discursivos, emergió como un espacio que desafiaba a la élite política a 
dar respuestas respecto de las demandas sociales y territoriales. Una última 
característica se refiere a la progresiva “constitucionalización” del activismo 
social, en la medida en que las reformas que reclamaban se topaban con la 
Constitución. Varias de las demandas de los actores sociales implicaban una 
revisión sustantiva, ya sea de artículos específicos de la Constitución o de 
normas que se encontraban en las denominadas “Leyes Orgánicas 
Constitucionales”. Estos cuerpos legales requerían un quorum especial de 
aprobación de 4/7 en el Congreso Nacional; por lo tanto, eran consideradas 
“cuasi-constitucionales”. Al buscarse reformas a la Constitución, muchos de los 
conflictos legislativos terminaron siendo dirimidos por el Tribunal 
Constitucional. Esta institución autónoma se convirtió en esta última década en 
una gran protagonista de la conflictividad política y social. Como en dicho 
tribunal dominaban las fuerzas políticas más conservadoras, los grupos sociales 
fueron adquiriendo conciencia de la relevancia que tenía el entramado jurídico- 
constitucional para avanzar con sus demandas. 


Por ejemplo, las exigencias de los estudiantes universitarios por una educación 
pública, gratuita y de calidad requería modificar lo que se denominaba la Ley 
Orgánica Constitucional de Educación Superior, pues en ese instrumento legal se 
establecían los principales ejes organizadores del sistema universitario chileno. 
En el caso del acceso a salud, educación y pensiones, la Constitución establece 
la opción de elegir entre servicios públicos y privados, lo que ha limitado las 
opciones del Estado para desarrollar políticas públicas en tales sectores. La 
demanda por los derechos de aguas se encuentra con un artículo en la 
Constitución que protege a los titulares particulares. Esto convierte a Chile en el 


único país del mundo donde los derechos de aprovechamiento de aguas de los 
privados están protegidos por la Constitución. Esto ha ocasionado 
movilizaciones territoriales para terminar con esta cláusula constitucional. 


Otras demandas se asociaban con la ausencia en el marco constitucional de 
determinados derechos. Por ejemplo, las organizaciones de los sin-casa venían 
reclamando por la incorporación de la vivienda digna como un derecho 
fundamental. El movimiento de pueblos indígenas alega la incorporación en la 
Constitución de la noción de plurinacionalidad y de una serie de derechos 
políticos de autodeterminación, así como de derechos territoriales, culturales y 
jurisdiccionales. 


En 2013 se desarrolló el movimiento “Marca tu voto”, que llamó a marcar el 
voto con “ac” en las elecciones presidenciales, como una forma de explicitar su 
deseo de que se convocara a una “Asamblea Constituyente”. El movimiento 
concitó el interés de los medios de comunicación y actores sociales que se 
movilizaron en torno a esta campaña. De acuerdo a un conteo extraoficial, al 
menos el 10 por ciento de los votos fueron marcados con dicha sigla. Entre 2014 
y 2018, el gobierno de la Nueva Mayoría desarrollaría un proceso constituyente 
que animó el debate sobre una nueva Constitución. Los distintos movimientos 
sociales fueron observando cómo sus demandas se relacionaban más o menos 
directamente con el modo en que estaba diseñada la Constitución. El hecho de 
que además se tratara de una Constitución que originalmente fue diseñaba e 
impuesta en dictadura, generaba un mayor apoyo a la idea de reemplazarla. 


Dos hitos del activismo social marcarían esta “constitucionalización” de las 
protestas sociales. En 2016, durante el segundo gobierno de Michelle Bachelet 
(2014-2018), el gobierno impulsó una reforma para permitir la titularidad 
sindical, esto es, que en una empresa solo pudiese establecerse una negociación 
con los sindicatos y no con grupos de trabajadores 


negociadores. Además, se establecía que solo los sindicatos podrían extender los 
beneficios de un contrato colectivo a otros trabajadores y no el empleador. En 
2016, el Tribunal Constitucional rechazó estos dos avances que fortalecían el 
poder negociador de los sindicatos, indicando que tales medidas violaban la 
Constitución. Esto produjo gran descontento entre las organizaciones sindicales, 
que veían en la Constitución un impedimento para avanzar en la conquista de sus 
derechos. 


Otro caso emblemático fue el del aborto. Desde el año 2015 el Congreso discutió 
un proyecto para despenalizar el aborto bajo tres causales. A saber, cuando el 
feto es inviable, cuando la vida de la madre está en peligro y cuando el embarazo 
es producto de una violación. El proyecto generó una fuerte polémica política y 
social, y animó una serie de movilizaciones tanto de sectores conservadores que 
rechazaban esta iniciativa como de organizaciones que lo apoyaban. El trámite 
legislativo tardó dos años y en agosto de 2017 debió ser sometido al escrutinio 
del Tribunal Constitucional. Las movilizaciones se intensificaron y más de un 
centenar de organizaciones expusieron sus puntos de vista en un hecho que era 
inédito para ese tribunal. La resolución final fue la aceptación del proyecto, 
aunque se permitió la objeción de conciencia institucional respecto de practicar 
abortos. Asimismo, el resultado generó fuertes debates sobre el rol que tiene el 
Tribunal Constitucional en la aprobación y rechazo de proyectos de ley. 


De este modo, muchas de las demandas sociales adquirían una dimensión 
constitucional. Esto, como producto de barreras legales que se establecían para 
avanzar ciertos derechos, tales como los derechos sexuales y reproductivos, 
derechos laborales, derechos de aguas y el derecho al acceso a una educación de 
calidad. También se producía por la ausencia de provisiones constitucionales 
para proteger y garantizar determinados derechos, como el derecho a la vivienda, 
los derechos de los pueblos originarios y los derechos de niños y niñas. 


Factores endógenos al sistema político 


El incremento de la protesta social y su constitucionalización no explican por sí 
solos que se haya desencadenado el proceso constituyente. Durante 30 años las 
fuerzas políticas evitaron el cambio constitucional, bajo un marco legal que 
establecía una distribución de poder favorable a la mantención del statu quo. De 
allí que no resulta automática la traducción de protesta en un cambio 
constitucional tan significativo. En mi opinión, existieron ciertas condiciones 
endógenas al sistema político que contribuyeron a explicar la dinámica político- 
social en Chile que desencadenaría el estallido social y, luego, el proceso 
constituyente. En este apartado me referiré a tres cuestiones en particular: 
transformaciones institucionales que dinamizaron significativamente el 
activismo social; políticas gubernamentales que estimularon el debate 


constituyente; y la acción de comunidades epistémicas que generaron 
alternativas políticas para el cambio constitucional. 


Uno de los cambios más relevantes del ciclo que analizamos se refiere a ciertos 
cambios institucionales que provocaron efectos no intencionados en la esfera 
social. A comienzos de este siglo se realizaron cambios legales que fortalecieron 
la capacidad de control sobre las grandes empresas y en particular el Tribunal de 
Libre Competencia. Entre los años 2006 y 2020 se detectaron más de una 
veintena de colusiones en rubros tan diferentes como las farmacias, los pollos, el 
papel higiénico, los supermercados y asociaciones profesionales de médicos, 
entre otros (Fuentes, 2019). Este cambio institucional favoreció la regulación de 
mercados altamente concentrados. Al mismo tiempo, sin embargo, se produjo 
gran malestar ciudadano por los abusos en el arreglo de precios que los grandes 
consorcios cometían en productos de primera necesidad. La confianza social 
hacia las instituciones públicas y privadas colapsó en poco menos de una década. 
Este asunto no es menor, por cuanto varios de estos casos generaron una 
escalada de frustración y sentimientos de rabia en la ciudadanía. Uno de los 
casos más emblemáticos fue el del papel higiénico: en el 2015, la Fiscalía 
Nacional Económica acusó a la empresa chilena cmpc y a una empresa sueca de 
coludirse para definir el precio del papel higiénico y defraudar así a los 
consumidores durante 10 años. Posteriormente, otra investigación del año 2016 
descubrió una colusión entre cmpc y la multinacional Kimberly Clark en el 
mercado de pañales de bebé, por un período de ocho años. La investigación 
judicial del primer caso duró cinco años, luego del cual la justicia condenó a las 
empresas a pagar multas y reparar el daño causado a los consumidores. Además, 
la empresa y el Estado de Chile acordaron un sistema de reparación a los 
consumidores mediante el cual se pagaron US$9 a cualquier consumidor que se 
registrara para recibir ese monto. Trece millones de personas recibieron esa 
compensación, totalizando poco más de US$117 millones. Con todo, la 
percepción social de abuso por parte de los grandes empresarios fue 
extendiéndose en la medida en que se fue dando a conocer este tipo de 
escándalos. 


A lo anterior se sumó otra reforma institucional relevante. En el 2003 se 
promulgó la ley que por primera vez en la historia de Chile reguló el 
financiamiento de campañas políticas. La norma estableció un mecanismo de 
donaciones reservadas de las empresas a campañas políticas, fijó topes máximos 
de donaciones y generó un sistema de control de cuentas del gasto electoral. 
Aunque estas reformas fueron en su momento consideradas un avance, poco más 


de una década después la justicia comenzó a realizar investigaciones por 
actividades ilícitas entre grupos empresariales y actores políticos. La ausencia de 
controles y sanciones en aquella ley generó un fuerte incentivo para cometer 
ilícitos en relación con donaciones de campañas. Además, la justicia investigó 
situaciones de influencia indebida de empresas en la discusión de proyectos de 
ley que las favorecían. Estas ilegalidades contribuyeron aún más a generar una 
percepción de abuso de parte de los partidos políticos y los empresarios. 


El malestar social, entonces, fue un proceso de acumulación secuencial de 
agobio por los crecientes niveles de endeudamiento individual, molestia por los 
abusos cometidos por las grandes empresas y desconfianza de la élite política. El 
estallido social en Chile debe ser entendido como una configuración compleja de 
demandas sociales materiales combinadas con un creciente descontento dirigido 
hacia las élites políticas y económicas que controlan el poder. 


El segundo factor político-institucional se relaciona con el aprendizaje social 
obtenido a partir de 2014. El segundo gobierno de Bachelet prometió en su 
programa establecer un proceso constituyente “democrático, institucional y 
participativo”. Ella no contaba con el apoyo político en el Congreso para 
establecer una nueva Constitución, dado que no tenía el 67 por ciento de los 
votos necesarios en ambas cámaras. Sin embargo, Bachelet decidió generar un 
proceso de diálogos ciudadanos para el establecimiento de una nueva 
Constitución, con miras a crear condiciones sociales para el cambio. 


Mientras la mayoría de los partidos de la derecha rechazó involucrarse en esta 
iniciativa, el gobierno invitó a la ciudadanía a autoconvocarse para dialogar y 
proponer cambios constitucionales. Los Cabildos Ciudadanos involucraron a 
poco más de 200 mil personas. Posteriormente, se organizó un proceso 
constituyente indígena que convocó a más de 10 mil personas. Hacia fines de 
2017, se sistematizaron las propuestas y a inicios del año 2018, cuando Bachelet 
estaba a punto de dejar la presidencia, fue enviado un proyecto de reforma total a 
la Constitución, considerando algunas de las ideas de esos cabildos (ocde, 2017). 


Entre los propios partidos del gobierno de la coalición de centroizquierda 
existían diferencias significativas sobre el camino a seguir en el tema 
constitucional. Los ministros más moderados de la coalición de gobierno no 
aceptaban la idea de convocar a una Asamblea Constituyente. Ellos preferían 
que fuese el propio Congreso Nacional el que definiera la Nueva Constitución. 
Por su parte, el Partido Socialista, el Partido Radical, el Partido por la 


Democracia y el Partido Comunista estaban por convocar a un plebiscito o 
establecer una reforma a la Constitución que propusiera la opción de una 
Asamblea Constituyente para reemplazar la actual Constitución (Fuentes y 
Joignant, 2015). 


En definitiva, el proceso constituyente de Bachelet no se tradujo en una nueva 
Constitución. Los partidos de derecha rechazaron involucrarse en los diálogos 
ciudadanos que el gobierno organizó. Tampoco aceptó las propuestas de reforma 
legal para establecer esta nueva Constitución. Sin embargo, el proceso en sí 
mismo generó un importante aprendizaje social. Cuando se produjo el estallido 
social, en octubre de 2019, la primera reacción ciudadana fue organizar cabildos 
ciudadanos autoconvocados a nivel territorial y barrial. Durante casi dos meses 
se intensificó el activismo social, sin existir un protagonismo relevante de los 
partidos políticos, los antiguos mediadores en estos procesos (Fuentes, 2021). 


Hasta aquí hemos identificado algunas condiciones sociales y político- 
institucionales que favorecieron el estallido social y el consiguiente proceso 
constituyente. Las demandas sociales eran fragmentadas, pero gran parte de ellas 
encontraba un hilo común en la Constitución que fue articulándose a través del 
tiempo. Después de 2014 se observa que el debate sobre el cambio 
constitucional se instalaría en la élite política, aunque todavía con fuertes 
resistencias de un importante segmento de los partidos, particularmente de la 
derecha. 


Otro elemento que se sumaría a la dinámica descrita proviene de una élite 
intelectual, que poco a poco se fue involucrando en el debate, generando ideas, 
propuestas y activándose en pos de un cambio constitucional. De hecho, en Chile 
observamos la existencia de una élite intelectual orgánica, que participa 
activamente en el debate político y constitucional. Esta élite intelectual se ha 
vinculado directamente con los partidos políticos, ha generado contenidos y 
propuestas específicas en materia constitucional y ha participado activamente en 
espacios de toma de decisión sobre estos asuntos. 


En un estudio anterior (Fuentes, 2021) revisé el perfil de quienes conforman esta 
élite intelectual y observé que se trata de personas con altos niveles de educación 
obtenida en Chile y en el extranjero, y donde predominan los abogados, 
hombres, de la Región Metropolitana y formados en las universidades de Chile y 
Pontificia Universidad Católica de Chile. Sin embargo, en los últimos años 
surgieron nuevos referentes institucionales, como la Universidad Diego Portales, 


la Universidad de Valparaíso, la Universidad Austral y la Universidad de Talca, 
entre otras. A lo anterior hay que agregar la formación de una red de abogadas 
constitucionalistas que comenzaron a tener mayor presencia en el debate 
público. 


Lo interesante de este proceso es el vínculo político que se establece entre los 
distintos partidos con referentes intelectuales bien definidos. Se aprecia una 
activa participación de estos “expertos” abogados constitucionalistas en las 
definiciones de los programas de gobierno de las diferentes coaliciones. Ellos 
están presentes en las propuestas de reformas constitucionales y en instancias de 
toma de decisión. Por ejemplo, cuando el gobierno de Bachelet (2014-2018) 
estableció el proceso de diálogos ciudadanos, se formó un Consejo de 
Observadores del Proceso Constituyente, el cual incluía a abogados 
constitucionalistas que tenían vinculación con los partidos principales del 
gobierno y la oposición. Posteriormente, cuando se firmó el acuerdo para 
reemplazar la Constitución, en noviembre de 2019, se creó un “comité técnico” 
donde participaron expertos —abogados y cientistas políticos— asociados a las 
diferentes tendencias políticas existentes. Por último, cuando se convocó a 
elecciones para la Convención Constituyente, nuevamente algunos de estos 
abogados expertos participaron como candidatos a dicha instancia. 


La existencia de esta masa crítica de individuos es muy relevante para entender 
el proceso que llevó al planteamiento de una nueva Constitución. Son estas 
personas las que han ido imaginando alternativas, produciendo opciones de 
política e incluso viabilizando ciertos acuerdos políticos para posibilitar el 
reemplazo de la Constitución. Entonces, así como la radicalización e intensidad 
de las protestas sociales son relevantes para explicar el proceso constituyente, 
también debemos poner atención en las condiciones político-institucionales que 
lo gatillaron y en los agentes que movilizaron ideas para la acción. 


En el caso de Chile se observa una gradual secuencia de intensificación de la 
protesta social desde por lo menos el 2006 hasta la fecha; la generación de 
propuestas y acciones políticas que pusieron el tema del cambio constitucional 
en la agenda; y la activación de una élite intelectual que participó activamente de 
los debates constituyentes, generando alternativas para materializar ese cambio. 
La tormenta perfecta se desató el 15 de noviembre de 2019 y es lo que analizo a 
continuación. 


El acuerdo político del proceso constituyente 


El 15 de noviembre de 2019, a poco menos de un mes de iniciado el estallido, las 
principales fuerzas políticas representadas en el Congreso acordaron un 
mecanismo para reemplazar el texto constitucional. Fue una respuesta política 
para contener —en parte— las demandas sociales postergadas. Se excluyó de ese 
acuerdo el Partido Comunista, que criticaba la ausencia en la mesa de 
negociaciones de los actores sociales organizados (centrales sindicales, colegios 
profesionales y gremios). 


En un contexto de alta tensión política y social y con un Presidente de la 
República debilitado, algunos líderes de la derecha sostuvieron reuniones 
informales con sectores de la oposición. Estas conversaciones abrieron la 
oportunidad para cambiar la Constitución. Los partidos de la derecha que 
estaban dispuestos a dar el paso (Renovación Nacional y Evópoli) representaban 
una línea política que observaba la necesidad de entregar una respuesta 
contundente a la crisis social que se había desencadenado. Cabe advertir, 
entonces, que el gobierno y el Presidente Piñera no serían protagonistas de este 
acuerdo, sino meros espectadores de lo que sería el principal acuerdo del período 
postransición. 


Ese 15 de noviembre se reunieron durante todo un día un grupo de 
parlamentarios y líderes de partidos, para establecer los principios básicos de lo 
que sería este acuerdo. Se estableció una comisión técnica, que definiría el texto 
de una reforma constitucional para posibilitar el proceso constituyente. Así, la 
iniciativa tendría que pasar por el Congreso Nacional, e institucionalizaría un 
proceso inédito en la historia republicana de Chile. Era la primera vez que se 
convocaría a la ciudadanía para decidir sobre si quería o no una nueva 
Constitución. Y sería la primera vez que la ciudadanía podría elegir una 
Convención para escribir una nueva Constitución. 


La pandemia del covid-19 obligó a alterar el calendario electoral, pero en 
resumidas cuentas, el proceso constituyente quedó establecido con cuatro etapas: 


1) Un plebiscito de entrada (que se realizó el 25 de octubre de 2020), donde se le 
preguntó a la ciudadanía si quería una nueva Constitución y en una segunda 
papeleta se le consultaba por el mecanismo que debiera escribirlo: una 


Convención mixta o Convención electa. Cerca de un 80% de quienes asistieron a 
votar aprobaron la idea de una nueva Constitución y el 80 por ciento se inclinó 
por una Convención electa íntegramente por la ciudadanía. 


2) Luego se abriría una segunda etapa de elección de quienes integrarían la 
Convención, elección que tuvo lugar el 15 y 16 de mayo de 2021. Los 
representantes fueron elegidos bajo la regla electoral de la Cámara de Diputados 
(sistema proporcional de listas abiertas). 


3) La tercera etapa se refiere al trabajo de la Convención, que durará entre nueve 
y 12 meses (hasta junio de 2022), iniciándose el 4 de julio de 2021. 


4) Se establecerá un plebiscito ratificatorio por parte de la ciudadanía, en donde 
se someterá al escrutinio de la sociedad el texto aprobado por la Convención 
(agosto de 2022). 


Así descrito, Chile vivirá un ciclo de intensa actividad electoral por los próximos 
dos años. Además de los tres eventos electorales descritos (plebiscito de entrada, 
elección de Convención, plebiscito de salida), se suman las elecciones 
municipales y de gobernadores regionales (mayo de 2021), y presidenciales, de 
consejeros regionales y de Congreso Nacional (noviembre de 2021). En menos 
de tres años, la ciudadanía podrá concurrir a las urnas en al menos cuatro 
ocasiones, para tomar decisiones respecto de 10 esferas de decisión, sin 
contabilizar segundas vueltas o elecciones primarias. 


El primer hito fue el plebiscito de octubre de 2020 y existía una alta 
incertidumbre sobre los niveles de participación. El covid-19 azotó fuertemente 
a Chile entre marzo y agosto de 2020, por lo que no se sabía a ciencia cierta 
cuánta gente concurriría a votar. El tema era fundamental, pues si asistía menos 
del 50 por ciento del electorado, se produciría un problema de legitimidad del 
proceso. Se trató de una jornada cívica ejemplar, no se advirtió ningún hecho de 
violencia y participó el 51 por ciento de la ciudadanía habilitada para votar. Los 
datos electorales muestran que existió alta participación en los grandes centros 
urbanos de la zona central del país. 


Desde el punto de vista político, el proceso constituyente dividió a la derecha: un 
segmento llamaba a rechazar la idea de cambiar la Constitución, pero aquellas 
fuerzas políticas que negociaron el acuerdo convocaron a aprobar esta idea. De 
este modo, aquel 80 por ciento de aprobación no puede interpretarse como un 


triunfo exclusivo o único de la centroizquierda. A nivel social adquirió fuerza la 
idea de cambiar la Constitución, porque logró relacionarse con algunos aspectos 
críticos de la conflictividad social reciente: ¿qué tipo de rol debe cumplir el 
Estado en una sociedad? ¿Debe Chile ser un Estado plurinacional que reconozca 
a los pueblos originarios? ¿Cuánta autonomía debiesen tener las regiones? ¿Qué 
tipos de derechos sociales debiesen consagrarse en la Constitución? ¿Se 
continuará con un sistema presidencial o se generará otro régimen de gobierno? 
¿Qué rol cumple el Estado en materia de salud? ¿Cómo se regulan los estados de 
excepción? 


La “constitucionalización” de la política canalizó las aspiraciones sociales y muy 
probablemente es aquello lo que expresa aquel 80 por ciento: la esperanza de 
que un nuevo pacto de convivencia permita resolver algunas aspiraciones 
sentidas de la población, como una sociedad que reconoce la diversidad, que 
vela por los derechos sociales y con un Estado benefactor. 


Como suele ocurrir en este tipo de procesos, una de las cuestiones fundamentales 
de discusión política ha sido la composición de la Convención Constituyente. En 
el texto original de la reforma constitucional aprobada se indica —como ya se 
dijo— que quienes integraran la convención serían seleccionados utilizando un 
sistema proporcional de listas abiertas y replicando el sistema de distritos de la 
Cámara de Diputados. Los grupos organizados de la sociedad civil advirtieron 
que aquello implicaría que solo los partidos políticos tradicionales podrían llegar 
a obtener algún grado de representación. Bajo este sistema triunfan quienes 
obtuvieron el mayor número de votos dentro de las listas más votadas. Así, las 
candidaturas independientes individuales tendrían que competir en contra de 
listas de partidos o pactos de partidos, lo que generaba una enorme desventaja. 
En un contexto social marcado por el antipartidismo, la sociedad civil aspiraba a 
contar con una Convención que refleje no a las élites tradicionales, sino más 
bien, que sea un espejo fiel de la sociedad. 


Durante el 2020, el Congreso aprobó normas que modificaron el predicamento 
original. En primer lugar, se modificó la norma de elección de la Convención, 
estableciendo el principio de paridad entre hombres y mujeres, tanto en las 
candidaturas como en el resultado. Es decir, las listas deberían ordenar sus 
candidaturas de modo que siempre estuviesen encabezadas por una mujer e 
intercalando a continuación hombres y mujeres (lista trenzada). Pero además, 
una vez verificada la elección, se aplicaría un factor de corrección, de modo que 
en ningún distrito exista una sobrerrepresentación de un sexo. Por primera vez 


en la historia del asambleísmo constituyente en el mundo se aplicó una norma de 
paridad. Esto fue posible gracias a la movilización del movimiento feminista, la 
capacidad de expertas de incidir en el debate legislativo y la influencia que 
ejercieron en el proceso legislativo durante el 2020, obteniendo un apoyo 
mayoritario, aunque no unánime, para modificar el acuerdo constituyente. 


La segunda reforma permitió que se conformaran listas de independientes que 
pudiesen competir en condiciones de mayor igualdad con los candidatos de los 
partidos. Se les exigió un número mínimo de firmas y un programa para dar 
coherencia a dichas listas. No se lograron modificar otros aspectos clave, como 
el financiamiento de campañas electorales y se hizo una reforma parcial para 
permitir el acceso a la franja electoral de televisión a estas candidaturas. El 
resultado práctico de esta reforma fue la presentación de un alto número de 
listas, tanto de partidos como de independientes agrupados en listas, para el acto 
electoral registrado en abril de 2021. 


La tercera reforma, también aprobada por el Congreso, permitió el 
establecimiento de 17 escaños reservados para pueblos originarios. Los 10 
pueblos reconocidos por el Estado de Chile tienen como mínimo un 
representante en la Convención; el pueblo aymara, dos y el mapuche, siete. Los 
electores indígenas contaron con un padrón especial y tuvieron la oportunidad de 
elegir si votaban por los escaños reservados o por las candidaturas de su distrito. 
Lo anterior constituyó un hecho inédito en la historia de la República, puesto que 
Chile no ha incorporado a nivel constitucional el reconocimiento de los pueblos 
originarios y subsiste un conflicto entre el Estado de Chile y el pueblo mapuche. 


El debate sobre la composición de la Convención también incorporó un sistema 
de cuotas en las candidaturas de las listas para personas con discapacidad (de 5 
por ciento) que fue aprobado y la incorporación del pueblo afrodescendiente a la 
Convención con un escaño, pero que finalmente fue rechazado. 


Así, aunque esta Convención Constituyente posee una fisonomía similar desde el 
punto de vista político a la actual Cámara de Diputados (155 asientos), las 
normas aprobadas permitieron que en la elección de mayo de 2021 se 
estableciera una Convención paritaria (77 mujeres / 78 hombres), con 
representación del 11 por ciento de los pueblos originarios en el sistema de 
escaños reservados y con la inclusión inédita también de listas independientes 
que reflejan el 30 por ciento de la Convención. Desde el punto de vista de la 
distribución política, la Convención terminó conformada con un 24 por ciento de 


representación de los partidos de derecha, un 23 por ciento de sectores de 
centroizquierda moderados y poco más de un 40 por ciento de sectores de 
izquierda. Existe un restante 13 por ciento que todavía no sabemos cómo se 
posicionará ideológicamente, pero ciertamente la mayoría de ellos lo hará en 
posturas de centroizquierda. 


Desde el punto de vista electoral, la novedad de esta conformación fue la derrota 
de la coalición de derecha, que aspiraba a obtener al menos un tercio de la 
Convención para ejercer algún grado de veto, y la irrupción de listas de 
independientes compuestas por personas con una fuerte trayectoria en el 
activismo social, desvinculadas de partidos políticos tradicionales y con altos 
niveles de participación en causas sociales vinculadas al medioambiente, 
feminismo, defensa de los derechos humanos y organizaciones sociales de base. 
Desde el punto de vista sociodemográfico, la Convención estará dominada por 
personas que tienen nivel universitario (88 por ciento), y dentro de ellos 
abogados(as) (44 por ciento) y profesores(as) (12 por ciento). La mayoría de los 
convencionales no milita en un partido político (68 por ciento), aunque varios de 
ellos se presentaron en listas de partidos. 


Un aspecto que ha sido central en la experiencia comparada se refiere a la regla 
de decisión. El acuerdo político estableció que la Convención deberá regirse por 
un quorum de 2/3, tanto respecto del reglamento interno como de las normas que 
fuese aprobando. Lo anterior implica que lo que quedará ratificado en la nueva 
Constitución será aquello que suscite alto consenso. Como ninguna fuerza 
política o social logró una mayoría sustantiva, el resultado previsible de este 
proceso será una negociación y acuerdo entre minorías. 


¿Qué efectos podríamos esperar mientras se desarrolle el proceso constituyente? 


Primero, por insertarse en un contexto de alta convulsión social, no debiésemos 
esperar que las aguas de la agitación se calmen en los próximos meses. Muy por 
el contrario, cada etapa provocará sus controversias acerca de los principios 
fundantes de la república. Mucho depende de la capacidad de quienes salieron 
elegidos para canalizar las demandas, viabilizar los debates y conducir las 
discusiones sustantivas sobre Estado, mercado, derechos sociales, 
reconocimiento de pueblos indígenas y un largo etc. 


Así, se trata de un proceso institucionalizado, con reglas del juego que ya están 
definidas en el texto constitucional. Una hoja de ruta que habrá que seguir y 


respetar. Dado el equilibrio de fuerzas ya indicado, el trabajo de la Convención 
implicará un sofisticado ejercicio de buscar acuerdos para garantizar ciertos 
mínimos comunes que alcancen desde la derecha hasta la izquierda del país. 


Segundo, el acuerdo político incluyó algunas otras limitaciones para la 
Convención. Se trata de un intento de limitar la incertidumbre respecto de los 
múltiples intereses que están en juego para los propios actores económicos y 
políticos que han conducido el proceso. Por ejemplo, habrá un año para 
desarrollar el trabajo. Transcurrido ese año, deberá disolverse, 
independientemente de si logra acordar un texto constitucional. Además, si la 
ciudadanía rechazara el texto propuesto por la Convención en el plebiscito de 
salida, se ha acordado mantener la Constitución vigente. Estas dos cuestiones se 
transformarán en poderosos incentivos para llegar a un acuerdo. 


Una cuestión adicional es que si se consideran afectados aspectos 
procedimentales de la Convención —por ejemplo, que un grupo de 
convencionales decida cambiar el quorum de aprobación—, 1/4 de los 
integrantes puede solicitar una revisión de esa alteración de procedimiento a la 
Corte Suprema, quien solo podrá pronunciarse sobre cuestiones de 
procedimiento, nunca de contenido. 


¿Podrá la Convención —el poder constituyente— alterar las reglas del juego ya 
definidas por el Congreso, es decir, por el poder constituido? En teoría, la 
Convención podría alterar estas condiciones, pero políticamente resulta 
improbable que aquello suceda. En un escenario de alta fragmentación política, 
resulta impensable que una sola tendencia política pueda monopolizar ese 
espacio político. Por lo mismo, casi la totalidad de las fuerzas políticas — 
incluyendo al Partido Comunista, que originalmente no concurrió a este acuerdo 
— están jugando bajo las reglas aquí descritas. 


Por ende, el rol que pueda cumplir la sociedad civil organizada en términos de 
incidencia hacia la Convención será fundamental durante el 2022. Ya vimos una 
alta efectividad del movimiento feminista al incorporar la paridad. Un éxito 
parcial también tuvo el movimiento indígena. Es muy probable que a propósito 
de debates asociados a derechos sociales y laborales, reconocimiento de pueblos 
originarios, derechos de aguas, recursos naturales y protección de la 
biodiversidad, y derecho a la vida, entre otros tantos temas, se activen 
organizaciones de la sociedad civil que clamarán por sus demandas. 


Desde el punto de vista de los contenidos, es muy probable que se observen 
intensos y extensos debates sobre: a) el rol del Estado en la protección de 
derechos económicos, sociales y culturales; b) el cambio del régimen político, 
con vistas a atenuar el presidencialismo exacerbado del sistema chileno; c) la 
introducción de mecanismos de democracia directa, inexistente en el país; d) la 
limitación de atribuciones del Tribunal Constitucional; e) el reconocimiento de 
los pueblos indígenas; f) la regulación y protección de los denominados bienes 
públicos comunes, y g) las cuestiones medioambientales. 


La institucionalización del proceso constituyente en Chile, aceptado hoy por 
todas las fuerzas políticas y también por el empresariado, se ha transformado sin 
duda en una oportunidad para al menos alterar un modelo que ha privilegiado al 
mercado por sobre el Estado, el individualismo por sobre la cooperación. Pero 
como toda oportunidad, ellas podrán ser aprovechadas o desaprovechadas por 
quienes asuman la tarea de escribir un nuevo pacto de convivencia política y 
social. Eso es lo que está por verse. 


Conclusión 


En estas páginas he argumentado que el estallido social y la dinámica política de 
reemplazar la Constitución tienen una explicación de mediano plazo: 
determinados cambios estructurales de la sociedad incrementaron las 
expectativas sociales de inclusión, pero al mismo tiempo, gatillaron frustración e 
ira social. Se trata de un esquema de acelerada modernización que dependía, 
principalmente, del poder de endeudamiento individual. Así como se generaron 
oportunidades para educarse, adquirir una casa o ciertos bienes, así también se 
incrementó significativamente la deuda individual de las personas. A lo anterior 
se sumó una estructura económica altamente concentrada, que a través del 
tiempo fue mostrando casos de colusión y abuso de poder que molestaron a la 
ciudadanía. No es la desigualdad por sí sola la que genera protestas, sino más 
bien estas protestas se manifiestan cuando existen percepciones de abuso e 
injusticia. 


Desde el punto de vista político-institucional también se advirtió una secuencia 
de dos caras. Por una parte, ciertas reformas institucionales permitieron hacer 


más evidentes los abusos de poder. Aquí consideramos dos ejemplos: las 
políticas de control de la libertad de competencia y reformas sobre el 
financiamiento a la política. Por otra parte, existió una dinámica política que fue 
instalando el tema del cambio constitucional como una condición necesaria para 
mejorar las condiciones de convivencia democrática. 


La tormenta se desató el 18 de octubre de 2019, cuando un grupo de estudiantes 
se saltó los torniquetes del metro, protestando por un alza en las tarifas del 
transporte público. Ese incidente —que parecía menor— abrió un ciclo muy 
intenso de protestas sociales que posibilitó, entre otras cosas, establecer un 
acuerdo para reemplazar la Constitución. 


La descripción que aquí se hace sugiere que para entender la dinámica política 
de una coyuntura, debemos poner atención a tendencias más de largo plazo que 
se venían desarrollando en la sociedad. Se registró una progresiva 
“constitucionalización” de la política, en la medida en que diferentes actores 
políticos y sociales van identificando a la Constitución como una fuente que 
impide avances sociales y políticos. La Constitución no permitiría la protección 
de ciertos derechos y sería una barrera para que se expresaran las mayorías. Lo 
anterior plantea una gran interrogante sobre el modo en que se relacionan estas 
expectativas con la realidad sociopolítica futura. Sabemos que un texto 
constitucional, una norma, no resolverá todos los problemas que enfrenta una 
sociedad. En Chile una nueva Constitución no resolverá automática o 
mágicamente las desigualdades, las injusticias, las inequidades de género o las 
desigualdades en el acceso al poder. Una Constitución genera un marco general 
para distribuir poder, derechos y deberes en una sociedad, pero depende de la 
agencia de los actores el materializar políticas que resuelvan tales diferencias 
sociales. Por lo mismo, una de las inquietudes del proceso constituyente en curso 
refiere a la capacidad que tendrán los actores políticos y sociales de clarificar y 
limitar las expectativas y generar condiciones para resolver y canalizar los 
conflictos sociales. 


Con todo, las condiciones institucionales establecidas para conducir el proceso 
constituyente reflejan las tendencias de mediano plazo descritas en este trabajo. 
Esto, debido a que se trata de un proceso altamente institucionalizado. Al final 
del día, todo dependerá en gran medida de los acuerdos que se logren establecer 
entre los principales partidos políticos y fuerzas sociales emergentes que 
lograron incorporarse a la Convención. Pero, además, como reflejo de las nuevas 
tendencias sociales, se incorporaron notables innovaciones como la paridad y los 


escaños reservados para pueblos originarios. Así, el artefacto institucional 
creado refleja con notable claridad la dinámica sociopolítica de un país que 
avanza hacia la configuración de un nuevo pacto de convivencia social. 
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sobre el proceso constituyente en Chile (N° 1170025). Algunos de los 
argumentos presentados aquí provienen de mi libro La transición inacabada: el 
proceso político chileno 1990-2020 (Santiago, Catalonia, 2021). 


Más allá de la revuelta: 


el Chile que viene 


Carlos Peña y Patricio Silva 


El subtítulo de este epílogo contiene una ironía que, sin embargo, retrata bien lo 
que ha ocurrido en una parte del campo intelectual con los acontecimientos a que 
se refiere este libro. El Chile que viene fue el título de una serie de seminarios 
iniciados en la Universidad de Harvard a comienzos de los 90. En ellos se reunió 
una generación de intelectuales chilenos con el propósito de examinar el rumbo 
que tomaría Chile a partir del esfuerzo modernizador. Todos esos encuentros 
situaban en el horizonte del país una modernizacion exitosa y se preguntaban 
qué hacer en el plano institucional y cultural para asegurarla e impedir que Chile, 
como había ocurrido tantas veces en la experiencia comparada, cayera en la 
conocida “trampa del ingreso medio”. La modernización del transporte, las 
mejoras a la educación, el rediseño del sistema electoral y el régimen político, y 
los cambios institucionales, fueron examinados en esos encuentros que llamaron 
la atención acerca de las carencias que Chile experimentaba. Y si bien en ellos se 
insinuó que los déficits de la modernización podían hacer que el país tropezara, 
nunca se atisbó siquiera una situación como la que Chile, hacia fines de la 
segunda década del presente siglo, experimentaría. La pregunta, sin embargo, 
sigue valiendo la pena de ser respondida: ¿Adónde va Chile? Solo que la 
respuesta a esa pregunta debe considerar la sombra de malestar que amenaza a la 
modernización que en esos encuentros, inaugurados en la Universidad de 
Harvard, se examinaba con abierto ánimo celebratorio. 


Vale la pena, entonces, volver sobre algunas de las circunstancias que han 
configurado ese malestar y que en los trabajos de este libro se exploraron. 


A partir del 18 de octubre de 2019, Chile se vio sumido en la peor crisis política, 
económica e institucional que el país haya experimentado desde la caída del 


gobierno de la Unidad Popular en 1973. Ese día se produce una vasta 
insurrección social, a primera vista carente de orgánica y en cualquier caso muy 
heterogénea en sus demandas. Si bien el motivo oficial de la ola de protestas fue 
el aumento de precio del boleto de metro, quedó rápidamente en evidencia que 
este último catalizaba un conjunto de malestares de variada índole: algunos 
culturales o de carácter generacional, otros más parecidos a reivindicaciones de 
clase y muchos de ellos persiguiendo objetivos marcadamente rupturistas con el 
sistema económico, político y social que impera en Chile desde 1990. 


Algunos analistas políticos afirmarían con posterioridad a la explosión social de 
octubre de 2019 que dicha erupción se veía venir desde hace mucho tiempo. La 
verdad, sin embargo, es que la rebelión de octubre sorprendió completamente 
desprevenida a la gran mayoría de los chilenos, incluyendo a su clase política. Es 
cierto que a partir de 2006 había surgido una fuerte movilización política por 
parte de los estudiantes secundarios, cuestionando el sistema educacional y 
diversos aspectos de lo que se ha denominado el “modelo neoliberal”. Esas 
protestas en contra del sistema socioeconómico y político vigente en el país se 
verán reforzadas a partir de 2011, con el surgimiento de un amplio y poderoso 
movimiento estudiantil universitario, el cual adoptará posiciones cada vez más 
radicales. También a partir de 2011 se harán visibles otras expresiones de 
protesta social, provenientes de diversos movimientos sociales, incluyendo a 
grupos medioambientalistas, organizaciones mapuches, minorías sexuales y el 
movimiento feminista, entre otros. 


Pero a pesar de todas estas expresiones de rechazo al status quo o, como las 
llamó tempranamente un informe del pnud, de malestar con la modernización, 
también había muchas señales que indicaban que la mayoría de los chilenos 
estaban en general satisfechos con sus vidas y con el progreso económico y 
social logrado por el país desde la restauración democrática en 1990. Y había 
ciertamente razones objetivas para evaluar en términos positivos la trayectoria 
seguida por el país con anterioridad a 2019. Es indiscutible que a partir de los 
años 90 Chile se convertiría en la nación más próspera de América Latina. En el 
plano político, el país experimentó un exitoso proceso de transición democrática, 
el que, a pesar del escepticismo retroactivo con que hoy se lo mira, tuvo la virtud 
de ser llevado adelante en forma pacífica y con altos niveles de estabilidad 
institucional. En el plano económico, Chile se convertiría en una potencia 
regional, experimentando altos niveles de crecimiento económico y de 
inversiones extranjeras, contando con un alto prestigio a nivel internacional. En 
el terreno social, Chile logró una sustancial reducción de los niveles de pobreza 


existentes en el país, de un 48 por ciento existente en 1990, según las mediciones 
más benevolentes de entonces, a un 8 por ciento al momento del llamado 
estallido social. Incluso en el plano institucional, los gobiernos de la 
Concertación lograron reformar profundamente la Constitución de 1980, con el 
propósito —que el tiempo, sabemos ahora, mostraría incumplido— de ponerla a 
la altura de las necesidades de la nueva realidad democrática. 


Todas esas notables transformaciones en las condiciones materiales de la 
existencia no estuvieron, sin embargo, acompañadas de una narrativa que las 
hiciera coincidir con la trayectoria vital de las mayorías. En vez de eso, la mejora 
material solió presentarse como el fruto natural de un manejo técnico de los 
procesos sociales, como si ella consistiera en una rutina espontánea, no sostenida 
por un consenso que el proceso político debía una y otra vez elaborar al compás 
de las circunstancias. Es probable que ello haya contribuido a que los cambios en 
la estructura no lograran acompasarse del todo con la biografía de las personas. 
Así, durante la mayor parte de la era de la Concertación (1990-2010), el país 
experimentó un fuerte proceso de despolitización. Se expandió la creencia de 
que el consenso era espontáneo y no requería un esfuerzo discursivo. Como 
consecuencia, si bien la mayor parte de los chilenos vieron progresar 
notablemente a sus familias, pocos contaban con un relato que les permitiera 
incorporar esos cambios a su trayectoria vital o les proveyera razones para 
defender explícitamente y con convicción el sistema sociopolítico y económico 
que hizo posible la fuerte modernización del país. De esta manera, mientras 
había sectores de izquierda que racionalizaban el malestar de parte de la 
población, atribuyéndolo al predominio de una tecnocracia, los sectores 
moderados de la Concertación e incluso la derecha chilena, no fueron capaces de 
levantar un potente discurso legitimador de los logros políticos, económicos, 
sociales e institucionales alcanzados por Chile a partir de 1990. Así, el 
gigantesco cambio en las condiciones materiales de la existencia que Chile había 
experimentado, careció de una narrativa que le confiriera significado y 
organizara en el tiempo un remedio a sus patologías. En vez de eso, pareció 
concebírselo como una rutina histórica que transitaba por sí sola. 


En la última década, el descenso en la velocidad de la mejora material, la 
disminución del acceso al consumo, la cuestión generacional y los problemas 
migratorios de una sociedad que era cada vez más atractiva en la región, 
alimentaron la distancia entre los cambios que la sociedad chilena había 
experimentado y la subjetividad de los ciudadanos que no se reconocían, luego 
de los tropiezos, en ellos. Es probable que esta discordancia entre los cambios en 


la estructura y la biografía, entre el campo social y la vivencia, contribuyera a lo 
que ocurrió. 


Lo nuevo del escenario surgido a partir del 18 de octubre de 2019 en el país — 
que los factores anteriores no permitían augurar—, es que el uso de altos niveles 
de violencia en la protesta social pasó a ser explícitamente legitimado. Uno de 
los consensos del orden democrático —la ilegitimidad del uso de la fuerza para 
promover los propios intereses— mostró así una muy relevante fractura. 


El “A cuerdo por la paz social y la nueva Constitución” del 15 de noviembre de 
2019, logrado por un amplio grupo de parlamentarios para tratar de encontrar 
una salida político-constitucional a la crisis generada a partir del 18 de octubre 
de ese año, supo poner atajo al ímpetu abiertamente insurreccional que algunos 
sectores, aprovechando la oportunidad política, intentaban conferir a las 
constantes protestas callejeras que se producían en diversas ciudades del país. 
Los sectores de extrema izquierda y los grupos más radicales de los movimientos 
sociales se opusieron a este acuerdo, al ver en él una forma de desactivar un 
proceso que conducía a cambios que, en opinión de esos grupos, podían ser 
revolucionarios. 


Ese acuerdo ha dado paso a un proceso constituyente que está hoy en curso. Se 
trata de un proceso plagado de dificultades. Entre ellas se encuentra la diversidad 
de actores que deberán dialogar entre sí, desde grupos antielitarios al Partido 
Comunista, una derecha debilitada y sectores socialdemócratas que sienten culpa 
por lo que ocurrió. Con todo, al alcanzar ese acuerdo Chile dio muestra de que, a 
pesar de las dificultades, subsisten altos grados de institucionalidad. Es este un 
rasgo del país que aún permite hablar de una excepción chilena en el contexto 
regional. 


Pero, ¿cuánto hay de idiosincrásico en el proceso social que en este libro se ha 
examinado y cuánto, en cambio, puede generalizarse hacia el resto de la región? 


La mayoría de los análisis del estallido social han tendido a concentrarse casi por 
completo en la realidad chilena, dejando fuera posibles factores y actores 
internacionales que podrían haber influido en él. Y si bien no cabe exagerar su 
influencia 


—puesto que ello equivaldría a incurrir en el error intelectual de imputar el 
desajuste de la vida social a una conspiración deliberada—, tampoco sería 


correcto descuidarla del todo o no prestarle atención siquiera en futuros análisis. 


Como se recordará, el 8 de octubre de 2019, a solo 10 días del estallido social en 
Chile, se produjeron masivas y violentas protestas en Ecuador, en respuesta a la 
adopción por parte del gobierno de Lenín Moreno de una serie de medidas de 
austeridad presupuestaria. El movimiento de protesta adquirió rápidamente el 
carácter de un alzamiento nacional, obligando al presidente y sus ministros a 
buscar refugio en la ciudad de Guayaquil para evitar la caída del gobierno. Tras 
inequivocas señales de apoyo al gobierno por parte de las Fuerzas Armadas y la 
derogación de las medidas de austeridad anunciadas, Moreno optó por negociar 
directamente con diversas organizaciones sociales que habían llamado a las 
protestas para restablecer el orden en el país. En esa oportunidad Moreno acusó 
al régimen venezolano de Maduro de estar involucrado en el alzamiento, por 
medio de agitadores políticos y apoyo de todo tipo a los manifestantes. Los 
acontecimientos de Ecuador fueron seguidos muy de cerca por la opinión 
pública chilena, al recibir imágenes y reportajes en directo de los 
acontecimientos que estaban teniendo lugar en el país andino. 


Cuando se produjo el estallido social en Chile, también se sugirió en un primer 
momento que el país estaba siendo víctima de un complot internacional, dirigido 
por Caracas y La Habana, y por organizaciones asociadas al llamado Foro de 
Sáo Paulo, para intentar desestabilizar y derrocar al gobierno de Sebastián 
Piñera. Desde que asumió la Presidencia, en marzo de 2018, Piñera se había 
convertido en el principal opositor del régimen de Maduro en América Latina, 
criticándolo en foros internacionales y dando su resuelto apoyo a los disidentes 
venezolanos, otorgando incluso un estatus especial a los miles de refugiados 
venezolanos que arribaban a Chile. Esto le trajo el rechazo generalizado de los 
gobiernos de orientación bolivariana en la región. Además, y con mucha 
anterioridad al ascenso de Piñera, Chile siempre estuvo en la mira de los 
gobiernos y de los movimientos de izquierda en América Latina, debido a que 
representaba para sus ojos el principal bastión del neoliberalismo en la región: 
que el principal representante del neoliberalismo en América Latina fuera 
también la nación más próspera y con los mejores indicadores sociales, siempre 
representó un fuerte escollo en la articulación del discurso antineoliberal. 
Aunque hasta ahora no se han presentado evidencias contundentes de que otros 
países estuvieran directa o indirectamente involucrados en el estallido social en 
Chile, en ciertas declaraciones hechas por el mismo Nicolás Maduro y su brazo 
derecho, Diosdado Cabello, a solo horas del inicio de la rebelión en Chile, se 
sugería que estos hechos eran solo una brisa del huracán bolivariano que 


prontamente acecharía nuestro territorio. También el secretario general de la 
Organización de Estados Americanos, Luis Almagro, apuntó en dirección a 
Caracas, instándole a no seguir desarrollando acciones de desestabilización en la 
región. 


Asimismo, llamaron la atención de analistas políticos los elementos comunes 
que se pueden apreciar en las protestas que han tenido lugar en Chile y en 
Colombia en los últimos años. Se trata de dos países que poseen gobiernos 
liberales que abrazaron la economía de libre mercado, estimularon la inversión 
extranjera y que poseen estrechos vínculos de todo tipo con Estados Unidos. 
Además, los gobiernos de ambos países se han manifestado duramente en contra 
de la expansión de la injerencia venezolana en asuntos internos de otros países 
latinoamericanos y criticaron permanentemente los gobiernos de izquierda en 
Nicaragua, Cuba, Venezuela y Bolivia. 


Las recientes protestas en Colombia presentan muchas similitudes con las de 
Chile. En primer lugar, llama la atención la fuerte presencia de la juventud en 
estas y la combinación de performances lúdicas y casi artísticas, junto a la 
presencia de grupos violentos que se enfrentan en verdaderas batallas campales 
con las fuerzas policiales. En ambos países, el lema unitario de variadas fuerzas 
políticas y sociales que se lanzan a las calles en contra de los respectivos 
gobiernos es el antineoliberalismo. Seguramente, dentro de poco, saldrán a la luz 
sendos estudios comparativos en donde se analicen en profundidad tanto las 
similitudes como las diferencias de las recientes explosiones político-sociales en 
Chile y Colombia. 


Por supuesto, todos esos factores internacionales —por llamarlos de algún modo 
— han de ser considerados; pero sin enfatizarlos en demasía, porque, como lo 
muestran los trabajos de este libro, el proceso chileno cuenta con suficientes 
factores locales que, reunidos, permiten explicar los sucesos que se iniciaron en 
octubre y la estela que les ha seguido. 


¿Es posible obtener algunas lecciones para la región de América Latina de lo que 
ha ocurrido en Chile y que en este libro se ha intentado analizar? 


Al responder esa pregunta es útil constatar que algunos de los factores que en el 
caso de Chile parecieron desatar la protesta, constituyen objetivos apetecibles 
para el resto de la región: la disminución de la pobreza, la expansión educacional 
O la aparición de grupos medios incorporados al consumo son algunos de esos 


objetivos. Y, sin embargo, el país que los alcanzó en apenas tres décadas de 
pronto parece reñir consigo mismo y experimentar un desasosiego casi 
generalizado. El fenómeno encuentra parecidos con lo que ocurrió en Sáo Paulo 
durante el gobierno de Lula da Silva o con lo que se vivió durante el primer 
semestre del año 2021 en algunas de las zonas más modernizadas de Colombia. 


Hay también fenómenos de revuelta en Cuba y en Ecuador, aunque estos dos 
últimos parecen ser producto del desastre sanitario producido por la pandemia 
del covid-19. Todos esos fenómenos, en efecto, coincidieron, siquiera en parte, 
con la pandemia. Y así las dos fuentes de previsibilidad de la vida social, las dos 
fuentes de orientación que permiten escapar de la incertidumbre —la regularidad 
de la naturaleza y las instituciones— se fueron debilitado. A la tradicional 
inestabilidad institucional de la región, se sumó el desorden de la naturaleza. 
Ambos fenómenos han acompañado a casi todos los países en estos dos últimos 
años, siendo la pandemia la que más parece haber influido en la protesta. 


El caso de Chile es, sin embargo, una excepción en ese panorama y quizá por eso 
sirva como caso de estudio. La revuelta social se produjo meses antes de la 
pandemia y Chile ha sido hasta ahora uno de los países de la región que mejor ha 
logrado controlarla, en parte gracias a su mayor bienestar económico y la 
eficiencia de sus políticas públicas. 


¿Qué puede explicar, entonces, el malestar en Chile cuyas instituciones, incluso 
en tiempos de pandemia, parecen ser capaces de un manejo eficiente de políticas 
públicas, como ha sido el caso de la emergencia sanitaria, no obstante lo cual, y 
a pesar de todo eso, sigue con una ciudadanía molesta? 


Este libro, como se acaba de recordar, sugiere varias hipótesis que permitirían 
explicar lo ocurrido. Algunas de esas hipótesis llaman la atención acerca del 
hecho de que el mayor bienestar cambia inevitablemente las expectativas de las 
personas, las que se vuelven más autónomas y demandantes. Es lo que la 
literatura ha llamado la paradoja del bienestar. Y si ese mayor bienestar deriva de 
una promesa de mayor crecimiento futuro (que alimenta la disposición al 
endeudamiento) y está acompañada de una gigantesca expansión educativa, que 
permite a sectores históricamente excluidos incorporarse a las profesiones (que 
cuando ellos los miraban a la distancia parecían sucedáneos de títulos de 
nobleza), entonces los tropiezos en la expansión del bienestar y del consumo 
acarrean una gigantesca frustración. 


Uno de los trabajos de este libro describía por eso la existencia de una 
generación desengañada; otro llamaba la atención acerca de un mayor bienestar 
que, sin embargo, se percibía por las personas como un castillo de naipes que, al 
menor soplo —una crisis, una enfermedad— se vendría al suelo; otro, en fin, 
sugería que todos estos procesos constituyen patologías de la modernización, 
efectos del crecimiento que se desatendieron, por la incapacidad de quienes los 
impulsaron para comprender su propio éxito. Todos esos factores configuran una 
oportunidad para las fuerzas políticas que cuentan con razones para oponerse al 
proceso modernizador. Y es posible augurar que esos mismos factores se 
replicarán en los países que logren cambiar radicalmente sus condiciones 
materiales de existencia sin atender a los desajustes que eso provoca, y que en 
este libro se examinaron de manera exploratoria. 


Hay un componente que es probable que tenga una incidencia muy importante 
en la región, al margen de los elementos, por llamarlos así, sociológicos, que se 
han mencionado. Se trata del factor específicamente político. En las últimas 
décadas, América Latina vio aparecer una nueva izquierda que tomaba distancia 
de los viejos tópicos que configuraban su identidad ideológica en los años 60, el 
rechazo del imperialismo (a cambio de ello se esforzaba por incorporarse a la 
globalización); la lucha de clases (sustituyéndola por el desafío de la movilidad 
social); el mercado (al que comenzó a ver como un impulsor del bienestar); y la 
democracia (a la que se dejó de ver como un puñado de libertades meramente 
formales). En suma, en las últimas décadas apareció en la región una izquierda 
amistosa con la modernización capitalista, una izquierda, como se dijo muchas 
veces, de la Tercera Vía. Esa izquierda, en especial en el caso de Chile, pero lo 
mismo ocurrió con Fernando Henrique Cardoso en Brasil, logró hegemonizar el 
bloque de poder al que pertenecía y subordinar a aquellos sectores que siguieron 
abrigando la nostalgia de las viejas ideologías de los 60. 


Uno de los trabajos de este libro, hemos visto, plantea que una dimensión 
importante del fenómeno lo constituye esa izquierda de los viejos ideales, que 
estaba latente en medio de los proyectos modernizadores como el que se 
emprendió en Chile. Esa izquierda a la que se creía derrotada culturalmente, de 
pronto, y como consecuencia de la oportunidad política que brindó la crisis, 
habría renacido y emprendido un proyecto para reverdecer su antigua posición. 
En otras palabras, aprovechó la oportunidad política de la crisis que venía 
insinuándose —en especial por el fracaso relativo en la expansión del bienestar 
—, para desarrollar una estrategia de oposición franca a las instituciones, 
sumando en torno suyo un conjunto muy heterogéneo de demandas, muchas de 


ellas identitarias, con el propósito de unificarlas y construir así una nueva 
hegemonía. 


Como suele ocurrir, ese tipo de procesos casi siempre están acompañados de 
diagnósticos intelectuales que les confieren plausibilidad. En el caso de la 
región, esos diagnósticos intelectuales parecen provenir de los ideales de la 
democracia radical que empujó, con particular brillo, Ernesto Laclau. Él señaló 
que la sociedad contemporánea era una sociedad dislocada, en la que los centros 
habían proliferado, mientras el Estado perdió el suyo. En una sociedad de esa 
índole, las demandas proliferan y son de muy distinta fisonomía. A la suma 
desarticulada de esas demandas, Laclau las llama demandas democráticas, y se 
yuxtaponen en el proceso político. De pronto, sin embargo, y esta sería una de 
las tareas de la izquierda, una de esas demandas logra organizar verticalmente a 
todas ellas, alcanza la hegemonía y en ese momento se constituyen como 
demandas populares. A ese momento Laclau lo llama populismo. El populismo 
es una expansión del reconocimiento y del bienestar que se expande a sectores 
excluidos y se estabiliza en una nueva hegemonía. El populismo así concebido 
no sería un defecto, sino el paso necesario para constituir a un nuevo sujeto 
político, el pueblo, que de esa forma podría hegemonizar la vida social, hasta 
que una nueva exclusión se revele y el proceso principie de nuevo. 


Esas ideas quizá ayuden a entender parte del fenómeno que está ocurriendo en 
Chile y también en otros países de la región, como en Argentina. En ambos 
casos hay una proliferación de demandas, de muy diverso carácter, que las 
fuerzas de izquierda tratan de organizar verticalmente para construir una nueva 
hegemonía. Una mirada a la Convención Constitucional chilena —a cuyo 
proceso inicial se refiere uno de los trabajos de este libro— permite constatar 
parte del fenómeno. Allí, una de las fuerzas que alcanzaron una importante 
porción de los convencionistas fue La Lista del Pueblo, que reúne demandas de 
muy diversa naturaleza, algunas de clase, otras culturales vinculadas a 
movimientos feministas, etcétera. A ello se suma que la misma Convención ha 
ido adquiriendo un carácter identitario, poniendo en el centro de su quehacer el 
reconocimiento de las identidades más diversas, como lo mostró el hecho de que 
a un mes de instalarse se colocaron decenas de banderas, que representaban a 
diversos grupos, a la entrada del antiguo edificio del Congreso (que es donde 
sesionan). 


Las circunstancias anteriores permiten conjeturar que Chile se encuentra en un 
proceso en el que, junto con reconstituirse las instituciones —a ello se habrá de 


encaminar el debate constitucional—, se está asistiendo a un despliegue muy 
heterogéneo de demandas, buena parte de las cuales son el resultado de la 
modernización que el país viene experimentando en los últimos 30 años. Y resta 
por saber si esas múltiples demandas serán incorporadas a la modernización 0 si, 
en cambio, ella adquirirá un nuevo cariz, como consecuencia de una nueva 
hegemonía. 


A pesar de las muchas incertezas que le depara el futuro inmediato a Chile, lo 
que sí es muy probable que suceda es que, independiente del texto final que dé 
cuerpo a la nueva Carta Fundamental, esta no producirá en el corto plazo un 
clima de reencuentro entre los chilenos, un clima que ayude a alcanzar los 
grados de estabilidad política que caracterizaron al país con anterioridad a 
octubre de 2019. La experiencia indica que un texto constitucional demora en 
asentar su legitimidad. Así ocurrió con la Carta de 1925, que antecedió a la de 
1980. No obstante, ella logró finalmente guiar el desarrollo de Chile durante 
buena parte del siglo xx, configurando lo que se ha llamado el Estado de 
compromiso (1932-1970). Entonces el país logró un largo período de estabilidad, 
el cual incorporó, poco a poco, a nuevos actores al sistema político. Ese ciclo, al 
que se llamó el desarrollo “hacia dentro”, acabó cuando la expansión del sistema 
político desató expectativas que el sistema económico y productivo no fueron 
capaces de satisfacer. 


¿Logrará el Chile que viene iniciar ahora un nuevo ciclo que lo empine a lo que 
suele llamarse desarrollo, una democracia estable y un bienestar extendido entre 
todos los sectores sociales? 


Ello depende, desde luego, de múltiples circunstancias, que no es posible prever. 
Pero a juzgar por lo que hasta ahora ha acontecido, el desafío de Chile consiste 
en eludir lo que pudiera llamarse las patologías de la modernización, dotándose, 
al mismo tiempo, de reglas que permitan la cooperación en una sociedad que 
será Cada vez más diversa y plural. Esas reglas deberán asumir al menos tres 
desafíos: admitir la multiculturalidad que, luego de la predominancia de la idea 
de nación consolidada desde el siglo xix, se ha revelado en las últimas décadas; 
configurar derechos sociales que guíen las políticas del futuro y corrijan el efecto 
divisivo que produce la estructura de clases; y garantizar los derechos civiles y 
políticos que son propios de una democracia liberal. 


Por supuesto, incluso afrontando esos desafíos, no cabe esperar que la sociedad 
chilena retome la fisonomía que hasta ahora poseía. Lo más probable es que la 


modernización que el país experimentó y los defectos que la acompañaron, 
hayan cambiado definitivamente la sociabilidad chilena, desatando expectativas 
de bienestar material, de distribución del riesgo de la vida y de diversidad 
cultural que las nuevas generaciones deberán afrontar. 


En las reuniones que se iniciaron en las dependencias de la Universidad de 
Harvard, a las que se hizo alusión al principio de este epílogo, rondaba el 
entusiasmo por la modernización que Chile experimentaba y, a su vez, una 
soterrada cautela por los desafíos que se avizoraban. El Chile que viene 
involucraba un esfuerzo por dilucidar el futuro; también la expresión del deseo 
de que la sociedad chilena se modernizara y alcanzara una práctica democrática 
sin retrocesos. Es probable que en lo que respecta a su capacidad predictiva, esos 
encuentros, que duraron varios años, no acertaran del todo, pero es seguro que 
los propósitos que los animaban, el empuje modernizador, el anhelo de contar 
con una democracia en forma, siguen plenamente vigentes, al igual que las 
condiciones necesarias para que se materialicen. 
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Cuando el 18 de octubre de 2019 miles de chilenas y chilenos salie- 
ron a la calle para expresar su malestar respecto de las condiciones 
de vida que experimentaban —ingresos, cobertura de salud, pensio- 
nes—, nadie de la élite política, económica o intelectual esperaba 
algo así. La mayor crisis política y social de Chile desde el Golpe de 
1973 fue totalmente insospechada, porque, ¿cómo era posible un 
descontento semejante, en circunstancias de que se había reducido 
la pobreza a menos de un 10 por ciento en solo tres décadas, se 
universalizó la educación superior y se llegó al más alto nivel de 
desarrollo de América Latina? 

Este libro, que reúne trabajos de destacados académicos chile- 
nos, aborda la revuelta de octubre y su posterior crisis institucional 
desde una perspectiva interdisciplinaria, incluyendo la sociología, 
la historia, la educación y la ciencia política. Así, entre las causas 
del malestar figuran la irrupción de una generación “desengañada” 
tras haber logrado estudiar en la universidad, la precariedad de una 
clase media que no accedió a las políticas sociales implementadas 
por el Estado, la batalla que se dio en la propia izquierda por con- 
trarrestar los efectos del modelo neoliberal y la famosa paradoja 
del bienestar: la acelerada mejora en las condiciones materiales 
registradas por los chilenos desde el retorno de la democracia creó 
expectativas que no se pudieron cumplir y, en consecuencia, cundió 
la decepción. 

No se trata aquí de dilucidar “la” incógnita que está tras la 
rebelión de octubre, pero sus autores sí confían en que las ideas 
desplegadas en estas páginas ayuden a hacer más complejo un 
debate que, sin duda, seguirá tomando cuerpo en los próximos años. 


Los autores: José Joaquín Brunner, Rossana Castiglioni, 
Claudio Fuentes, Carlos Peña y Patricio Silva. 


